
  

 

 
 

ABR-DIC 2021 

  

 

Ramirez Ornelas Abogados 

 

Gerardo Funtanet Brunel 

Gabriel Gutiérrez Cornejo 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 
 

[JURISPRUDENCIAS Y TESIS AISLADAS RELEVANTES. ABRIL 2021 A 

DICIEMBRE DE 2021] 

El presente contiene la jurisprudencia y tesis aisladas relevantes publicadas en el 

Semanario Judicial de la Federación los meses de abril de 2021 a diciembre de 2021. 
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PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

 

 

Registro digital: 2023600 

Instancia: Pleno 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 2/2021 (11a.) 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Septiembre de 2021, 

Tomo I, página 10 

Tipo: Jurisprudencia 

 

REVISIÓN ADHESIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. ES PROCEDENTE AUN CUANDO 

LA MISMA PARTE HAYA INTERPUESTO REVISIÓN PRINCIPAL EN CONTRA DE LA 
MISMA RESOLUCIÓN. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posturas 
distintas respecto a la procedencia del recurso de revisión adhesiva cuando previamente la 
misma persona interpuso recurso de revisión principal en contra de la misma resolución; 
así, un Tribunal Colegiado determinó que el recurso de revisión adhesiva es improcedente 
en dichos casos ya que, de conformidad con la teoría de la impugnación, el derecho a 
recurrir está limitado por la prohibición del doble recurso; mientras que el otro Tribunal 
Colegiado afirmó que ambos recursos tienen propósitos diferentes, pues mientras la 
revisión principal se encamina a controvertir las determinaciones adoptadas en una 
resolución de primera instancia que le perjudican, la adhesiva tiene por objeto que se 
confirme la decisión del Juez primigenio en la parte que le beneficia. 

 

Criterio jurídico: Por regla general, debe admitirse la revisión adhesiva promovida por una 
de las partes, incluso, cuando promovió recurso de revisión principal en contra de la misma 
resolución. 

 

Justificación: Lo anterior es así, en virtud de que no existe a nivel constitucional ni legal 
restricción expresa o motivo de desechamiento manifiesto de la revisión adhesiva cuando 
se haya presentado previamente la revisión principal por la misma persona. Al contrario, lo 
que existe en la Constitución General es el derecho a la tutela judicial efectiva, el principio 
pro persona y el principio pro actione. Dichos mandatos, en su conjunto, obligan a las 
autoridades jurisdiccionales a adoptar la interpretación que resulte más benéfica para el 
ejercicio de un derecho y, a su vez, la menos restrictiva para la procedencia de la acción. 
En este sentido admitir, por regla general, la revisión adhesiva aun cuando la misma parte 
ya haya promovido recurso de revisión principal en contra de la misma resolución, tiene 
como efecto la optimización del derecho a la tutela judicial efectiva, ya que concede la 
oportunidad procesal para exponer argumentos que, de otra forma, serían desechados sin 
justificación válida. 

 



3  

Contradicción de tesis 114/2019. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado 

en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
con residencia en Ciudad Nezahualcóyotl, Estado de México. 24 de junio de 2021. 
Unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, 
José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, 
Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez de la Paz. 

 

 

Registro digital: 2023594 

Instancia: Pleno 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 3/2021 (11a.) 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Septiembre de 2021, 
Tomo I, página 5 

Tipo: Jurisprudencia 

RECURSO DE QUEJA EN EL JUICIO DE AMPARO. CUANDO LA PARTE RECURRENTE 
PRESENTA DESISTIMIENTO DEBIDAMENTE RATIFICADO EN ESA INSTANCIA, EL 
ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE TENERLA POR DESISTIDA DEL RECURSO Y 
DECLARAR LA FIRMEZA DEL AUTO IMPUGNADO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los asuntos sostuvieron 
posturas distintas respecto a la calificativa que merece el recurso de queja cuando, durante 
su tramitación, la parte recurrente se desiste, pues mientras uno determinó que debía 
declararse sin materia el recurso, ya que con la voluntad de no proseguir con éste, los 
agravios dejaban de existir y era imposible confrontar la legalidad del auto recurrido, así 
como que la firmeza limitaría el derecho de acceso a la justicia de los demás sujetos 
procesales que interpusieran un recurso de queja por motivos distintos, otros determinaron 
que debía tenerse por desistida a la parte recurrente y decretar la firmeza del auto recurrido 
por la aplicación analógica de diversos criterios de este Alto Tribunal en los que se 
determinaba esa calificativa para el desistimiento del recurso de revisión, así como por el 
contenido de los artículos 356, fracción II y 357 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo. 

Criterio jurídico: Debe tenerse por desistida a la parte recurrente y declarar la firmeza del 
auto recurrido respecto de ésta, cuando se presenta desistimiento del recurso de queja 
debidamente ratificado durante la tramitación del mismo. 

Justificación: El desistimiento es una manifestación de la voluntad de la parte recurrente 
que implica el abandono de la pretensión de impugnar la resolución que se estima ilegal y 
contraria a sus intereses, por lo que su efecto es análogo al supuesto en el que el recurso 
nunca se hubiera interpuesto. En consecuencia, el órgano de amparo se ve imposibilitado 
para estudiar los agravios y se entiende la resolución como no impugnada. Así, el juzgador 
debe hacer referencia a estos dos aspectos: por una parte, tener por desistida a la parte 
recurrente, en tanto que es una consecuencia lógica de respetar el principio de instancia de 
parte agraviada y no constreñir al recurrente aun en contra de su voluntad y, por otra, dejar 
firme la decisión recurrida para dicha persona, toda vez que no es jurídicamente posible 
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analizar los agravios al considerar la resolución como no impugnada; en la inteligencia de 
que la resolución adquiere firmeza respecto de lo que afecta a la parte recurrente, no 
respecto de las demás partes que intervienen en el procedimiento y que también tienen 
derecho a recurrir en lo que conforme a derecho les interese. En ese sentido, el hecho de 
declarar que una resolución queda firme no debe confundirse con declarar que causó 
ejecutoria, pues esta calidad se adquiere una vez que se cumplan los supuestos del artículo 
356 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 
Amparo, respecto de todas las partes que intervienen en el proceso de mérito. 

Contradicción de tesis 207/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Sexto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, el Décimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, el Octavo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito. 22 de junio de 2021. Unanimidad de once votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, José Fernando Franco González 
Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez. 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023947  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: P./J. 4/2021 (11a.)  

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. AL ANALIZAR SI SE ACTUALIZA POR 
CONSENTIMIENTO TÁCITO DEL ACTO RECLAMADO Y EFECTUAR EL CÓMPUTO DEL 
PLAZO PARA PROMOVER LA DEMANDA RELATIVA EN LA QUE SE RECLAMA LA 
FALTA O EL ILEGAL EMPLAZAMIENTO A UN JUICIO ORDINARIO, NO PUEDE 
TOMARSE EN CONSIDERACIÓN EL LLAMAMIENTO REALIZADO AL QUEJOSO A UN 
JUICIO DE AMPARO PREVIO, COMO TERCERO INTERESADO, EN EL QUE LA 
NOTIFICACIÓN RESPECTIVA SE REALIZÓ CON UNA PERSONA DISTINTA POR 
CITATORIO Y POR LISTA, Y SE LE CORRIÓ TRASLADO CON CONSTANCIAS DE LAS 
QUE SE DESPRENDEN LA EXISTENCIA DEL JUICIO ORDINARIO, EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL ANTE EL QUE SE SIGUE Y LAS PARTES CONTENDIENTES. 

Hechos: Los órganos contendientes analizaron si el llamamiento realizado al quejoso, en 
un juicio de amparo previo, en el que fungió como tercero interesado, efectuado por lista, 
porque la notificación no pudo entenderse personalmente con él, sino por citatorio, con otra 
persona, a quien se le corrió traslado con constancias de las que se desprendía la existencia 
del juicio ordinario, el órgano jurisdiccional ante el que se sigue y las partes contendientes, 
podía servir de base para computar el plazo referente a la promoción de la demanda de 
amparo en la que se reclamó el emplazamiento en un juicio ordinario y, de ahí, determinar 
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si se actualizaba o no la causal de improcedencia por consentimiento tácito, por la 
presentación inoportuna de esa demanda. 

Criterio jurídico: Para efectos de analizar si se actualiza la causal de improcedencia por 
consentimiento tácito del acto reclamado prevista en el artículo 61, fracción XIV, de la Ley 
de Amparo, no puede tenerse como conocimiento directo, exacto y completo del acto 
relativo al emplazamiento a un juicio ordinario reclamado en amparo, la diligencia de 
notificación, con base en lo previsto en el artículo 27, fracción I, inciso b), de la Ley de 
Amparo, verificada en un juicio de amparo anterior en el que el quejoso fue llamado como 
tercero interesado, que se llevó a cabo con una persona diversa, mediante la entrega de un 
citatorio previo, en el que se corrió traslado con la demanda de amparo y demás anexos de 
los que se desprenda información sobre el aludido juicio ordinario, la autoridad ante quien 
se sustanciaba y las partes que formaban parte del mismo y que, finalmente, se realizó por 
lista. 

Justificación: En atención al principio pro persona, con la finalidad de ampliar el ámbito de 
tutela de los derechos fundamentales, principalmente los de audiencia y de tutela judicial 
efectiva, en el caso que se reclame en amparo la falta de emplazamiento, debe entenderse 
que el llamamiento a un juicio de amparo previo, como tercero interesado, así realizado, no 
da certeza de que, por una parte, el quejoso hubiese tenido conocimiento directo del acto 
reclamado, toda vez que la diligencia no se entendió con éste, sino con una persona distinta, 
quien recibió el citatorio. Aunado a que el solo hecho de que en ese llamamiento se le corra 
traslado con la demanda de amparo y anexos de los que se desprendan los datos del juicio 
ordinario (del que se hace derivar el reclamo del emplazamiento), el órgano jurisdiccional 
que conoció del mismo y las partes contendientes, tampoco evidencia que el conocimiento 
del acto sea exacto y completo, en virtud de que de tales elementos no pueden advertirse 
los motivos, los fundamentos y las circunstancias específicas que dieron lugar a la 
realización de la diligencia de emplazamiento reclamada, que permitirían que el quejoso, al 
promover su demanda de amparo, esté en aptitud de hacer valer sus defensas de manera 
óptima. Lo que no implica, en modo alguno, desconocer la validez de las diversas formas 
de notificación que se prevén en la Ley de Amparo dado que, lo que se dilucida, son sólo 
los alcances de las aludidas diligencias de notificación, por citatorio previo, para efectos del 
conocimiento pleno del juicio ordinario (del que se aduzca falta de emplazamiento) mas de 
ningún modo se cuestiona la validez de ese tipo de notificaciones, para los efectos propios 
que fueron implementadas, es decir, los de la sustanciación del juicio de amparo. 

PLENO 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023943 

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: P./J. 5/2021 (11a.) 

FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
(FIREL). LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LOS ÓRGANOS DE DICHO PODER 
PUEDEN UTILIZARLA EN SUSTITUCIÓN DE LA FIRMA AUTÓGRAFA DENTRO DE LAS 
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ACTUACIONES Y RESOLUCIONES JUDICIALES QUE EMITAN. 

Hechos: Al resolver recursos de revisión interpuestos contra sentencias de amparo indirecto 
que fueron firmadas electrónicamente por el Juez de Distrito y por el secretario, los 
Tribunales Colegiados de Circuito contendientes discreparon en cuanto a si dicha firma 
sustituye o no a la autógrafa y, en consecuencia, si la falta de esta última amerita la 
reposición del procedimiento. 

Criterio jurídico: Los servidores públicos de los órganos del Poder Judicial de la Federación 
pueden utilizar la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) 
en sustitución de la autógrafa dentro de las actuaciones y resoluciones judiciales que 
emitan. 

Justificación: De conformidad con el artículo 3o. de la Ley de Amparo, la firma electrónica 
tiene los mismos efectos que la firma autógrafa y debe ser utilizada por las partes para el 
envío de promociones y documentos, así como para ingresar y hacer uso del Sistema 
Electrónico del Poder Judicial de la Federación; sin embargo, su uso no se agota en esos 
supuestos, pues el legislador determinó que sus bases y correcto funcionamiento fueran 
definidos mediante acuerdos generales. En uso de esa libertad configurativa, los Acuerdos 
Generales Conjuntos Números 1/2013 y 1/2015 establecieron la firma electrónica para los 
servidores públicos, otorgándole el mismo alcance que a la firma autógrafa, indicando que 
los acuerdos, determinaciones, proveídos, resoluciones, sentencias, oficios y 
comunicaciones oficiales deberán ingresarse al Sistema Electrónico y estar firmados 
electrónicamente por el servidor público que corresponda; también se estableció que los 
documentos digitalizados ingresados a los sistemas electrónicos por los servidores públicos 
de los órganos del Poder Judicial de la Federación mediante el uso de certificados digitales 
de firma electrónica tendrían el mismo valor que los impresos, y que la obligación de hacer 
coincidir íntegramente el expediente electrónico con el impreso, va en función del contenido 
y no de los signos físicos. Lo anterior, sin duda, permite que los servidores públicos utilicen 
la firma electrónica como alternativa a la autógrafa, al ser un signo electrónico fiable y 
seguro, que vincula al autor con el documento. Si a lo anterior se adiciona que uno de los 
motivos por los que se introdujo a la nueva Ley de Amparo la posibilidad de tramitar 
electrónicamente juicios de amparo fue proveer a los órganos jurisdiccionales con un 
mecanismo para simplificar las actuaciones procesales y generar procesos constitucionales 
más ágiles –sobre todo en aquellas situaciones extraordinarias derivadas de la 
presentación masiva de demandas de amparo–, es posible que los servidores públicos del 
Poder Judicial de la Federación utilicen la FIREL dentro de las actuaciones y resoluciones 
judiciales que emitan. 

PLENO 
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PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 

 
Época: Décima Época 
Registro: 2022978 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de abril de 2021 10:20 h 
Materia(s): Civil  
Tesis: 1a/J.6/2021 
RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN EL JUICIO 
ESPECIAL DE FIANZAS. ES PROCEDENTE CONFORME AL ARTÍCULO 280, 
FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS, SIN QUE 
SE REQUIERA APLICAR SUPLETORIAMENTE LA REGLA DE CUANTÍA O ALGÚN 
OTRO REQUISITO DE PROCEDENCIA A QUE SE REFIERA EL CÓDIGO DE 
COMERCIO. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes interpretaron 
de diferente manera la aplicabilidad y el alcance del artículo 280, fracción IV, de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas, respecto de la procedencia del recurso de apelación 
en contra de las sentencias dictadas en los juicios especiales de fianzas, pues mientras uno 
señaló que dicho artículo, al establecer la procedencia del recurso aludido, hace una 
remisión expresa y sin distinción a las reglas de procedencia que establece el Código de 
Comercio, otros determinaron que es innecesario acudir a la supletoriedad de la codificación 
mercantil por lo que se refiere a ese aspecto. Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que es procedente el recurso de apelación 
contra sentencias dictadas en el juicio especial de fianzas, sin que se requiera aplicar 
supletoriamente la regla de cuantía o algún otro requisito de procedencia a que se refiera 
el Código de Comercio, ya que la supletoriedad prevista por el propio artículo 280, fracción 
IV, opera en cuanto a los puntos en los que la ley es omisa y que son necesarios para la 
tramitación del recurso, tales como el plazo, las partes legitimadas para entablarlo, la 
autoridad ante quien se debe interponer, la forma escrita o el idioma, pero no en cuanto a 
la procedencia, y menos en cuanto a la regla específica en razón de cuantía conforme al 
Código de Comercio. Además, el hecho de que todas las sentencias dictadas en los juicios 
especiales de fianzas sean apelables, sin condición de su cuantía o cualquier otra, protege 
en mayor medida el derecho de acceso a la justicia, en su vertiente específica del derecho 
a la doble instancia. Justificación: El artículo 280, fracción IV, de la Ley de Instituciones de 
Seguros y de Fianzas prevé la procedencia del recurso de apelación, en ambos efectos, en 
contra de las sentencias dictadas en los juicios especiales de la materia; lo anterior de 
manera categórica y sin distinguir entre tipos de sentencia, ni por su cuantía ni por otra 
circunstancia, por ello, introducir una condicionante a la procedencia, como la contenida en 
el artículo 1339 del Código de Comercio, resultaría en una contravención al principio de 
legalidad, por introducir una distinción no prevista por el legislador. La condición de la 
procedencia sería, además, una interpretación contraria a la institución de la supletoriedad 
legislativa, la cual aplica ante vacíos u omisiones de la ley especial, y no cuando ésta es 
clara en establecer cierto contenido normativo como, en el caso, lo es la procedencia del 
recurso de apelación. Así, es claro que la supletoriedad del Código de Comercio, con 
relación a la apelación, sólo se da respecto de la tramitación del recurso y sus 
características formales y procesales, tales como la legitimación para promoverlo, el plazo 
legal, su promoción por escrito, en idioma español, entre otras, mas no en relación con la 
cuantía. Esta interpretación es también la que resulta acorde al principio pro actione, pues 
favorece el acceso a la jurisdicción ordinaria y el derecho a la doble instancia. 
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PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 75/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito y Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito. 18 de noviembre de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz. 
 

 
Registro digital: 2022985 
Instancia: Primera Sala 
Décima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 5/2021 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 85, Abril de 2021, Tomo I, 
página 249 
Tipo: Jurisprudencia 
ACCIÓN CAUSAL. LA VÍA MERCANTIL NO ES LA ÚNICA QUE PROCEDE PARA SU 
EJERCICIO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de diversos 
amparos directos sostuvieron criterios distintos al analizar si la única vía para el ejercicio de 
la acción causal, prevista en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, es la mercantil, o si puede ser una diversa, atendiendo a la naturaleza del negocio 
jurídico subyacente que dio origen a la emisión del título de crédito respectivo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que la vía mercantil no es la única procedente para el ejercicio de la acción causal, prevista 
en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, ya que debe 
atenderse a la naturaleza del negocio jurídico subyacente que dio origen a la emisión del 
título de crédito respectivo. 
Justificación: El artículo 168, último párrafo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, prevé la posibilidad de que el tenedor del título de crédito pueda ejercer la acción 
causal en caso de que la cambiaria haya prescrito o caducado; sin que la acción causal 
sustituya a la cambiaria, ya que no se creó para el caso de que se extinguiera la acción 
cambiaria, sino que se otorgó ese nombre a la acción específica que se ejercitaría 
normalmente sin que existiera de por medio un título cambiario, por tanto, a diferencia de 
la acción cambiaria, que depende de la emisión del título relativo, la acción causal es 
independiente y su ejercicio sólo depende del acto del que derivó la acción. En 
consecuencia, si la acción cambiaria atendiendo a sus características y a lo previsto en los 
artículos 167 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y 1391, fracción IV, del 
Código de Comercio únicamente puede ejercerse en la vía ejecutiva mercantil, no sucede 
lo mismo con la acción causal, la cual al no atender a la misma naturaleza que la acción 
cambiaria, la vía mercantil no será la única procedente para su reclamo, ya que se puede 
ejercer a través de otra vía diversa, atendiendo a la naturaleza del negocio jurídico 
subyacente que dio origen a la emisión del título de crédito respectivo. Además de que la 
acción causal contenida en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito no se refiere al derecho abstracto de poner en movimiento al órgano jurisdiccional, 
sino a una acción en estricto sentido, así la acción causal puede ser, entre otras, la acción 
hipotecaria prendaria, de compra, de arrendamiento, de transacción, de gestión de 
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negocios o, en fin, cualquier acción que tutele el derecho que se pretende reclamar en juicio. 
 
Contradicción de tesis 389/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Séptimo Circuito. 27 de enero de 2021. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María 
García Pineda. 
 
 
Época: Décima Época 
Registro: 2023013 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de abril de 2021 10:27 h 
Materia(s): Común, civil.  
Tesis: 1a./J.2/2021 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE 
CONCEDERLA CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA LA NOTIFICACIÓN A LOS 
INTEGRANTES DE LA COLECTIVIDAD SOBRE EL INICIO DE LA ACCIÓN COLECTIVA 
EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 591 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que 
conocieron de los asuntos sostuvieron posturas distintas respecto a si procede conceder la 
suspensión provisional en contra de la resolución que ordena notificar a la colectividad 
sobre el inicio de una acción colectiva, ya que uno de los colegiados determinó que era 
improcedente esa medida por existir una afectación al interés social y contravenir 
disposiciones de orden público por impedirse a los miembros de la colectividad la 
continuación del juicio y la adhesión de nuevos miembros; mientras que el otro concluyó 
que era procedente, pues de lo contrario, se causarían a la parte quejosa daños y perjuicios 
de difícil reparación. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que no es factible el otorgamiento de la suspensión provisional en 
contra de la resolución que ordena la notificación a los integrantes de la colectividad sobre 
el inicio de la acción colectiva, en términos de lo dispuesto por el artículo 591 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. Justificación: Ello, en virtud de que, con su otorgamiento, 
no sólo se vería trastocado el derecho de la colectividad a ser informada de la existencia 
de la acción colectiva promovida en contra de la quejosa, lo que traería consigo que las 
personas afectadas no estuvieran en aptitud de adherirse a la acción ante su 
desconocimiento; sino que también se vulneraría el derecho de los miembros ya 
reconocidos de la colectividad ante la paralización del procedimiento. Y si bien es cierto que 
de no concederse la suspensión de los actos reclamados se pudieran generar 
consecuencias en detrimento de la enjuiciada en relación con su reputación; también lo es 
que, ante el conflicto de tales principios, debe prevalecer el interés colectivo sobre el 
particular, ya que de lo contrario, se haría nugatorio el interés público que persiguen las 
acciones colectivas, pues su implementación consistió en atender las necesidades de 
protección legal adecuada sobre derechos de los consumidores, del medio ambiente o los 
intereses de personas que se encuentran en una situación de desigualdad económica o 
exclusión social, y que no pueden ser objeto de una protección apropiada a través de las 
reglas tradicionales del proceso civil individual. 
PRIMERA SALA 
Contradicción de tesis 154/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia 
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Civil del Décimo Segundo Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito. 13 de enero de 2021. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
 
Época: Décima Época 
Registro: 2023078 
Instancia: Primera sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de mayo de 2021 10:12 h 
Materia(s): Común, Civil. 
Tesis: 1a./J. 10/2021 (10a.) 
JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS, TERCER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO NO PREVÉ UN RECURSO O MEDIO ORDINARIO DE DEFENSA QUE 
DEBA AGOTARSE A FIN DE OBSERVAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE RIGE 
EN EL AMPARO DIRECTO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de diversos 
amparos directos sostuvieron criterios distintos al analizar si el artículo 1390 Bis, tercer 
párrafo, del Código de Comercio prevé un recurso o medio ordinario de defensa que deba 
agotarse a fin de observar el principio de definitividad que rige en el amparo directo, como 
condición para emprender el estudio de violaciones procesales. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación arriba a la 
convicción de que el artículo 1390 Bis, tercer párrafo, del Código de Comercio no prevé un 
recurso o medio ordinario de defensa que deba agotarse a fin de observar el principio de 
definitividad que rige en el amparo directo, como condición para emprender el análisis de 
violaciones procesales. 
Justificación: El artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución General, impone como 
requisito para el estudio de violaciones procesales en el amparo directo, la observancia del 
principio de definitividad; y para ello exige que el quejoso agote todos los recursos o medios 
de defensa existentes en la ley que rige el acto reclamado, antes de instar la acción de 
amparo, dicha exigencia es reiterada en el artículo 171 de la Ley de Amparo, con algunas 
excepciones allí especificadas. Ahora bien, para efectos del principio de definitividad que 
rige en el juicio de amparo directo, un recurso o medio ordinario de defensa es todo aquel 
medio de impugnación previsto en la ley que rige el acto y que puede dar lugar a que la 
determinación jurisdiccional controvertida sea reformada (modificada), revocada o 
nulificada. Bajo esa lógica, es factible concluir que el artículo 1390 Bis, tercer párrafo, del 
Código de Comercio no prevé un recurso o medio ordinario de defensa que deba agotarse 
como condición para emprender el análisis de violaciones procesales en el amparo directo, 
ello debido a que en el mencionado precepto sólo se prevé un mecanismo para regularizar 
el procedimiento y subsanar alguna inconsistencia procesal menor o alguna omisión en la 
sustanciación del juicio oral mercantil, de modo que la solicitud que con base en esa norma 
permisiva llegase a formular alguna de las partes al Juez que conoce del litigio oral no 
tendrá por efecto o consecuencia el reformar (modificar), revocar o nulificar las 
determinaciones procesales, sino simplemente dar al proceso su correcta conducción, o 
aclarar algún dato o aspecto adjetivo pero sin cambiar su sustancia. 
PRIMERA SALA 
 
 
Época: Décima Época 
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Registro: 2023157 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de mayo de 2021 10:26 h 
Materia(s): Civil. 
Tesis: 1a./J. 17/2021 (10a.) 
TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME SU 
NULIDAD, CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA DEMOSTRAR QUE SE 
SIGUIERON LOS PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS NORMATIVAMENTE PARA 
ACREDITAR SU FIABILIDAD. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posturas distintas 
respecto a quién correspondía demostrar, en un juicio de naturaleza mercantil, la fiabilidad 
del mecanismo por el cual se efectuaron transferencias electrónicas de recursos mediante 
la utilización de plataformas digitales; así, uno estimó que cuando el cuentahabiente niega 
haber dado su autorización al banco para realizar la transferencia y la institución de crédito 
afirma que sí recibió la instrucción, corresponde al primero demostrar que el sistema que 
opera las firmas electrónicas carece de fiabilidad y, por tanto, que su cuenta fue saboteada 
electrónicamente; mientras que el otro sostuvo lo contrario, es decir, que corresponde a la 
institución bancaria soportar la carga probatoria de acreditar que las mismas se realizaron 
mediante el uso de los elementos de seguridad empleados para garantizar la certeza de las 
operaciones. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que no puede presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a partir de la mera 
acreditación de que una transferencia se llevó a cabo utilizando un determinado mecanismo 
de autenticación por parte del usuario. Al respecto, se establece que dicha presunción 
solamente se puede obtener una vez que la institución bancaria demuestre haber seguido 
el procedimiento exigido por las disposiciones de carácter general, aplicables a las 
instituciones de crédito, emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. En ese 
sentido, una vez acreditado que se siguió debidamente el procedimiento normativamente 
exigido de la institución financiera para la operación impugnada y que no se tuvo 
conocimiento de incidentes que comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo 
entonces la carga de la prueba se le revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar 
lo aportado por aquélla. 
Justificación: Las disposiciones aludidas establecen la previsión de contenidos mínimos 
para el funcionamiento de la banca electrónica tratándose de las transferencias de recursos, 
dentro de los que destacan: a) la introducción de mecanismos complejos de autenticación 
del usuario divididas en cuatro categorías; b) el establecimiento de operaciones con las 
cantidades dinerarias máximas que pueden llevarse a cabo bajo determinado medio de 
autenticación; c) la necesidad de registrar previamente las cuentas de destino, así como el 
periodo mínimo que debe transcurrir antes de poder realizar la transferencia, según sea el 
caso; y, d) la obligación de generar comprobantes y notificar al usuario de las transacciones. 
Sin embargo, a partir de que actualmente se conocen diversas maneras de poder obtener 
fraudulentamente datos de los clientes o vulnerarse contenido electrónico para realizar 
operaciones sin el consentimiento de los usuarios, la presunción en el sentido de que las 
transferencias mediante mecanismos electrónicos son infalibles no puede prosperar, por lo 
que no es posible trasladar, en un primer momento, la carga de la prueba al usuario del 
servicio; máxime si se considera la tecnicidad de los sistemas digitales por medio de los 
cuales se presta el servicio de la banca electrónica lo que representa un obstáculo excesivo 
a efecto de que el usuario del servicio pudiera demostrar su pretensión, además de que el 
banco es quien cuenta con la infraestructura necesaria para generar la evidencia 
presentada ante los órganos jurisdiccionales. De manera tal que la institución financiera es 
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quien debe acreditar que los procedimientos de identificación que fueron utilizados durante 
la transacción y que fueron acordados con el usuario se emitieron correctamente, además 
de la fiabilidad del procedimiento que se utilizó para autorizar la transacción. 
Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el procedimiento normativamente 
exigido de la institución financiera para la operación impugnada y que no se tuvo 
conocimiento de incidentes que comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo 
entonces la carga de la prueba se revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 
aportado por aquélla, sin que lo anterior implique la imposición a los bancos de una carga 
imposible consistente en la demostración de la fiabilidad abstracta de todo su sistema ante 
cualquier tipo de riesgo, sino sólo de aquellos que se pudieran llegar a materializar. 
PRIMERA SALA 
 
 
Época: Décima Época 
Registro: 2023156 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de mayo de 2021 10:26 h 
Materia(s): Común 
Tesis: 1a./J. 11/2021 (10a.) 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. CUANDO ÉSTE CONSISTE EN UNA 
DETERMINACIÓN JUDICIAL QUE ORDENA UN RÉGIMEN DE CONVIVENCIA 
PROVISIONAL EN FORMA PRESENCIAL Y LIBRE ENTRE UN MENOR DE EDAD Y EL 
PROGENITOR NO CUSTODIO, EL CONTEXTO DE LA PANDEMIA POR LA 
ENFERMEDAD COVID-19, PERMITE QUE LA SUSPENSIÓN SE OTORGUE 
MODULANDO LA CONVIVENCIA PARA QUE SE REALICE A DISTANCIA POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS, SIEMPRE Y CUANDO EL MATERIAL PROBATORIO CON QUE SE 
CUENTE AL PROVEER LA MEDIDA NO PERMITA FIJAR UNA DISTINTA COMO MÁS 
PROTECTORA DE SU INTERÉS SUPERIOR. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llevaron a cabo un examen 
sobre la procedencia de la medida de suspensión del acto reclamado en el incidente 
derivado del juicio de amparo indirecto, en relación con una determinación judicial 
intraprocesal que estableció un régimen de convivencias provisional o especial, en forma 
presencial (física) y libre (no supervisada) de un menor de edad con el progenitor que no 
ejercía materialmente la guarda y custodia, que implicaba el desplazamiento del menor de 
edad del domicilio que constituía su residencia habitual a aquél en que se llevaría a cabo la 
convivencia y su incorporación a otro ambiente; y ambos tribunales se vieron en la 
necesidad de examinar dicho acto reclamado en el contexto de la pandemia por el virus 
SARS-CoV-2 causante de la enfermedad COVID-19, llegando a conclusiones distintas 
sobre la medida suspensional, pues uno determinó que en la situación de pandemia, la 
convivencia debía modalizarse para que se realizara a distancia, por medios electrónicos 
(llamadas por teléfono, mensajes, videollamadas, o reuniones en plataformas digitales) a 
efecto de proteger la salud y la vida del menor, otorgando la medida con esos efectos; 
mientras que el otro estimó que no debía ser así, sino que la convivencia debía realizarse 
como fue autorizada, con las medidas de protección sanitaria que impuso la responsable. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que en la situación descrita, la medida de suspensión del acto reclamado sí podrá modalizar 
la convivencia para que se desarrolle a distancia, mediante el uso de medios electrónicos, 
como medida general de protección reforzada de la vida y de la salud del menor de edad, 
atendiendo a las condiciones de emergencia sanitaria por la enfermedad COVID-19, pero 
ello será viable siempre y cuando al proveer sobre la suspensión (provisional o definitiva) 
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no se cuente con elementos suficientes para determinar, conforme a un análisis 
individualizado de las circunstancias del caso concreto, si éstas conducen a proteger mejor 
su interés superior de una forma distinta. 
Justificación: No está a discusión que tanto el derecho a la protección de la salud física y a 
la vida, como el derecho a la convivencia con la madre o el padre no custodio a efecto de 
mantener y estrechar el lazo familiar entre ellos, resultan derechos fundamentales para el 
bienestar general de los menores de edad, que deben ser protegidos y garantizados en su 
ejercicio. Sin embargo, el contexto fáctico excepcional de la pandemia por COVID-19 exige 
reconocer la mayor entidad del derecho a la protección de la salud física y de la vida, frente 
al derecho a la convivencia física con el progenitor no custodio, de manera que resulte 
admisible tener como premisa general, en el marco de una medida cautelar como la 
suspensión del acto reclamado, que el interés superior de los menores de edad, como 
grupo, en este momento se encuentra en la necesidad de proteger y garantizar con mayor 
intensidad su vida y su salud física, y modular la convivencia para armonizarla con ello. 
Esto, porque la información oficial con que hasta el momento se cuenta por parte de las 
instituciones y organismos públicos de salud, es que el COVID-19 se considera una 
enfermedad fácilmente transmisible, con la sola cercanía entre las personas, y puede ser 
adquirida también por menores de edad, sin que hasta ahora haya datos científicos 
validados por la Organización Mundial de la Salud que descarten que en este grupo de 
edad se puedan presentar síntomas graves y pueda causar la muerte; además porque 
existe un elevado número de contagios oficialmente reportados en el país confirmados con 
pruebas clínicas, sin negar que seguramente habrá otra cantidad de personas contagiadas 
sin prueba que lo corrobore y casos asintomáticos; condiciones que autorizan a privilegiar 
la observancia de medidas de distanciamiento físico y de resguardo domiciliario a que 
exhortan las autoridades en materia de salud. Ahora bien, un ejercicio preliminar y en 
abstracto, de ponderación de la apariencia del buen derecho, permite advertir que la 
convivencia presencial, en tanto implica extraer al menor de su ambiente habitual para 
incorporarlo a otro, sí conlleva una mayor exposición a un riesgo real de contagio, probable 
y fundado en dicha información oficial, que opera en detrimento de la protección a su salud 
y a su vida. Asimismo, la suspensión con efectos de modular la convivencia para que se 
realice por medios electrónicos, asegura que no se siga perjuicio al interés social ni se 
contravengan disposiciones de orden público, en tanto permite que no se afecte el interés 
prevalente del menor en la protección de su derecho a gozar del nivel más alto posible de 
salud, y procura compatibilizarlo con su derecho a la convivencia, que habrá de propiciarse 
de la manera más amplia posible, aun cuando temporalmente no sea presencial. Pese a 
todo ello, adoptar esa medida en forma de protección reforzada, sólo será viable para el 
juzgador de amparo en aquellos casos en que al proveer sobre la suspensión, no contara 
con elementos probatorios suficientes que le permitan sustentar, bajo un análisis individual 
de la circunstancia concreta del menor involucrado, que su interés superior exige adoptar 
una medida o efectos distintos, o inclusive, negar la suspensión, pues cuando sea así, ello 
debe estimarse posible; además, desde luego el juzgador conserva sus facultades de 
modificar la medida suspensional, si antes de que exista sentencia firme en el juicio de 
amparo, se presentan circunstancias que lo justifiquen. 
PRIMERA SALA 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023234 Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 11 de junio de 2021 10:17 
h Materia(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 18/2021 (10a.) 
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PROVIDENCIA PRECAUTORIA DE RETENCIÓN DE BIENES EN EL JUICIO 
MERCANTIL. LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO NO ESTÁN OBLIGADAS A 
GARANTIZAR LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SU OTORGAMIENTO 
PUDIERA OCASIONAR. 
Hechos: El Tribunal Colegiado de Circuito y el Pleno de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos respecto a si las instituciones de crédito están obligadas o no a garantizar 
los daños y perjuicios que pudieran ocasionarse al deudor con la imposición de la medida 
precautoria de retención de bienes en los juicios mercantiles. Criterio jurídico: Esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que las instituciones de crédito 
que no se encuentren en liquidación o procedimiento de quiebra, no están obligadas a 
exhibir garantía por los posibles daños y perjuicios que se pudieran ocasionar a su 
contraparte en un juicio mercantil, por el otorgamiento de dicha medida precautoria. 
Justificación: La aparente antinomia entre los artículos 86 de la Ley de Instituciones de 
Crédito y 1175, fracción V, del Código de Comercio, se dirime con el criterio de especialidad 
normativa, debiendo prevalecer la excluyente de exhibir garantía contenida en el primero 
de tales numerales sobre la exigencia de presentarla impuesta por el segundo. Lo anterior 
es así, porque en el artículo 640 del código mercantil, en su texto anterior a su derogación 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, el legislador reconoce 
que las instituciones de crédito se rigen por la Ley de Instituciones de Crédito, y el precepto 
86, está en función de los sujetos para quienes fue creada (banca múltiple y banca de 
desarrollo) y del objeto que regula (la liberación de constituir depósitos, fianzas y garantías 
dentro o fuera de juicios o procedimientos). Por su parte, el artículo 1175, fracción V, del 
Código de Comercio constituye un marco general, ya que resulta aplicable para todo el 
universo de sujetos que, en un juicio mercantil, vía prejudicial o en instancia, pretendan la 
obtención de una medida precautoria de retención de bienes. Ante dicha generalidad, rige 
el principio de especialidad de la norma en el caso concreto. 
  
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 46/2020. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito, el Primero, el Segundo, el Cuarto, el Séptimo, el Noveno, 
el Décimo y el Décimo Quinto Tribunales Colegiados, todos en Materia Civil del Primer 
Circuito y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 23 de septiembre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y de los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Ileana Zarina García Martínez. 

 
 
Época: Undécima Época 
Registro: 2023335 
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h 
Materia(s): Común. 
Tesis: 1a./J. 1/2021 (11a.) 
AMPARO DIRECTO. SI LA DEMANDA RESULTÓ EXTEMPORÁNEA AL HABERSE 
PRESENTADO ANTE AUTORIDAD DISTINTA DE LA RESPONSABLE CONFORME A LA 
REGLA DEL ARTÍCULO 176, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO, NO 
PUEDE EXAMINARSE EL FONDO DE LA LITIS BAJO LA CONSIDERACIÓN DE QUE EN 
EL JUICIO ESTÁN INVOLUCRADOS DERECHOS DE MENORES DE EDAD. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron, respectivamente, 
de una demanda de amparo directo que resultaba extemporánea conforme a la regla 
establecida en el artículo 176, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, relativa a que su 
presentación ante autoridad distinta de la responsable no interrumpe el plazo que para su 
promoción establece la ley. Ante dicho escenario, sostuvieron criterios discrepantes en 
torno a la posibilidad de que, pese a ello, se pudieren pronunciar sobre el fondo de la 
controversia en el amparo, pues aunque uno admitió que de acuerdo con dicha regla, la 
demanda se encontraba fuera del plazo legal, determinó que era dable examinar el fondo 
de la litis constitucional, porque estaban involucrados derechos fundamentales de menores 
de edad que era necesario proteger conforme al principio del interés superior de la infancia; 
mientras que el otro estimó que al ser la oportunidad de la demanda de amparo un requisito 
de procedencia, no había posibilidad de que la materia del fondo de la controversia pudiera 
tomarse en cuenta para conocer de una demanda extemporánea, aun cuando involucrara 
derechos de menores de edad. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que cuando una demanda de amparo directo resulte extemporánea conforme a la regla 
legal establecida en el segundo párrafo del artículo 176 de la Ley de Amparo, no puede 
admitirse o validarse su admisión, atendiendo a la materia del fondo del juicio de amparo ni 
al carácter del promovente, aun cuando estén involucrados derechos de menores de edad. 
Justificación: Es cierto que el principio del interés superior de la niñez, como norma de 
procedimiento, tiene la potencialidad de sustentar la inaplicación de alguna regla legal 
adjetiva que, en sí misma considerada, se advierta innecesaria, injustificada o 
desproporcionada, para efectos del proceso de que se trate, en la medida en que pueda 
trastocar u obstaculizar el ejercicio de los derechos procesales de menores de edad, ello, 
bajo una consideración abstracta de ese principio en todos los casos en que se dilucidan 
derechos de este grupo de edad; o bien, permite al juzgador hacer ajustes en la aplicación 
de reglas procesales bajo un análisis individualizado del interés superior del menor 
involucrado, cuando advierta alguna especial condición de vulnerabilidad o desventaja en 
la circunstancia específica de dicho menor. Sin embargo, la oportunidad en la presentación 
de la demanda de amparo no puede verse como una regla de procedimiento innecesaria, 
injustificada o desproporcionada, que obstaculice el ejercicio de los derechos de los 
justiciables, incluidos quienes son menores de edad y que, por ello, amerite inaplicarse o 
excluirse, como medida de protección reforzada de los derechos de éstos. La oportunidad 
de la demanda es un requisito de procedencia del juicio de amparo, por ende, corresponde 
al ámbito de los presupuestos procesales de la acción, necesarios para que válidamente se 
pueda emitir una sentencia que resuelva el fondo de la controversia. El estudio de la 
procedencia entraña un examen formal de la demanda, para determinar que se ajuste a los 
supuestos para los cuales el legislador dispuso la acción de amparo, por tanto, no puede 
decidirse en función de la naturaleza, entidad o gravedad de los derechos sustanciales 
discutidos ni del carácter del promovente, pues proceder de ese modo desnaturalizaría 
dicha institución, la cual exige contar con una base de reglas que resulten generales y que 
operen de manera homogénea para el juicio en sí mismo; y la oportunidad es una de esas 
reglas que debe ser general para todos los juicios de amparo, sin distinción, a fin de proteger 
la seguridad jurídica del proceso y de los propios justiciables. Por tanto, la promoción 
oportuna de la demanda no puede dispensarse bajo criterios que atiendan a la naturaleza 
de los derechos debatidos o al carácter de promovente, aun cuando se trate de asuntos 
que involucren derechos de menores de edad; de ahí que, establecida la extemporaneidad 
de la demanda de amparo directo bajo la regla del segundo párrafo del artículo 176 de la 
Ley de Amparo, no podrá ser resuelto el fondo en ningún caso. 
PRIMERA SALA 
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Época: Undécima Época Registro: 2023448 Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 20 de agosto de 2021 
10:28 h Materia(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 3/2021 (10a.) 
CONTRATO DE SEGURO. CONSECUENCIAS DEL PAGO EXTEMPORÁNEO DE LA 
PRIMA DE SEGURO O DE LA FRACCIÓN CORRESPONDIENTE, EN LOS CASOS DE 
PAGO EN PARCIALIDADES, EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 40, 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY RELATIVA. Hechos: Los Tribunales Colegiados de 
Circuito contendientes llegaron a conclusiones distintas sobre las consecuencias que se 
producen cuando un contratante paga la prima de su seguro fuera del plazo previsto en el 
artículo 40, párrafo primero, de la Ley sobre el Contrato de Seguro y la aseguradora no 
rehúye, inmediatamente, ese pago. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación considera que el pago de la prima de seguro fuera del plazo 
genérico de 30 días naturales que dispone el precepto mencionado, produce la cesación 
de los efectos del contrato, a pesar de que la aseguradora no hubiere rehuido, 
inmediatamente ese pago. Justificación: De conformidad con lo previsto en los artículos 5o., 
6o. y 21, fracción I, de la Ley sobre el Contrato de Seguro, el contrato de seguro es bilateral, 
oneroso y aleatorio y se perfecciona en el momento en que el proponente tiene 
conocimiento de la aceptación de la oferta por parte de la aseguradora, en los plazos que 
el ordenamiento establece para tales efectos y, por lo tanto, a partir de su 
perfeccionamiento, comenzará a surtir efectos entre las partes, haciendo exigibles los 
derechos y las obligaciones que estipularon. Por otra parte, en términos de los artículos 34, 
36 y 37, la prima, entendida como la contraprestación que se obliga a pagar el contratante 
del seguro por la garantía que presta el asegurador, vence en cuanto se celebra el contrato 
y desde ese momento, en consecuencia, nace la exigibilidad de pago a cargo del 
contratante, quien deberá cubrir la suma total o la fracción correspondiente, en el caso de 
pago en parcialidades, dentro del plazo genérico de treinta días naturales que dispone el 
artículo 40, párrafo primero, de la Ley sobre el Contrato de Seguro; pues, de lo contrario, si 
la aseguradora no recibe el pago antes de las doce horas del último día del plazo, cesarán 
automáticamente los efectos del contrato. Luego, si el contratante paga la prima fuera de 
dicho plazo, aun cuando la aseguradora acepte el pago, tal actuación no trae consigo la 
revocación de la cesación de los efectos del contrato; porque, con independencia de si la 
intención del contratante es la celebración, prórroga, modificación o restablecimiento de un 
contrato de seguro, es indispensable que exista una nueva oferta del proponente y una 
aceptación por parte de la empresa aseguradora, ya que sólo a partir de esta aceptación, 
se perfecciona el contrato y se actualizan los derechos y obligaciones de pago de la prima 
y garantía del riesgo. De ahí que el pago extemporáneo de la prima o de alguna de sus 
parcialidades no constituya una oferta, ni que su recepción por parte de la aseguradora se 
traduzca en un consentimiento tácito vinculado a la celebración, prórroga, continuación, 
reanudación o restablecimiento del contrato cuya prima no fue pagada en tiempo; pues la 
cesación de los efectos del contrato de seguro desvincula a la aseguradora, de forma fácil 
y expedita, del cumplimiento de sus obligaciones, precisamente, ante el incumplimiento de 
pago de su contraparte. Además, el consentimiento tácito no opera en el contrato de seguro, 
por lo que el pago extemporáneo recibido por la empresa sólo podrá conformar un depósito 
que podrá ser aplicado a la prima si el contrato se perfecciona y, de no acontecer, ello dará 
lugar, en todo caso, al reembolso de la suma por pago de lo indebido en términos del artículo 
1,883 del Código Civil Federal. 
 
 
Época: Undécima Época Registro: 2023443 Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 



17  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 20 de agosto de 2021 
10:28 h Materia(s): Común 
 Tesis: 1a./J. 4/2021 (11a.) 
AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA ORDEN JUDICIAL DE ANOTACIÓN 
PREVENTIVA REGISTRAL RESPECTO DEL INMUEBLE LITIGIOSO, PUES 
CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. Hechos: Los Tribunales 
Colegiados contendientes resolvieron asuntos en los que era necesario determinar si 
procedía el amparo indirecto en contra de la orden judicial que ordena realizar una 
anotación preventiva en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio respecto del 
bien inmueble materia de la litis mientras se resuelve la controversia judicial a fin de dar 
publicidad a que el bien inmueble está en proceso litigioso. Uno de los Tribunales 
Colegiados determinó que el amparo indirecto era improcedente porque la orden de 
anotación no podía considerarse un acto de imposible reparación al no irrogar perjuicios 
inmediatos a la parte promovente del amparo, mientras que los otros Colegiados 
determinaron que sí procedía la interposición del juicio de amparo indirecto porque la orden 
de anotación registral del bien inmueble en litigio sí constituye un acto de imposible 
reparación al afectar directamente el derecho de propiedad de quien promueve el juicio de 
amparo. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que la orden judicial de anotación preventiva registral respecto del bien inmueble 
litigioso sí constituye un acto de imposible reparación al limitar directamente el derecho 
sustantivo de propiedad. Justificación: La orden de anotación preventiva en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio del bien inmueble litigioso que se ordena en juicio 
para salvaguardar derechos litigiosos del actor, mientras se resuelve el juicio de fondo de 
las prestaciones reclamadas, se hace como medida cautelar y para ofrecer a terceros 
publicidad de que un bien inmueble está en litigio y evitarles enajenaciones infructuosas 
como adquirentes de buena fe, respecto de predios y construcciones en controversia; de 
suerte que ese acto judicial constituye un acto de imposible reparación para efectos de la 
procedencia del juicio de amparo, en tanto afecta de forma directa el derecho humano de 
propiedad, mismo que se reconoce en los artículos 14, 16 y 27 constitucionales, numeral 
21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo 17 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, porque sin importar que el acto que se reclama puede 
quedar sin efectos en la sentencia que pronuncie en el juicio ordinario relativo, es evidente 
que mientras exista la anotación preventiva en el Registro Público de Propiedad y de 
Comercio se afecta el derecho real del inmueble litigioso, porque ante la publicidad de la 
anotación y las consecuencias de la prelación en el registro, quien ostente el derecho de 
propiedad tendrá limitado su derecho para transmitir o disponer del mismo dada 
precisamente la sujeción registral que refiere a un proceso litigioso del bien inmueble, por 
lo que el juicio de amparo indirecto resulta procedente en términos de la fracción V del 
artículo 107 de la Ley de Amparo vigente y la fracción IV del artículo 114 de la Ley de 
Amparo abrogada. 
PRIMERA SALA 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. PROCEDE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 79, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO EL JUEZ ANTE QUIEN SE 
PRESENTA LA DEMANDA MERCANTIL OMITE APLICAR EL CONTENIDO DEL 
ARTÍCULO 1127, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron de diversos 
amparos directos en los cuales el Juez ante quien se entabló una demanda mercantil omitió 
aplicar el segundo párrafo del artículo 1127 del Código de Comercio. Uno de los tribunales 
colegiados consideró que ello constituía una violación manifiesta de la ley que dejaba sin 
defensa a la parte quejosa, por lo que suplió la deficiencia de la queja, el otro órgano de 
amparo contendiente no efectuó tal suplencia de la queja. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación arriba a la 
convicción de que cuando el Juez ante quien se presentó una demanda mercantil omite 
aplicar el segundo párrafo del artículo 1127 del Código de Comercio, procede suplir la 
deficiencia de la queja, en términos del artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo. 
Justificación: Lo anterior es así, porque el artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo 
faculta para suplir la deficiencia de la queja en materias de estricto derecho, como la 
mercantil, cuando se hubiere actualizado una violación evidente de la ley que haya dejado 
sin defensa a la parte quejosa, entendiéndose por tal, aquella actuación que haga notoria e 
indiscutible la vulneración a los derechos de la parte quejosa, tutelados por la Constitución 
General o por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, 
mediante la transgresión a las normas procedimentales o sustantivas que rigen el acto 
reclamado. En ese sentido, esta Primera Sala concluye que cuando al decidir sobre la 
procedencia de la vía mercantil intentada se omite aplicar el segundo párrafo del artículo 
1127 del Código de Comercio, procede suplir la deficiencia de la queja en el juicio de 
amparo respectivo. Ello, pues el aludido precepto de la legislación mercantil es claro y 
preciso al señalar que si se verifica el supuesto en el cual el órgano jurisdiccional declare 
la improcedencia de la vía mercantil propuesta por la parte actora, la consecuencia será 
continuar el procedimiento para el trámite del juicio en la vía mercantil que se considere 
procedente declarando la validez de lo actuado; con la obligación del Juez de regularizar el 
procedimiento. Por ende, si no se aplica esa norma de derecho y en vez de reencausar el 
litigo en la vía mercantil adecuada se desecha la demanda, ello derivará en la afectación 
de derechos sustantivos de la persona accionante, en tanto que el no reencausar la vía, 
además de traducirse en la imposición injustificada de un obstáculo en el acceso a la 
jurisdicción, puede derivar en la pérdida, por prescripción negativa, de la acción misma, ya 
que conforme al artículo 1041 de la codificación mercantil en cita, cuando en un juicio 
mercantil la demanda es desestimada no opera la interrupción de la prescripción de la 
acción. Por lo que, la suplencia de la queja en los términos aquí apuntados operará, en 
principio, a condición de que la vía mercantil adecuada deba tramitarse ante la propia 
persona juzgadora que ya conoce de la demanda; pues de otro modo el análisis y la 
aplicación de las normas adjetivas relativas a la vía derivaría también en un 
pronunciamiento con relación a la competencia del órgano jurisdiccional, tópico respecto 
del cual existen reglas propias y a las cuales se debe atender caso por caso. 
  
PRIMERA SALA 
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REDUCCIÓN DE PENSIÓN ALIMENTICIA. FORMA DE RESOLVER LA ACCIÓN 
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RELATIVA CUANDO SE FUNDA EN EL NACIMIENTO DE NUEVOS HIJOS DEL 
DEUDOR ALIMENTARIO. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
discrepan sobre cómo debe resolverse la acción de reducción de pensión alimenticia 
cuando se funda en el nacimiento de otro u otros hijos del deudor alimentario, pues para 
uno de esos tribunales, basta la demostración de ese hecho para que proceda la 
disminución, mientras que para el otro no es así, sino que se requiere además agotar otros 
medios de prueba, para determinar si la pensión fijada previamente debe reducirse. Criterio 
jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que 
cuando se promueve la acción de reducción de pensión alimenticia alegando como causa 
de pedir el nacimiento de otro u otros hijos del deudor alimentario, no basta la prueba de 
ese nacimiento para proceder en automático a la disminución solicitada, sino que 
atendiendo al principio de proporcionalidad rector de los alimentos, considerando las 
posibilidades económicas del deudor alimentario y las necesidades de todos sus 
acreedores, el Juez ha de determinar el importe que el deudor destina para cubrir los 
alimentos de los nuevos acreedores y, a partir de ahí, considerar si procede o no la 
reducción de la pensión que previamente se había fijado en favor de los demandados. 
Justificación: Lo anterior es así, porque atendiendo al principio publicístico que rige los 
procesos judiciales del orden familiar y al imperativo de tener como consideración primordial 
el interés superior de la niñez, el Juez familiar debe velar por que se respeten los derechos 
de los menores de edad involucrados, tanto los que fueron demandados, como aquellos 
cuya existencia se invoca como motivo para reducir la pensión alimenticia, y asegurarse de 
que sus derechos alimentarios sean respetados y satisfechos cabalmente. Para lo cual, a 
partir del análisis integral de los elementos para valorar las necesidades alimentarias de 
todos los acreedores, y la capacidad económica del deudor, se podrá determinar el importe 
de alimentos que corresponde a los acreedores de la pensión preexistente y el importe que 
el deudor destina para cubrir los alimentos de los nuevos acreedores, junto a la propia 
subsistencia del deudor, para definir si cabe o no hacer una reducción a la pensión 
alimenticia respecto de la cual se ejerció la acción. 
PRIMERA SALA 
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DICTAMEN EMITIDO POR LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR EN EL 
PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO. TIENE LA CALIDAD DE TÍTULO EJECUTIVO, SI LA 
OBLIGACIÓN CONTRACTUAL INCUMPLIDA QUE CONSIGNA ES CIERTA, EXIGIBLE Y 
LÍQUIDA. 
Hechos: Una persona jurídica promovió juicio de amparo indirecto, en el que planteó la 
inconstitucionalidad de los artículos 114, 114 BIS y 114 TER de la Ley Federal de Protección 
al Consumidor, al estimar que vulneraban el principio de seguridad jurídica, por facultar a 
la Procuraduría Federal del Consumidor para emitir un acuerdo de trámite que contenga el 
dictamen que constituirá un título ejecutivo no negociable en favor del consumidor, lo que 
se adujo cambiaba indebidamente la naturaleza de esa resolución administrativa. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que los preceptos indicados que permiten a la autoridad administrativa crear un título 
ejecutivo, siempre y cuando la obligación contractual incumplida que en él se consigne sea 
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cierta, exigible y líquida a juicio de la autoridad judicial, no conculcan el principio de 
seguridad jurídica. 
Justificación: De la interpretación armónica de los artículos 114, 114 BIS y 114 TER de la 
Ley Federal de Protección al Consumidor, deriva que la Procuraduría Federal del 
Consumidor tiene facultades para tramitar y resolver procedimientos de conciliación entre 
consumidores y proveedores de bienes o servicios, como un medio alternativo para la 
solución de las diferencias suscitadas entre ellos, de forma pronta y expedita, de manera 
que si tramitado el procedimiento respectivo las partes desavenidas no llegan a un acuerdo, 
se faculta a dicha dependencia para que emita el acuerdo de trámite que contenga el 
dictamen con carácter de título ejecutivo, siempre y cuando la obligación contractual 
incumplida que en él se consigne sea cierta, exigible y líquida a juicio de la autoridad judicial, 
por corresponder al órgano jurisdiccional verificar si se reúnen los requisitos necesarios 
para considerar si el documento constituye un título ejecutivo a efecto de que se dé trámite 
a la vía ejecutiva mercantil, porque solamente determinado el crédito, el incumplimiento y 
los requisitos esenciales del título ejecutivo, puede procederse a la ejecución en la referida 
vía sumaria. 
PRIMERA SALA 
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CARGA DINÁMICA DE LA PRUEBA. SUPUESTOS EN LOS QUE LA AUTORIDAD 
JURISDICCIONAL PUEDE EXCEPCIONALMENTE REVERTIR LA CARGA DE LA 
PRUEBA. 
Hechos: En un juicio ordinario civil se ejerció la acción de daño moral contra una empresa 
a partir del fallecimiento de una de sus trabajadoras dentro de sus instalaciones. La parte 
actora adujo como hecho ilícito el incumplimiento de la empresa a sus deberes de cuidado 
como patronal. En particular, le atribuyó no proveer la seguridad adecuada de la 
trabajadora; el retraso injustificado de su personal en la búsqueda y localización oportuna 
de la trabajadora, así como en dar noticia del deceso a las autoridades; la incertidumbre 
sobre las verdaderas circunstancias, motivos y lugar del fallecimiento; y, la falta de atención, 
apoyo e información a los familiares con motivo de los hechos. En primera instancia se tuvo 
por acreditada la acción; sin embargo, en apelación la Sala civil determinó que la parte 
actora no probó la conducta ilícita, por lo que absolvió a la empresa demandada. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que si bien en materia de responsabilidad extracontractual por daño moral, por regla 
general, corresponde a la parte actora probar los hechos constitutivos de los elementos de 
su acción, excepcionalmente procede invertir esa obligación adjetiva para que sea la parte 
demandada quien justifique alguno de estos hechos cuando entre las partes existe una 
relación asimétrica en torno a la proximidad probatoria del hecho. 
Justificación: La anterior determinación tiene sustento en la garantía del derecho de 
igualdad de las partes en los juicios, como una manifestación del debido proceso, la cual 
exige la existencia de un equilibrio procesal entre ellas, de modo que se logre una 
concurrencia al litigio en un plano de igualdad material y no meramente formal, lo que 
implica que cualquier situación de facto que impida mantener ese equilibrio debe ser 
solventada por la autoridad jurisdiccional mediante las herramientas hermenéuticas 
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correspondientes. Por lo tanto, procede invertir la carga de la prueba cuando, derivado de 
las circunstancias particulares del caso, la parte actora esté imposibilitada o tenga un alto 
grado de dificultad para acceder a los medios de convicción necesarios a fin de justificarlo 
y, en contrapartida, la parte demandada cuente con una mayor disponibilidad de los medios 
de convicción y una mejor facilidad para aportarlos al juicio, a fin de acreditar el hecho 
contrario. La postura expresada se torna aún más relevante cuando la responsabilidad 
extracontractual por daño moral se hace derivar de un hecho ilícito conformado por el 
incumplimiento de deberes tutelares de derechos humanos, lo que resulta aplicable a los 
particulares siguiendo la doctrina sobre la transversalidad de los derechos humanos 
sustentada por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues en estos supuestos la 
necesidad de mantener el equilibrio procesal entre las partes garantiza, además del debido 
proceso, los derechos a la dignidad humana y una justa indemnización en favor de las 
víctimas, lo que justifica la inversión de la carga probatoria para imponer el deber de 
demostrar el hecho contrario al actuar ilícito a la parte que tiene una mayor proximidad 
probatoria (facilidad y disponibilidad). 
PRIMERA SALA 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN JUICIO ORDINARIO MERCANTIL ANTE LA 
MULTIPLICIDAD DE ADMINISTRACIONES (DOMICILIOS) DE LA PERSONA MORAL 
DEMANDADA. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ QUE ELIJA LA PARTE ACTORA, EN 
TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1104, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. 
Hechos: Una persona moral demandó a otra diversa persona moral en un juicio ordinario 
mercantil; la demandada en su contestación, opuso la excepción de incompetencia por 
declinatoria, la cual resultó infundada y se declaró competente al Juez de Primera Instancia. 
La demandada promovió amparo indirecto en el que reclamó el artículo 1104 del Código de 
Comercio al considerar que vulneraba el principio de seguridad jurídica, porque no define 
cuál es el domicilio que debe ser considerado como el de la administración de la persona 
moral; el Juez de Distrito consideró que el referido artículo 1104 era constitucional, pues 
interpretado armónicamente con el diverso 33 del Código Civil Federal, aplicado de manera 
supletoria, establece las bases para que las personas morales puedan conocer ante qué 
Juez se deben llevar los juicios que se promuevan en su contra; esto es, en el lugar donde 
se encuentra su administración, entendido como el primer lugar de importancia, 
anteponiéndose y prefiriéndose a otros. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que el artículo 1104 del Código de Comercio, leído en su conjunto, contempla diversos 
supuestos para determinar la competencia, incluidos los que le asisten a los suscitados con 
personas morales, que no sólo se supeditan a lo establecido en la fracción III de este 
artículo; sin embargo, dicha fracción, en lo general, dispone que, de no actualizarse las 
fracciones anteriores, si se tuvieren varios domicilios, "el Juez competente será el que elija 
el actor". Adicionalmente, tal fracción cuenta con un párrafo adicional aplicable a las 
personas morales, señalando que el domicilio será donde se ubique su administración. Por 
lo que de encontrarse en este último supuesto, cuando se tienen varias administraciones o 
bien varios establecimientos que pudieran entenderse como sus centros de administración, 
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debe seguirse la misma regla interpretativa de pluralidad establecida en la propia fracción 
III que le corresponde; es decir, será el Juez competente el que elija el actor de entre la 
multiplicidad de administraciones. 
Justificación: Dicha interpretación que se deriva de la literalidad del precepto es además 
consecuente con el beneficio del derecho de acción, que con la inclusión de dicha fracción 
III, en la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de enero de dos mil 
catorce, se buscó regular frente a la incertidumbre que podría generar tal pluralidad, por lo 
que la multiplicidad de administraciones no puede configurarse como un obstáculo para que 
el actor haga valer sus pretensiones en juicio. Por tanto, la idea que subyace en esta regla 
interpretativa del último párrafo en comento es evitar precisamente que se pueda presentar 
una conducta fraudulenta o dilatoria por parte del demandado, al establecer que cuando 
existan diversos domicilios del demandado –y no se surtan los supuestos de las fracciones 
I y II–, quede a elección del actor decidir cuál es el Juez competente. Ello resulta también 
consecuente con el espíritu de lo dispuesto en el artículo 1093 del Código de Comercio, al 
que hace alusión expresa el artículo 1104, el cual establece literalmente que: "En el caso 
de que se acuerden pluralidad de jurisdicciones, el actor podrá elegir a un tribunal 
competente entre cualquiera de ellas." En este sentido, resulta coherente que si el 
demandado conoce su situación de pluralidad de centros de administración, ante el riesgo 
de poder ser demandado en cualquiera de ellos, entra dentro de su previsión el pactar 
previamente cuál será la jurisdicción a la cual se someterá como lo establecen los demás 
supuestos del artículo; de lo contrario, la falta de tal diligencia no puede traducirse en la 
obstaculización del derecho de acción de su contraria, mucho menos cuando tal omisión 
pudiera realizarse con el fin de evadir el ejercicio de la acción. Por lo que esta disposición 
no contraviene el principio de seguridad jurídica, sino que en su conjunto cuenta con las 
bases para ser debidamente interpretado entre los supuestos planteados aplicables a la 
fracción III del mismo. 
PRIMERA SALA 
 
 
Época: Undécima Época 
Registro: 2023547 
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Tesis Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de septiembre de 2021 10:26 h 
Materia(s): Civil 
Tesis: I.8o.C.4 C (11a.) 
ALIMENTOS. SU PROPORCIONALIDAD EN CASO DE DIFERENCIA DE INGRESOS 
ENTRE LOS DEUDORES. 
Hechos: En una controversia familiar se declaró procedente el aumento de la pensión 
alimenticia para dos menores de edad, a cargo de su progenitor, estimándose que los 
ingresos mensuales de éste resultaban suficientes para solventar ese incremento, ya que 
el remanente le bastaba tanto para afrontar sus gastos personales, como la obligación 
alimentaria en favor de diversa acreedora. Inconforme, el progenitor pidió amparo 
aduciendo, entre otros argumentos, que la madre contaba con un ingreso muy superior al 
suyo (poco más del doble), por lo que la pensión a su cargo no resultaba proporcional. 
Criterio jurídico: Para establecer los alimentos que los ascendientes deben proporcionar a 
sus menores hijos de edad, debe atenderse a los principios de justicia y proporcionalidad, 
y siendo los dos padres en quienes recae la obligación de proporcionarlos, hay que tomar 
en cuenta las reales posibilidades de cada uno, ponderando la diferencia de ingresos. 
Justificación: Ante la diferencia de ingresos que exista entre los deudores alimentarios 
(madre y padre), y conforme a los principios a que se refiere el artículo 311 del Código Civil 
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para la Ciudad de México, la pensión que se establezca debe atender, incluso, al sacrificio 
que represente para cada uno de ellos el cumplimiento de la obligación alimentaria, esto 
es, debe considerarse que el deudor con mayores ingresos está en posibilidad de soportar 
mejor la carga alimentaria, frente al que percibe menos, lo cual, a su vez, debe repercutir 
en el monto que a cada uno corresponda (progresividad de la carga, según el nivel de 
ingreso), ya que la obligación no debe traducirse en imponerla a ambos en idéntica o similar 
magnitud, bajo el pretexto de igualdad formal o de derechos entre ellos, pues ante la 
disparidad de situaciones económicas el juzgador está obligado a buscar una igualdad en 
cuanto al sacrificio que para cada uno de los deudores represente el pago de la pensión, a 
fin de compensar las asimetrías en que se encuentren. 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
 
Época: Undécima Época 
Registro: 2023591 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de septiembre de 2021 10:33 h 
Materia(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 18/2021 (11a.) 
PERSONAS QUE SE DEDICAN A LA ABOGACÍA O PROCURADORES. LA 
PROHIBICIÓN DE COMPRAR LOS BIENES EN LOS JUICIOS EN QUE INTERVENGAN 
Y LA PROHIBICIÓN DE SER CESIONARIOS DE LOS DERECHOS QUE SE TENGAN 
SOBRE ELLOS NO VULNERA LOS DERECHOS A LA IGUALDAD Y A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. 
Hechos: Un Tribunal Colegiado concedió el amparo a una persona y ordenó declarar la 
nulidad de una cláusula de un contrato, en la cual, un abogado pactó con sus clientes que 
el pago de sus honorarios sería con un porcentaje de los bienes que se obtuvieran en los 
juicios que se comprometió a tramitar. El Tribunal Colegiado consideró que dicha cláusula 
era contraria a la prohibición prevista en el artículo 2,276 del Código Civil para el entonces 
Distrito Federal. Inconforme, el abogado interpuso recurso de revisión y argumentó que el 
citado precepto transgrede los derechos a la igualdad y a la no discriminación, porque limita 
la libertad de quienes ejercen la abogacía y de las y los procuradores para pactar con sus 
clientes esa forma de pago, a diferencia de lo que ocurre con el resto de los profesionistas, 
quienes no tienen esa restricción. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que la prohibición prevista en el artículo 2,276 del Código Civil para el entonces Distrito 
Federal no vulnera el derecho a la igualdad y a la no discriminación, pues si bien tiene por 
efecto que, a diferencia de otros profesionistas, quienes ejercen la abogacía y las y los 
procuradores no puedan pactar con sus clientes el pago de sus honorarios con parte de los 
bienes que son objeto de sus servicios, esa diferencia de trato tiene una justificación 
objetiva y razonable. 
Justificación: Un escrutinio ordinario de la prohibición descrita permite concluir que la 
distinción de trato tiene una finalidad constitucionalmente admisible, en tanto busca 
proteger a las clientas y los clientes del abuso de sus abogados o abogadas, así como de 
procuradores, quienes cuentan con un conocimiento jurídico que probablemente aquéllos 
no, lo que les coloca en una situación ventajosa que les permitiría obligarlos a venderles 
sus bienes subvaluados o a cederlos como contraprestación excesiva por concepto de 
honorarios. Asimismo, es un medio apto para evitar que las personas destinatarias de la 
prohibición incurran en esos abusos y dado que la diferencia de trato no se sustenta en una 
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categoría sospechosa, la autoridad legislativa no estaba obligada a usar los mejores medios 
imaginables para su consecución, por lo que guarda una relación de instrumentalidad con 
la finalidad pretendida. Finalmente, es proporcional pues la prohibición no es absoluta, sino 
que está acotada sólo a los bienes que son materia de los juicios en que las abogadas y 
los abogados o procuradores intervienen, por lo que únicamente excluye esa específica 
modalidad de pago y no genera un desequilibrio desproporcionado entre el derecho a la 
libertad de contratación de los profesionistas descritos y la protección de los derechos de 
las y los usuarios de sus servicios. 
PRIMERA SALA 
 
 
Época: Undécima Época 
Registro: 2023584 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de septiembre de 2021 10:33 h 
Materia(s): Común 
Tesis: 1a./J. 12/2021 (11a.) 
AMPARO DIRECTO. NO ES PROCEDENTE CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN 
DE SEGUNDA INSTANCIA, DICTADA EN UN JUICIO QUE SE RIGE POR LOS 
PRINCIPIOS DE UNIDAD Y CONCENTRACIÓN, QUE ORDENA REPONER EL 
PROCEDIMIENTO, AUN CUANDO EL TRIBUNAL DE ALZADA, AL EMITIR EL ACTO 
RECLAMADO SE HAYA PRONUNCIADO SOBRE PRETENSIONES PRINCIPALES QUE 
HABRÁN DE REITERARSE AL DICTARSE LA NUEVA SENTENCIA. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos 
al analizar si procede la vía de amparo directo, cuando el acto reclamado consiste en la 
resolución de segunda instancia, por la que se emite pronunciamiento sobre ciertas 
prestaciones, específicamente sobre la pretensión principal, y se ordena reponer el 
procedimiento para resolver aspectos secundarios o si, por el contrario, el Tribunal 
Colegiado debe negarse a conocer de tal acto, al no tratarse de una sentencia definitiva, 
laudo o resolución que pone fin al juicio. En todos los asuntos, el acto reclamado se dictó 
en juicios en los que la totalidad de las pretensiones ameritaban ser resueltas en una misma 
sentencia. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que el juicio de amparo directo no es procedente cuando se reclama la resolución de 
segunda instancia que ordena reponer el procedimiento, aun cuando el tribunal de alzada, 
al emitir el acto reclamado, se haya pronunciado sobre las pretensiones principales, que 
habrán de reiterarse al dictarse la nueva sentencia, pues tal determinación no constituye 
una sentencia definitiva ni una resolución que pone fin al juicio. 
Justificación: De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 107, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 170 de la Ley de Amparo, el juicio de 
amparo directo procede taxativamente cuando se reclama una sentencia definitiva, laudo o 
una resolución que pone fin al juicio. La resolución de segunda instancia que ordena 
reponer el procedimiento no se adecua a ninguno de esos supuestos, aun cuando en su 
emisión, el tribunal de alzada se haya pronunciado sobre las pretensiones principales, que 
habrán de reiterarse al dictarse la nueva sentencia que llegue a dictar el Juez de origen, 
pues lo definitivo es que, con esa manera de proceder en realidad no existe una sentencia 
que establezca el derecho en cuanto a la acción y a la excepción que dieron lugar a la litis 
contestatio, tanto porque tales consideraciones habrán de reiterarse en la nueva sentencia 
que se dicte una vez que el juicio de origen quede en estado de resolución, como porque 
tal determinación no da por concluido el juicio, pues la orden de reponer el procedimiento 
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tiene como finalidad volver el pleito al estado en que se encontraba antes de cometerse la 
infracción que dio lugar a esa clase de resolución, para un nuevo curso que se ajuste a la 
disposición expresa de la ley. Por tanto, el juicio de amparo directo que se promueva contra 
una resolución de esa naturaleza es improcedente. 
PRIMERA SALA 
 
 
Época: Undécima Época Registro: 2023654 Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 01 de octubre de 2021 
10:11 h Materia(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 5/2021 (11a.) 
INDEMNIZACIÓN POR MORA EN CONTRATOS DE SEGURO. PROCEDE ANTE EL 
INCUMPLIMIENTO DE LA ASEGURADORA, AUNQUE NO SE HAYA RECLAMADO 
COMO PRESTACIÓN EN LA DEMANDA DE ORIGEN (ARTÍCULO 276, FRACCIÓN VII, 
DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE 
FIANZAS). Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
procede la condena de indemnización por mora a cargo de una institución de seguros ante 
el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el contrato de seguro dentro de los 
plazos con que cuente legalmente para su cumplimiento, aunque tal indemnización no se 
reclamara como prestación en la demanda de origen, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, y llegaron 
a posturas opuestas, pues uno determinó que sí procede tal condena aun cuando no se 
hubiera reclamado como prestación, en cambio los otros llegaron a la conclusión adversa. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que en el supuesto en que se condena a una institución de seguros con motivo de la 
reclamación del incumplimiento de obligaciones asumidas en el contrato de seguro, dentro 
de los plazos con que cuenta legalmente para su cumplimiento, resulta procedente la 
condena al pago de la indemnización por mora, aun cuando no se haya reclamado como 
prestación en la demanda de origen, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 276, 
fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas. Justificación: El derecho 
de acceso a la justicia se materializa mediante el proceso jurisdiccional, bajo el cual todo 
proceso se constituye como un método racional de debate y como un instrumento para la 
solución de los conflictos de intereses que se suscitan en la convivencia; no obstante, para 
que tal finalidad se alcance, debe haber una exacta correspondencia entre la pretensión de 
la parte actora, la oposición de la parte demandada, los elementos de prueba válidamente 
incorporados y la decisión del tribunal; dicha concordancia recibe el nombre de principio de 
congruencia, el cual fue materializado por el legislador en el artículo 1327 del Código de 
Comercio. Ahora bien, de conformidad con la fracción VII del artículo 276 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas, una vez sustanciado el juicio, en el supuesto en que 
resultara procedente la reclamación, la autoridad jurisdiccional de origen deberá condenar 
a la aseguradora tanto al pago de la obligación principal, como al del resto de las 
prestaciones relacionadas en el propio precepto, aun cuando no se hubiera demandado el 
pago de la indemnización por mora. Lo anterior se justifica en tanto que el legislador buscó 
generar un efecto disuasorio, mediante la imposición de la sanción referida, para las 
aseguradoras que no cumplen con sus obligaciones a tiempo. En consecuencia, esta norma 
constituye una excepción al principio de congruencia, pues aun cuando no haya sido 
solicitado por la parte actora, la autoridad jurisdiccional estará obligada a su otorgamiento, 
dado que esa medida tiende a evitar que se sigan llevando a cabo conductas que dificulten 
el pago a favor de los asegurados. 
PRIMERA SALA 
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Época: Undécima Época 
Registro: 2023695 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de octubre de 2021 10:32 h 
Materia(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 21/2021 (11a.) 
DERECHO DE ALIMENTOS (HABITACIÓN) DE LAS PERSONAS MENORES DE EDAD. 
ES DISTINTO DEL DERECHO DE USO QUE SUS PROGENITORES DEFIENDEN EN UN 
JUICIO DE TERMINACIÓN DE CONTRATO DE COMODATO RESPECTO DEL 
INMUEBLE DONDE HABITAN, POR LO QUE EN DICHO JUICIO NO PROCEDE 
ANALIZAR EL ASUNTO A LA LUZ DEL INTERÉS SUPERIOR DE LA INFANCIA. 
Hechos: El padre y la madre de dos personas menores de edad fueron demandados por la 
abuela de éstas en un juicio sobre terminación de contrato verbal de comodato, respecto 
de un inmueble que ocupaban aquéllos como casa habitación. En primera y segunda 
instancia se determinó la improcedencia de la acción planteada por la abuela; razón por la 
cual esta última promovió juicio de amparo. El Tribunal Colegiado concedió protección 
constitucional para que la autoridad responsable emitiera una nueva resolución, en la que 
valorara debidamente las pruebas desahogadas en el juicio. Los padres de las menores de 
edad presentaron un recurso de revisión en el que alegaron que el Tribunal Colegiado debió 
analizar el impacto que tendría la concesión del amparo en los derechos humanos de sus 
hijas quienes habitaban el domicilio y por lo tanto se podrían ver desalojadas de dicho 
inmueble. 
Criterio jurídico: El derecho de alimentos de las hijas o hijos menores de edad (que 
comprende la habitación), es distinto del derecho de uso que sus padres, como parte en el 
proceso, defienden en un juicio de terminación de contrato de comodato, por lo que en estos 
casos la autoridad jurisdiccional no se encuentra constreñida a realizar ningún 
pronunciamiento sobre el impacto de la determinación en el interés superior de la infancia, 
ya que no existe disputa respecto de los derechos de niños, niñas o adolescentes. 
Justificación: A pesar de la estrecha relación funcional que guarda el derecho de habitación 
de una persona menor de edad, respecto del satisfactor material (inmueble) que se emplea 
para colmar ese derecho, cuando la litis en el juicio natural versa sobre la determinación 
judicial de restitución de la posesión de un inmueble, mas no sobre el alcance, subsistencia 
y/o modificación del derecho de alimentos (habitación) de las personas menores de edad, 
el caso no amerita ser apreciado a la luz de su interés superior, ni con perspectiva de 
infancia. Lo anterior, aun tomando en consideración el alcance que jurisprudencialmente se 
ha dado al interés superior de la infancia y al derecho de participación de niños, niñas y 
adolescentes en los procedimientos en donde se ventilen sus derechos, pues no es posible 
atender a una eventual e incierta situación de hecho que en el futuro pudiera afectar de 
manera indirecta a las personas menores de edad involucradas. Lo definitivo en estos casos 
es que no existe una contraposición jurídica entre el derecho de propiedad y posesión que 
ostenta la parte actora en el juicio de origen y el derecho de alimentos (habitación) de las 
personas menores, pues lejos de estar vinculado directamente con el inmueble litigioso, 
está ligado jurídicamente al deber de proporcionar alimentos a cargo de las personas 
responsables de tal obligación. 
PRIMERA SALA 
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Registro digital: 2023725 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a. XLVII/2021 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Octubre de 2021, Tomo 
II, página 1756 
Tipo: Aislada 
MADRE ACTIVA PROFESIONALMENTE. LA CONSIDERACIÓN DE QUE LA MADRE NO 
ES APTA PARA EJERCER LA GUARDA Y CUSTODIA POR TENER UNA ACTIVIDAD 
PROFESIONAL QUE DEMANDA TIEMPO Y ESFUERZO CONSTITUYE UN 
ESTEREOTIPO DE GÉNERO QUE AFECTA EL DERECHO A LA IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN. 
Hechos: El actor demandó a la madre la guarda y custodia de su hija menor de edad. Las 
autoridades jurisdiccionales de primera y segunda instancias resolvieron a favor del actor, 
con sustento, principalmente, en que la madre ejercía labores jurisdiccionales, mientras que 
él realizaba labores administrativas, ambos dentro de un mismo órgano jurisdiccional. Por 
lo tanto, concluyeron que la madre no era apta para el cuidado de la niña por tener una 
actividad profesional que le demandaba tiempo y esfuerzo, ya que ello impediría que 
atendiera a su hija de manera directa y personal. La demandada impugnó dichas 
consideraciones en el juicio de amparo por ser violatorias de su derecho a la igualdad y no 
discriminación en el marco de las relaciones familiares. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que la exigencia a la madre de adecuarse a estereotipos prescriptivos en el sentido de que 
a ella le corresponde de manera exclusiva y directa la labor de cuidado vulnera el derecho 
a la igualdad y no discriminación, pues genera efectos negativos en su proyecto de vida y, 
además, produce un impacto negativo en su ámbito personal, económico, laboral y social. 
Lo anterior, pues implica presionarla para no continuar con su desarrollo profesional o a 
buscar un trabajo que sea menos demandante con la consecuente disminución de salario; 
cuestión que no resulta legítima y que, por el contrario, redunda en un retroceso en la 
igualdad entre el hombre y la mujer. 
Justificación: Diversos organismos nacionales e internacionales han advertido que el 
conflicto entre las responsabilidades relacionadas con el cuidado de la familia y las 
exigencias del trabajo remunerado es una enorme fuente de desventaja para las mujeres 
en el mercado de trabajo, y es una de las razones de la lentitud del progreso hacia la 
igualdad de oportunidades y de trato para hombres y mujeres en el empleo. Así, se ha 
invisibilizado o desconocido la necesidad de las mujeres de redistribuir la carga del cuidado 
entre los demás actores de la sociedad (Estado, mercado y varones), y se las sigue 
cargando con la responsabilidad casi exclusiva de las labores de cuidado por considerar 
que por “naturaleza” les corresponde hacerlas, lo que tiene consecuencias en su acceso al 
empleo, los ascensos y en la remuneración. Existen así una serie de factores que limitan la 
participación económica de las mujeres, entre los que destacan: la subvaloración del trabajo 
femenino; la segregación ocupacional, tanto horizontal como vertical; la discriminación 
salarial; el nivel de instrucción de las mujeres, su estado conyugal y número de hijos; la 
doble jornada, que les impide participar en actividades de capacitación, recreación, políticas 
y sindicales; y el déficit y elevado costo de los servicios de apoyo para delegar 
responsabilidades domésticas y familiares. Por lo tanto, resulta fundamental que las 
autoridades jurisdiccionales juzguen estos casos con perspectiva de género y tomen en 
cuenta que la corresponsabilidad social en el trabajo de cuidados contribuye a incrementar 
la participación femenina en actividades económicas y a mejorar las condiciones laborales 
de las mujeres que trabajan para el mercado. 
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Amparo directo en revisión 6942/2019. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contendidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023791 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de noviembre de 2021 10:23 h  
Materia(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 29/2021 (11a.) 
PRINCIPIO DE PRIVILEGIO DEL FONDO SOBRE LA FORMA. LA TRAMITACIÓN DE UN 
JUICIO EN LA VÍA INCORRECTA NO ES UN MERO FORMALISMO QUE PUEDA 
OBVIARSE (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 17, PÁRRAFO TERCERO, 
CONSTITUCIONAL). 
Hechos: Una persona demandó en la vía ordinaria civil a una inmobiliaria el otorgamiento y 
firma de escritura de un contrato de compraventa de un inmueble. Al contestar, la empresa 
opuso la excepción de improcedencia de la vía, sustentada en que la relación entre las 
partes es mixta y, por tanto, se debió demandar en la vía ordinaria mercantil. La excepción 
fue desestimada en ambas instancias, bajo el argumento de que no le causaba perjuicio, 
dada la similitud de plazos entre ambas vías y porque la vía civil concede una mayor 
oportunidad probatoria. En el juicio de amparo directo, el Tribunal Colegiado consideró que 
no se argumentó cuál derecho fue trastocado con la tramitación del juicio en la vía incorrecta 
y que la jurisprudencia 1a./J. 74/2005 se emitió previo a la incorporación del tercer párrafo 
del artículo 17 constitucional, conforme al cual los Jueces deben privilegiar el fondo sobre 
la forma. 
Criterio jurídico: La incorporación al Texto Constitucional de la obligación a cargo de las 
autoridades jurisdiccionales de privilegiar la solución de fondo de las controversias 
judiciales sobre los formalismos procedimentales no es irrestricto sino que está 
condicionado a que en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, no se afecte 
con su aplicación la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos. Por tanto, 
si con la tramitación de un juicio en la vía incorrecta se transgrede el derecho a la seguridad 
jurídica, no se cumplen los requisitos constitucionales para obviar dicha violación procesal 
con base en ese principio. 
Justificación: La vía es un presupuesto procesal y, por ende, una condición de validez del 
proceso, que se concibe como el conjunto de formalidades adjetivas, plazos, términos y 
demás elementos que integran un procedimiento particular, estructurado y previamente 
establecido por el legislador en el cual deben seguirse los diferentes tipos de controversias 
que se puedan someter a la jurisdicción de un tribunal o autoridad que ejerce una función 
materialmente jurisdiccional. Su objetivo es dar efectividad a los derechos sustantivos de 
las personas y su existencia deriva de uno de los derechos que sustenta todo el sistema 
jurídico nacional: la seguridad jurídica. Sobre esas bases, la tramitación del juicio en la vía 
incorrecta no es un mero formalismo procedimental, ni siquiera el incumplimiento a alguna 
de las formalidades que deben regir el proceso natural, sino la transgresión a toda la 
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estructura creada por el legislador para la sustanciación de la controversia, cuya ausencia 
impide tener plena certeza de que se respetó el derecho del demandado a la seguridad 
jurídica y legalidad. Por ende, no es constitucionalmente válido aceptar que pueda obviarse 
y consentir su incumplimiento, so pretexto de fallar de fondo la litis del juicio, ya que no se 
satisfacen las exigencias constitucionales para ello, pues uno de los requisitos que el 
artículo 17 constitucional establece para que los juzgadores puedan privilegiar la solución 
del fondo de la controversia, al margen de la existencia de violaciones procesales, es que 
con éstas no se haya transgredido algún otro derecho sustantivo de las partes y con el 
trámite en la vía incorrecta de un litigio se transgrede el derecho a la seguridad jurídica. 
PRIMERA SALA 
 
 
Época: Undécima Época 
Registro: 2023821 
Instancia: Primera Sala    
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de noviembre de 2021 10:30 h  
Materia(s): Constitucional, Común  
Tesis: 1a./J. 33/2021 (11a.) 
INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. TRATÁNDOSE DE 
MATRIMONIO O CONCUBINATO IGUALITARIO, NO DEBE CONFUNDIRSE EL 
CONCEPTO DE INTERÉS LEGÍTIMO CON LOS CONCEPTOS DE INTERÉS INDIVIDUAL 
O COLECTIVO/DIFUSO. 
Hechos: El quince de julio de dos mil diecinueve, mediante la imposición de un mecanismo 
de votación por cédula secreta, el Pleno del Congreso del Estado de Yucatán desechó por 
mayoría de votos un dictamen de reforma a la Constitución Local, mediante el cual se 
pretendía derogar la definición del matrimonio y el concubinato como la unión entre una 
mujer y un hombre. En desacuerdo, un conjunto de personas, quienes manifestaron ser 
residentes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ o familiares de 
personas de dicha comunidad, promovieron juicio de amparo indirecto, alegando que la 
imposición y ejecución de dicha votación por cédula violaba, entre otros, el derecho a 
participar activamente en la dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con 
la libertad de expresión y el acceso a la información pública. El Juez de Distrito sobreseyó 
en el juicio al considerar que la parte quejosa no acreditó su interés legítimo. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que al momento de analizar la afectación de un acto reclamado, no deben confundirse los 
conceptos de interés individual o colectivo/difuso con el interés legítimo para efectos de la 
procedencia del juicio de amparo indirecto. 
Justificación: El interés legítimo se vincula con la exigencia de alegar una violación a un 
derecho constitucional y resentir una afectación en la esfera jurídica, por la especial 
situación que la parte quejosa ocupa frente al ordenamiento jurídico; lo cual permite a las 
personas combatir actos que estiman lesivos de sus derechos humanos, sin la necesidad 
de ser titulares de un derecho subjetivo –noción asociada clásicamente al interés jurídico–
. Así, el interés legítimo radica en un agravio diferenciado que sufre una persona por virtud 
de su especial situación que tiene en el orden jurídico. Se trata, pues, de un interés personal 
–de carácter individual o colectivo– que es cualificado, actual, real y jurídicamente relevante. 
Interés que debe estar garantizado por un derecho objetivo y que implica una afectación en 
cierta esfera jurídica de la persona (entendida en sentido amplio) apreciada bajo un 
parámetro de razonabilidad y no sólo como una simple posibilidad; por lo que la concesión 
del amparo se traducirá en un beneficio positivo en la esfera jurídica de la parte quejosa 
actual o futuro pero cierto. Sin que puedan confundirse los conceptos de interés individual 
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o colectivo/difuso con el interés legítimo. Un aspecto es el concepto de interés atendiendo 
al número de personas que se ven afectadas (interés individual o colectivo/difuso) y otro 
muy distinto el concepto de interés atendiendo al nivel de afectación o intensidad de relación 
con la esfera jurídica de que se trate (interés simple, legítimo o jurídico). El interés legítimo 
no es sinónimo ni puede equipararse al interés colectivo/difuso. Hay interés legítimo de 
carácter individual; aunque, para efectos de algunos juicios de amparo y de acuerdo al 
alcance de los derechos humanos involucrados, es también común que el interés legítimo 
de una persona responda a un interés colectivo o difuso. En ese sentido, tratándose del 
caso que nos ocupa, ante la estigmatización que causa una norma que prohíbe el 
matrimonio y el concubinato igualitario, lo relevante es la autodeterminación y basta la 
afirmación bajo protesta de decir verdad de las personas físicas que interpusieron la acción 
de amparo para que se tenga por satisfecha. A partir de esto, es que se desprende un 
interés personal de los quejosos para impugnar los actos del Congreso del Estado de 
Yucatán, en el que comulga un interés tanto individual como colectivo: a saber, el interés 
legítimo que se acredita en este caso por las y los quejosos se da en razón de un interés 
individual y un interés colectivo. 
PRIMERA SALA 
 

 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023880  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a./J. 51/2021 (11a.)  
RESTRICCIÓN DE SALIR DEL PAÍS AL DEUDOR ALIMENTARIO DE UN MENOR DE 
EDAD. ES PROPORCIONAL, SIEMPRE QUE MEDIE UNA DEBIDA VALORACIÓN 
JUDICIAL DEL CASO CONCRETO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 48, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY DE MIGRACIÓN). 
Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario 
de un menor de edad la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta 
determinación, el deudor promovió demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido 
para que el juzgador de origen fundara y motivara debidamente su resolución y sobreseyó 
en el juicio por el artículo reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de 
amparo se revocó la sentencia y ordenó reponer el procedimiento. En cumplimiento a la 
revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el procedimiento y dictó sentencia en la que 
sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó el amparo respecto del artículo 
48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el amparo por el auto en el cual le fue 
impuesta la medida cautelar. Inconformes con la anterior resolución, las partes 
interpusieron recursos de revisión, de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró 
incompetente para conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece 
que, atendiendo a una interpretación conforme, la restricción temporal de salir del país, 
dispuesta en el artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración, frente al derecho de 
alimentos de un menor de edad, cumple con los requisitos de legalidad, finalidad, idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad, y para su valoración debe mediar una debida 
fundamentación y motivación judicial que tome en cuenta los derechos en juego, las 
circunstancias particulares y las medidas idóneas en el asunto concreto para el 
cumplimiento de la obligación de pagar alimentos, y en el caso de imponerse la limitación, 
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establecer una temporalidad proporcional para su debida revisión. 
Justificación: Primeramente, se reconoce que los alimentos, como garantía de un nivel de 
vida adecuado, constituyen un derecho para los menores de edad, una responsabilidad 
prioritaria y obligación para sus progenitores y un deber a garantizar su actualización por 
parte del Estado. Por otro lado, el derecho de salir del país es parte del derecho de 
circulación y de residencia como derecho humano protegido por el parámetro de regularidad 
constitucional. Sin embargo, como todo derecho, puede estar sujeto a restricciones 
permisibles, de conformidad con los requisitos convencionales y constitucionales. Así, el 
artículo 48 de la Ley de Migración reitera el derecho a salir libremente del país, en 
congruencia con el artículo 11 constitucional, además, éste también establece que el 
derecho de entrar y salir del país está subordinado a las facultades de las autoridades 
judiciales, en los casos de responsabilidad criminal o civil y a las autoridades administrativas 
en relación con las limitaciones que impongan las leyes sobre migración; esto es, para el 
ejercicio de tal derecho existen excepciones que son aplicables al deudor alimentario. En 
lo pertinente, la fracción VI del artículo 48 citado que establece la excepción de salida del 
país libremente, es aplicable al deudor alimentario cuando éste deja de cumplir con sus 
obligaciones alimentarias por un periodo mayor a sesenta días; es decir, más de dos meses, 
aproximadamente. Ahora bien, dicha restricción se actualiza o no previa solicitud de la 
autoridad judicial competente, sin perjuicio de otras excepciones legales. Así, dicha 
restricción no se debe aplicar en automático, sino mediante una valoración judicial, la cual 
tiene como objetivo la aplicación de la norma, mediante la cual el juzgador determina con 
base en los diversos elementos si se actualiza el supuesto normativo, evalúa los derechos 
en juego para arribar a una decisión razonable, a través de una decisión fundada y 
motivada. Adicionalmente, las restricciones a la libertad de circulación deben ser revisadas 
periódicamente para que no se prolongue la medida de manera injustificada. Esto es, que 
por ejemplo en el caso de que se haya impuesto la restricción y ésta sea cumplimentada o 
carezca de sentido en las circunstancias del caso, la misma deba ser levantada con 
celeridad y de manera efectiva. En atención a lo anterior, la restricción en estudio de salida 
del país para deudores alimentarios cumple con los requisitos de: i) Legalidad, al estar 
prevista en la Ley de Migración y es un punto acorde al parámetro de constitucionalidad; ii) 
Finalidad, ya que está enfocada en hacer cumplir la pensión alimenticia, en el caso del 
menor de edad, en tutela del interés superior, mediante la restricción en comento hasta en 
tanto se cubra el adeudo, lo que resulta una finalidad constitucionalmente válida; iii) 
Idoneidad, siendo que la referida medida funge, por un lado, como una limitación e incentivo 
para el cumplimiento de ésta, así como una medida cautelar para su mejor exigibilidad en 
la vía interna; iv) Necesidad, ya que se reconoce que para dar cumplimento al pago de 
alimentos, pueden existir diversas modalidades para garantizarla, pero no necesariamente 
son medidas de carácter inmediato que garanticen de manera expedita la liquidación de la 
pensión adeudada, sino requiere de un procedimiento que puede demorar dependiendo de 
las necesidades básicas del acreedor alimentario, por lo que tales medidas no son 
excluyentes entre sí, sino en su caso, pueden ser medidas complementarias para hacer 
cumplir una obligación esencial como es la pensión alimenticia a menores de edad; v) 
Proporcionalidad frente a los alimentos del menor de edad, pues se estima que la medida 
impugnada es razonable para restringir temporalmente el derecho de libertad de tránsito, 
pero en su dimensión exclusiva de salir del país, ya que frente a ello impera el principio 
constitucional del interés superior de la niñez, particularmente respecto del derecho de 
alimentos en su dimensión del derecho a la vida digna, por lo que el derecho a la libre 
circulación se garantiza en sus otras dimensiones como lo es el trasladarse libremente en 
el territorio nacional y establecer su residencia en el lugar de su preferencia dentro de éste, 
por lo que se considera que el grado de protección de este derecho puede graduarse 
dependiendo su dimensión, como sería en el caso, el salir del país. Esta particular 
dimensión puede considerarse, por lo general, más eventual y menos esencial que las otras 
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dimensiones que contempla el derecho de circulación y residencia en el territorio nacional 
como derecho fundamental. En consecuencia, se estima que es proporcional a la restricción 
dispuesta por la norma, siempre y cuando se interprete en el sentido de que debe mediar 
una debida valoración judicial del caso concreto, de conformidad con el parámetro 
expuesto. 
PRIMERA SALA 
 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023910  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 03 de diciembre de 2021 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 28/2021 (10a.)  
PENSIÓN COMPENSATORIA. NO PROCEDE EN EL JUICIO DE ALIMENTOS ENTRE 
CÓNYUGES SI, DURANTE SU SUSTANCIACIÓN, SE DISUELVE EL VÍNCULO 
MATRIMONIAL EN UN JUICIO DIVERSO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron posturas contrarias en 
relación con la procedencia de una pensión compensatoria en una acción de alimentos 
entre cónyuges, cuando durante la sustanciación del juicio, se disuelve el vínculo 
matrimonial en un juicio diverso. Un tribunal consideró que la pensión compensatoria sólo 
podía ser materia de análisis en el juicio donde se solicitó el divorcio, mas no en aquel 
donde se solicitaron alimentos, en virtud de que se trata de figuras jurídicas distintas. El otro 
tribunal determinó que la autoridad jurisdiccional debía analizar de oficio la procedencia de 
la fijación de una pensión compensatoria, al no ser una prestación ajena a los alimentos, 
pues lo que se busca es cubrir necesidades básicas de la persona acreedora. 
Criterio jurídico: Cuando se promueve una acción de alimentos entre cónyuges y, durante 
su sustanciación se disuelve el vínculo matrimonial en un juicio diverso, no es procedente 
fijar una pensión compensatoria en la acción de alimentos, sino que deberá instarse otro 
juicio en el que se planteen las nuevas consideraciones fácticas y jurídicas. Lo anterior dada 
la distinta naturaleza y origen entre la pensión alimenticia y la pensión compensatoria. 
Justificación: En un juicio de alimentos entre cónyuges no es procedente otorgar una 
pensión compensatoria en virtud de que las obligaciones derivadas de ambas figuras 
jurídicas responden a presupuestos y fundamentos distintos, pues mientras una surge como 
parte de la relación matrimonial, la otra deriva de la disolución del vínculo matrimonial, lo 
que conlleva que incluso deban probarse cuestiones muy distintas en cada supuesto. En 
efecto, la pensión alimenticia surge como parte de los deberes de solidaridad y asistencia 
mutuos originados en las relaciones de matrimonio, mientras que la pensión compensatoria 
encuentra su razón de ser en un deber tanto asistencial como resarcitorio derivado del 
desequilibrio económico que suele presentarse entre los cónyuges al momento de 
disolverse el vínculo matrimonial. Así, esta última pensión tiene como objetivo compensar 
al cónyuge que durante el matrimonio se vio en imposibilidad para hacerse de una 
independencia económica, dotándole de un ingreso suficiente hasta en tanto esta persona 
se encuentre en posibilidades de proporcionarse a sí misma los medios necesarios para su 
subsistencia. Por lo tanto, la pensión compensatoria es una obligación nueva y distinta a la 
pensión alimenticia entre cónyuges que amerita dilucidarse en otro juicio, pues para 
acreditar su procedencia se requieren probar distintas cuestiones. En la pensión alimenticia 
se debe probar, por regla general: (i) el estado de necesidad de la persona acreedora 
alimentaria; (ii) un determinado vínculo familiar entre la persona acreedora y la deudora, en 
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este caso, el vínculo matrimonial; y (iii) la capacidad económica de la persona obligada a 
prestarlos. Por su parte, en la pensión compensatoria se debe acreditar que quien la solicita 
se dedicó preponderantemente a las labores del hogar y al cuidado de la familia, cuestión 
que incidió en su capacidad para allegarse de los medios económicos que le permitan 
subsistir. En consecuencia, si cuando se inició el juicio de alimentos estaba vigente el 
matrimonio y durante su sustanciación se decreta el divorcio en un juicio diverso, se 
considera que ya no existiría materia para determinar la acción de alimentos, pues 
desaparece la obligación de los cónyuges de proporcionarlos en tanto que esta obligación 
tiene como presupuesto la existencia del vínculo matrimonial. En ese sentido, no es dable 
declarar procedente una pensión compensatoria, pues implicaría asumir la continuación de 
una obligación jurídica entre cónyuges que ha dejado de existir con la disolución del 
matrimonio. Inclusive, podría tener un impacto en el derecho de defensa de las partes, a 
quienes se les impediría aportar el material probatorio para que la pensión alimenticia 
compensatoria resulte apegada a derecho. Por lo anterior, debe considerarse que la 
pensión compensatoria es una obligación nueva y distinta a la originada en el matrimonio, 
por lo que ésta debe dilucidarse, por regla general, en el procedimiento que dio lugar al 
divorcio, o bien, en un juicio autónomo. 
PRIMERA SALA 
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SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 

 

Época: Décima Época 

Registro: 2023029  

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 30 de abril de 2021 10:34 h 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 5/2021 (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. PROCEDE DESECHARLA POR ACTUALIZARSE UN MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA, CUANDO EL JUEZ DE DISTRITO 
TIENE A SU ALCANCE MEDIOS PROBATORIOS SUFICIENTES PARA CONCLUIR QUE 
LA PARTE QUEJOSA NO TIENE EL CARÁCTER DE TERCERO EXTRAÑO AL JUICIO 
POR EQUIPARACIÓN. 

Hechos: Al resolver diversos recursos de queja, los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes se pronunciaron sobre si procede o no el desechamiento de una demanda 
de amparo por actualizarse un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, cuando 
quien promueve con el carácter de tercero extraño a juicio por equiparación no acredita 
tener tal carácter. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que procede desechar la demanda de amparo por actualizarse un motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia, cuando el Juez de Distrito tiene a su alcance 
medios probatorios suficientes para concluir que el quejoso no tiene el carácter de tercero 
extraño al juicio por equiparación. Justificación: De conformidad con los artículos 107, 
fracciones III, inciso c), y VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como 107, fracción VI, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo procede contra actos 
u omisiones, dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas al juicio. Por otra 
parte, se tiene que el tercero extraño por equiparación es el sujeto que siendo parte formal 
de la controversia, por ser el demandado, no fue llamado al juicio, o bien, que fue defectuoso 
el emplazamiento y que, por ello, no pudo comparecer al procedimiento en defensa de sus 
intereses. En otro orden, se tiene que el Juez de amparo no podrá admitir a trámite la 
demanda relativa, en caso de existir una causa manifiesta e indudable de improcedencia 
en términos del artículo 113 de la Ley de Amparo. Luego, cuando el juzgador de amparo 
que conoce de la demanda tiene a su alcance los elementos probatorios suficientes que le 
permiten deducir que el promovente no tiene el carácter de tercero extraño al juicio por 
equiparación, es legalmente válido que deseche la demanda de amparo, en tanto que aun 
cuando se tramitara el juicio no se llegaría a una conclusión distinta. 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 240/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y de Trabajo del Vigésimo Segundo Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito. 27 de enero de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez. 
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Época: Undécima Época 

Registro: 2023342 

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 29/2021 (10a.) 

RECUSACIÓN. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA INFUNDADO EL INCIDENTE 
RELATIVO NO PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO, AL TRATARSE DE UNA 
VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMABLE EN AMPARO DIRECTO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron de manera 
discrepante respecto a si procede el juicio de amparo indirecto contra la resolución que 
declara infundado un incidente de recusación o si se trata de una violación procesal 
reclamable en amparo directo. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve 

que en contra de la resolución que declara infundado un incidente de recusación no procede 
el juicio de amparo indirecto, al no tratarse de un acto de imposible reparación sino que, al 
constituir una violación a derechos adjetivos, debe reclamarse en la vía de amparo directo 
al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, en términos de lo dispuesto en los 
artículos 170, fracción I, 171 y 172, fracciones X y XII, de la Ley de Amparo. 

Justificación: En términos del artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, que establece 

la procedencia del amparo indirecto contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible 
reparación, entendiéndose por ellos los que afecten materialmente derechos sustantivos 
tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte, esta Segunda Sala determina 
que la resolución que declara infundado un incidente de recusación, no se trata de un acto 
de imposible reparación en contra de la cual proceda de manera inmediata el amparo 
indirecto, pues dicha resolución tiene como único efecto que el Juez, Magistrado o miembro 
de un tribunal, respecto de quien se haya promovido una recusación, continúe conociendo 
del asunto, cuyas consecuencias sólo tienen que ver con la afectación a derechos adjetivos 
o procesales que inciden, en todo caso, en las posiciones que van tomando las partes 
dentro del procedimiento con vista a obtener un fallo favorable, pero que de obtenerlo, sus 
efectos o consecuencias se extinguirán en la realidad de los hechos, sin haber originado 
afectación alguna a los derechos fundamentales de la persona o a su esfera jurídica y, por 
el contrario, si la sentencia le es desfavorable, podrá reclamarla en la vía de amparo directo, 
en términos de lo dispuesto en los artículos 170, fracción I, 171 y 172, fracciones X y XII, 
de la Ley de Amparo, haciendo valer como violación dicha cuestión procesal. 

SEGUNDA SALA 

 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023340 
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Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 23/2021 (10a.) 

PRUEBAS DOCUMENTALES EN EL RECURSO DE QUEJA. SON ADMISIBLES LAS QUE 
SE OFRECEN PARA DESESTIMAR LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA MANIFIESTA E 
INDUDABLE INVOCADA EN EL ACUERDO RECURRIDO MEDIANTE EL QUE SE 
DESECHÓ LA DEMANDA DE AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si son o no 
admisibles las pruebas documentales ofrecidas por la parte quejosa en su recurso de queja, 
cuyo objeto es desestimar la causa de improcedencia manifiesta e indudable que se invocó 
en el acuerdo por el que se desechó la demanda de amparo, llegaron a conclusiones 
distintas, ya que uno estimó que sí son admisibles, mientras que el otro consideró que no 
lo son. 

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que sí son admisibles las pruebas documentales ofrecidas en el recurso de queja, cuyo 
propósito sea desestimar la causa de improcedencia manifiesta e indudable hecha valer en 
la resolución impugnada por medio de la cual se desechó la demanda de amparo. 

Justificación: Los artículos 97, 99, 100 y 101 de la Ley de Amparo no disponen cuestión 
alguna sobre la posibilidad de aportar pruebas en el recurso de queja, por el contrario, 
limitan su materia al análisis de los motivos de agravio hechos valer, el acuerdo recurrido, 
el informe elaborado por el órgano jurisdiccional de amparo y las constancias del juicio que 
las partes hayan señalado para su envío en copia certificada al órgano colegiado, sin poder 
abarcar otros aspectos, como pudieran ser las pruebas ofrecidas en el propio recurso. Por 
otro lado, este Alto Tribunal ha sostenido que tratándose del recurso de revisión no es 
posible la admisión de probanza alguna, por lo que si los interesados las aportan no deben 
ser tomadas en consideración por el órgano revisor puesto que, de lo contrario, se alterarían 
los términos de la contienda jurisdiccional, lo que a su vez provocaría inseguridad jurídica 
respecto de la actuación de los órganos judiciales. Sin embargo, también ha considerado 
que el criterio de inadmisibilidad de pruebas en la revisión debe aplicarse de manera 
estricta, considerándosele como una regla general para los casos en que la materia de 
impugnación se circunscribe a cuestionamientos de legalidad que, para resolverlos, 
necesariamente debe atenderse al estado de las cosas al momento en que se pronunció la 
resolución recurrida, sin introducir elemento alguno que pueda alterar la situación juzgada, 
puesto que resultaría antijurídico declarar ilegal una resolución con base en elementos o 
circunstancias que el órgano revisado no pudo tener en consideración al emitirla. Por ello, 
se estableció que la prohibición de admitir pruebas en el recurso de revisión se refiere 
exclusivamente a las que tienden a demostrar la existencia o constitucionalidad de los actos 
reclamados y que, por su propia condición, deben ser apreciados tal como fueron probados 
ante el órgano de amparo primigenio siendo, en consecuencia, admisibles las que tienen 
como finalidad, por ejemplo, demostrar la actualización de una causa de improcedencia o 
que la demanda de amparo se promovió oportunamente. Si bien lo anterior es aplicable al 
recurso de revisión, válidamente puede regir en el recurso de queja interpuesto contra el 
acuerdo mediante el que se desechó la demanda de amparo indirecto por considerarse 
actualizada una causa de improcedencia manifiesta e indudable, en tanto que en este 
supuesto la finalidad de las pruebas documentales ofrecidas es acreditar que no se suscita 
la causa de improcedencia invocada por el juzgador, y no alteran el tema de fondo del juicio 
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de amparo al no estar dirigidas a acreditar la existencia o inconstitucionalidad del acto 
reclamado. Además, debe tomarse en cuenta que en términos del artículo 93, fracción VII, 
de la Ley de Amparo, el órgano jurisdiccional que resuelva el recurso de revisión podrá 
tener en consideración las pruebas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de 
audiencia constitucional, disposición que denota la intención del legislador de no dejar a la 
parte quejosa en estado de indefensión. Luego, si uno de los supuestos por los que el 
juzgador puede sobreseer en el juicio fuera de audiencia constitucional es que se actualice 
una causa de improcedencia manifiesta e indudable, es viable considerar que en el recurso 
de queja interpuesto contra la resolución que desechó la demanda de amparo por 
suscitarse una causa de improcedencia con esas características, también existe esa 
posibilidad de probar con el fin de desvirtuar tal circunstancia, puesto que se trata de 
situaciones análogas en tanto ponen fin al juicio sin pronunciarse sobre el fondo del asunto. 

SEGUNDA SALA 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023587 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de septiembre de 2021 10:33 h 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 4/2021 (11a.) 

INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. NO 
ES NECESARIA SU APERTURA CUANDO SE ORDENA OFICIOSAMENTE EL 
DESAHOGO DE LA PRUEBA PERICIAL EN MATERIA GRAFOSCÓPICA Y, POR ENDE, 
EL OTORGAMIENTO DE LA VISTA A QUE ALUDE EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL 
ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron de manera 

discrepante en torno al trámite derivado del desahogo de la prueba pericial en materia 
grafoscópica ordenada de oficio por sus respectivas presidencias a efecto de verificar la 
autenticidad de la firma plasmada en la demanda de amparo; así, para uno basta con la 
designación de un perito oficial y el desahogo del dictamen que éste emita sin que se tenga 
que aperturar el incidente de falsedad de firma, mientras que para el otro sí resulta 
necesario dar apertura al incidente referido; de igual manera llegaron a conclusiones 
diferentes respecto a la procedencia de la vista a la parte quejosa en términos del artículo 
64 de la Ley de Amparo, cuando el sobreseimiento del juicio se sustenta en el resultado de 
la valoración del dictamen emitido por el perito oficial en el que concluyó la falsedad de la 
firma que calza el escrito de demanda, pues para un órgano colegiado debe darse la vista 
a la quejosa, aun cuando ésta conoció el desahogo de la prueba pericial, mientras que para 
el otro es innecesario dar dicha vista, en tanto que las partes estuvieron en aptitud de alegar 
y ofrecer pruebas en el incidente de falsedad de firma. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que resulta innecesaria la apertura oficiosa del incidente de falsedad de firma cuando el 
Tribunal Colegiado de Circuito, por medio de su presidencia, ordena el desahogo de la 
prueba pericial en materia de grafoscopía con el fin de verificar la autenticidad de la firma 
plasmada en la demanda de amparo, pues no se trata de una prueba colegiada que requiera 
la participación de los peritos propuestos por las partes para ser integrada, de modo que si 
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se propone sobreseer en el juicio con base en el resultado del dictamen del perito oficial, 
no es necesario el otorgamiento de la vista previa a que alude el párrafo segundo del 
artículo 64 de la Ley de Amparo, si se toma en cuenta que la parte quejosa tuvo 
conocimiento del desahogo oficioso de la prueba pericial y, por ende, la oportunidad de 
manifestarse y ofrecer pruebas para demostrar que la firma plasmada en la demanda de 
amparo proviene de su puño y letra. 

Justificación: En atención a los principios de celeridad y economía procesal que 

caracterizan al juicio de amparo como un procedimiento sumario, así como a la mecánica 
para el trámite y desahogo de la prueba pericial regulados en la Ley de Amparo, cuando un 
Tribunal Colegiado de Circuito oficiosamente ordena, por medio de su presidencia, el 
desahogo de la prueba pericial en materia grafoscópica para dilucidar la autenticidad de la 
firma del promovente del amparo, basta con el desahogo del peritaje oficial para que el 
órgano colegiado se informe suficientemente para determinar la autenticidad o falsedad de 
la firma cuestionada, por lo cual resulta innecesaria la apertura oficiosa del incidente 
respectivo, sin que ello signifique que la parte quejosa quede en un estado de indefensión, 
pues no hay impedimento alguno para que designe un perito de su parte y promueva el 
incidente respectivo si así lo estima pertinente. Por tanto, si el sobreseimiento del juicio se 
determina en términos del artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 5o., fracción I, y el 
6o., de la Ley de Amparo, y con base en la conclusión adoptada en el dictamen emitido por 
el perito oficial, entonces no será necesario el otorgamiento de la vista previa a que alude 
el párrafo segundo del artículo 64 de la ley de la materia, toda vez que la parte quejosa tuvo 
conocimiento de ese desahogo y, por ende, la oportunidad de manifestarse y ofrecer 
pruebas –especialmente la prueba pericial– para demostrar la autenticidad de la firma 
plasmada en la demanda de amparo. De lo contrario, sólo se retrasaría la solución del juicio 
en detrimento del principio de justicia expedita previsto en el artículo 17 constitucional. 

SEGUNDA SALA 

 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023741   

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 05 de noviembre de 2021 10:16 h 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 16/2021 (11a.) 

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO). A PARTIR 
DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17, TERCER PÁRRAFO, 
CONSTITUCIONAL, TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y AQUELLAS CON 
FUNCIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA 
SOLUCIÓN DEL CONFLICTO SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, 
SIEMPRE Y CUANDO NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE LAS PARTES (DOF DE 15 
DE SEPTIEMBRE DE 2017). 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en el cual alegó que los artículos 
91 y 92 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo que prevén la resolución del 
recurso de revisión en sede administrativa, son contrarios al mandato previsto en el tercer 
párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto 
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que no contemplan que se privilegie la resolución de fondo del asunto sobre los formalismos 
procedimentales. La Jueza de Distrito que conoció del asunto consideró que la disposición 
constitucional de referencia contiene una regla que confiere poder a la autoridad legislativa, 
mas no un derecho subjetivo público a favor de la persona, lo cual implica que hasta en 
tanto no se ejerza esa atribución por parte del Congreso de la Unión, a fin de adecuar las 
normas legales al texto del artículo 17 de la propia Constitución, las situaciones jurídicas 
imperantes en materia de resolución de recurso de revisión en sede administrativa no 
debían cambiar. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que a la entrada en vigor de la adición al artículo 17, tercer párrafo, contenida en el Decreto 
por el que se reforman y adicionan los artículos 16, 17 y 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Cotidiana (Solución de Fondo del 
Conflicto y Competencia Legislativa sobre Procedimientos Civiles y Familiares), publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, todas las autoridades 
judiciales y aquellas con atribuciones materialmente jurisdiccionales del país deben 
privilegiar la resolución de fondo de los conflictos sometidos a su potestad sobre los 
formalismos procedimentales, siempre y cuando no se afecte la igualdad entre las partes. 
Lo anterior, con independencia de que las normas que rigen sus procedimientos no 
establezcan expresamente dicha cuestión. 

Justificación: Del análisis de la reforma constitucional mencionada, se advierte que el 
Constituyente Permanente consideró que, para hacer frente a la problemática consistente 
en la "cultura procesalista", la cual genera que en el desahogo de una parte importante de 
asuntos se atiendan cuestiones formales y se deje de lado el fondo y, por tanto, sin resolver 
la controversia efectivamente planteada, debía adicionarse al artículo 17 constitucional, el 
deber de las autoridades de privilegiar, por encima de aspectos formales, la resolución de 
fondo del asunto. Se dijo, que este deber exige también un cambio en la mentalidad de las 
autoridades para que en el despacho de los asuntos no se opte por la resolución más 
sencilla o rápida, sino por el estudio que clausure efectivamente la controversia y la 
aplicación del derecho sustancial. Además, se precisó que la incorporación explícita de tal 
principio en la Constitución General pretende que éste permee el sistema de justicia a nivel 
nacional, es decir, que todas las autoridades judiciales y con atribuciones materialmente 
jurisdiccionales del país se vean sometidas a su imperio, pero más allá de su obligatoriedad, 
reconozcan la razón y principio moral que subyacen a la adición al artículo 17 constitucional. 
Por lo anterior, esta Sala concluye que a la entrada en vigor de la referida adición, todas las 
autoridades jurisdiccionales deben privilegiar la resolución de los conflictos sometidos a su 
potestad, con independencia de que las normas que rigen sus procedimientos no 
establezcan expresamente dicha cuestión, puesto que del análisis teleológico de la reforma 
constitucional, se desprende la intención relativa a que este principio adicionado apoyara 
todo el sistema de justicia nacional para que las autoridades privilegiaran una resolución de 
fondo sobre la forma, evitando así reenvíos de jurisdicción innecesarios y dilatorios de la 
impartición de justicia. 

SEGUNDA SALA 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023937 

Instancia: Segunda Sala   

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  
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Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 31/2021 (11a.) 

DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA O DE UN RECURSO EN EL JUICIO DE AMPARO. 
EL ESCRITO POR EL QUE SE RATIFICA EL DESISTIMIENTO, FIRMADO 
ELECTRÓNICAMENTE CON SU RESPECTIVA EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA, 
PRODUCE LOS MISMOS EFECTOS QUE EL SIGNADO ANTE LA AUTORIDAD 
JUDICIAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si el escrito por el 
que se ratifica el desistimiento de la demanda o de un recurso en el juicio de amparo, 
firmado electrónicamente por la parte interesada con la Firma Electrónica Certificada del 
Poder Judicial de la Federación (FIREL), es igual o no al signado ante la autoridad judicial. 
Uno concluyó que si la firma autógrafa es insuficiente para generar certidumbre sobre el 
desistimiento y debe ser ratificada ante la presencia judicial, entonces, por identidad de 
razón, debe requerirse de la misma ratificación tratándose de una firma electrónica, pues 
esta última produce los mismos efectos que la primera; mientras que otros tribunales 
concluyeron que el escrito por el que se ratifica el desistimiento de la demanda o de un 
recurso en el juicio de amparo, firmado electrónicamente con su respectiva evidencia 
criptográfica, es igual al signado ante la presencia judicial. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye 
que el escrito por el que se ratifica el desistimiento de la demanda o de un recurso en el 
juicio de amparo, firmado electrónicamente con su respectiva evidencia criptográfica, 
produce los mismos efectos que el signado ante la autoridad judicial. 

Justificación: Conforme al artículo 63, fracción I, en relación con el 26, fracción I, inciso d), 
de la Ley de Amparo, es necesaria la ratificación del escrito de desistimiento del juicio de 
amparo o de alguno de sus recursos para que éste opere, lo cual tiene como finalidad 
cerciorarse de la identidad de quien desiste y saber si preserva su intención de dar por 
concluido el juicio que inició o el recurso que intentó. En este sentido, si lo pretendido con 
la ratificación del escrito de desistimiento de la demanda o de un recurso en el juicio de 
amparo es generar suficiente certeza en el órgano jurisdiccional sobre la identidad y 
voluntad del interesado, dicha certeza se da precisamente con la forma en la que se asigna 
la firma electrónica y la manera en que ésta se plasma en los documentos que son enviados 
electrónicamente, pues difícilmente podría ser suplantada, ya que es el propio Consejo de 
la Judicatura Federal quien está encargado de tomar las medidas necesarias para otorgar 
su seguridad y, además, el titular de los documentos con base en los cuales se genera es 
el responsable de su correcto uso, teniendo en todo momento la posibilidad de revocarla, 
en caso de sospecha de que pudiera utilizarse sin su consentimiento. Por tanto, la firma 
electrónica contenida en el escrito de ratificación del desistimiento de la demanda o de un 
recurso en el juicio de amparo, con su respectiva evidencia criptográfica, permite apreciar 
el nombre de su autor y su intención para realizar dicha actuación procesal, con lo cual el 
órgano jurisdiccional válidamente podrá cerciorarse que no se trate de un escrito en el que 
se haya suplantado al interesado o que obedezca a una causa ajena a su voluntad y, en 
función de ello, produce los mismos efectos que el signado ante autoridad judicial. 

SEGUNDA SALA 
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PLENO DEL PRIMER CIRCUITO 

 

Época: Undécima Época 
Registro: 2023321 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de julio de 2021 10:09 h 
Materia(s): Civil. 
Tesis: PC.I.C. J/1 C (11a.) 
CONTRATO DE SEGURO DE VEHÍCULO. LA AGRAVACIÓN AL RIESGO CONTRATADO 
SE ACTUALIZA, POR REGLA GENERAL, CUANDO EL ASEGURADO OMITE 
MANIFESTAR QUE SE UTILIZA PARA EL SERVICIO DE TRANSPORTE MEDIANTE EL 
USO DE PLATAFORMAS DIGITALES Y EL SINIESTRO ACONTECE AL PRESTARSE EL 
SERVICIO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar diversos juicios 
orales mercantiles en los que se reclamó el pago del contrato de seguro de automóvil y las 
compañías aseguradoras opusieron como excepción la agravación del riesgo, que 
sustentaron en el hecho de que el siniestro ocurrió cuando se prestaba el servicio de 
transporte a través de vehículos inscritos en una plataforma digital, llegaron a criterios 
discrepantes, pues mientras uno concluyó que dicho servicio de transporte era de carácter 
público, el otro señaló que era privado. Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Primer 
Circuito determina que el servicio de transporte a través de vehículos inscritos en una 
plataforma digital es público, porque acorde con los criterios orgánico y funcional o material, 
los cuales son definitorios de la teoría del servicio público, el transporte constituye una 
necesidad de carácter general que el Estado debe satisfacer y regular, y que, en el caso, 
se caracteriza porque tiene una finalidad de lucro y especulación comercial; por tal motivo, 
si al contratar el seguro, el asegurado omite manifestar que se utiliza para prestar dicho 
servicio y el siniestro acontece al realizarse el mismo, entonces, se actualiza la agravación 
del riesgo que excluye el pago del seguro, salvo que el siniestro no haya sido consecuencia 
directa e inmediata de él. Justificación: Lo anterior es así, pues el servicio de transporte 
constituye la satisfacción de una necesidad de carácter general regulada en los artículos 1, 
2, fracción I, 5 y 9, fracción LXXXIV, de la Ley de Movilidad de la Ciudad de México, así 
como 47 y 57 a 59 de su Reglamento, que establecen la planificación, regulación, gestión 
y orden de la movilidad de las personas en esta entidad, las cuales tienen por objeto 
garantizar el poder de elección que permite el efectivo desplazamiento de éstas, a fin de 
satisfacer un fin exclusivo en el desarrollo de la sociedad y, por tanto, que normativamente 
esa modalidad en el servicio de transporte sea de carácter público impropio, con 
independencia de que el servicio de que se trata se preste a través de vehículos inscritos 
en una plataforma digital, ya que ésta no es obstáculo para establecer su calidad de público 
impropio, por tres razones esenciales: a) Porque ese software es una herramienta para el 
uso de la aplicación a través de la cual se solicita el servicio y lo realiza un conductor 
registrado en la compañía de que se trate; b) Porque acorde con los criterios orgánico y 
funcional o material que forman parte de la teoría del servicio público, el transporte que se 
presta a través de vehículos inscritos en una plataforma digital constituye una necesidad de 
carácter general que el Estado satisface y regula, en el caso, a través de la Jefatura de 
Gobierno de la Ciudad de México, por sí y por conducto de la Secretaría de Movilidad 
respectiva; y, c) Porque la prestación del servicio de transporte mediante el uso de 
plataformas digitales tiene como fin esencial una especulación eminentemente mercantil; 
de ahí que si en un contrato de seguro de automóviles, el asegurado declara que se emplea 
para uso particular o privado y el siniestro acontece al realizarse la prestación del servicio 
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público de transporte, sea jurídicamente correcta la actualización de la agravación del 
riesgo que excluye el pago del seguro; en el entendido de que este agravamiento no se 
produce si el siniestro no ocurre durante la prestación del servicio o no es consecuencia 
directa e inmediata de él. 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023466  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 20 de agosto de 2021 
10:28 h Materia(s): Común 
Tesis: PC.I.L.J/2 L (11a.) 
RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA 
LEY DE AMPARO. ES PROCEDENTE CUANDO SE INTERPONE EN CONTRA DEL 
AUTO POR EL CUAL EL JUEZ DE DISTRITO NO ACEPTA LA COMPETENCIA 
DECLINADA POR UN DIVERSO ÓRGANO JURISDICCIONAL Y ORDENA DEVOLVERLE 
EL EXPEDIENTE DE AMPARO, INDICANDO QUE NO ES EL CASO DE PRONUNCIARSE 
RESPECTO DE LA SUSPENSIÓN SOLICITADA POR LOS QUEJOSOS, AL NO 
UBICARSE EL ACTO RECLAMADO EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS   
CONTEMPLADOS   EN   EL   ARTÍCULO   48   DE   LA   REFERIDA 
NORMATIVIDAD. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
si procedía el recurso de queja interpuesto con fundamento en el artículo 97, fracción I, 
inciso b), de la Ley de Amparo, en contra del auto por el cual el Juez de Distrito no acepta 
la competencia declinada por un diverso órgano jurisdiccional y ordena devolver el 
expediente de amparo, indicando que no es el caso de pronunciarse respecto de la 
suspensión solicitada por los quejosos, ya que el acto reclamado no se ubica en alguno de 
los supuestos contemplados en el artículo 48 de la citada normatividad, sosteniendo 
posturas encontradas, pues mientras uno consideró que el auto recurrido no puede 
equipararse a la negativa de la suspensión solicitada, en razón de que en él no se emitió 
pronunciamiento en cuanto a su procedencia, pues el Juez de Distrito, al declararse 
incompetente, no podía pronunciarse al respecto, de ahí que no exista ni admisión ni 
pronunciamiento alguno acerca de la suspensión solicitada; el otro consideró que la 
decisión de no pronunciarse en torno a la suspensión, por estimar que no se reunieron los 
supuestos del precepto 48 se equipara, desde un punto de vista jurídico formal, al auto que 
niega la suspensión provisional, dados los efectos que produce, pues haber afirmado que 
no se actualizaron diversas hipótesis de la ley de la materia para decidir provisionalmente 
sobre la medida cautelar solicitada por los quejosos, en sí mismo, implica negar tal medida, 
dado que materialmente se permite la ejecución de los actos que se reclaman, motivo por 
el cual, se colman los requisitos formales que permiten realizar el pronunciamiento en torno 
al tema de la suspensión. Criterio jurídico: El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito 
determina que es procedente el recurso de queja interpuesto con fundamento en el artículo 
97, fracción I, inciso b), de la Ley de Amparo, en contra del auto por el cual el Juez de 
Distrito no acepta la competencia declinada por un diverso órgano jurisdiccional y ordena 
devolver el expediente de amparo, indicando que no es el caso de pronunciarse respecto 
de la suspensión solicitada por los quejosos, al considerar que no se ubica en alguno de 
los supuestos contemplados en el artículo 48 de la referida normatividad, porque esa 
determinación se equipara a una negativa de la medida cautelar dictada al inicio de la 
sustanciación del incidente de suspensión. Justificación: De la contradicción de tesis 
166/2019, resuelta por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
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dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 124/2019 (10a.), de título y subtítulo: “RECURSO DE 
QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DE 
AMPARO, CUYO TRÁMITE Y RESOLUCIÓN ES URGENTE. PROCEDE CONTRA EL 
AUTO INICIAL EN QUE SE DECLARA SIN MATERIA EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
EN AMPARO INDIRECTO.”, se advierte que el recurso de queja tiene una tipología abierta, 
que permite la inclusión de supuestos diversos a los expresamente incluidos en la ley, 
atendiendo al análisis, caso por caso, con apego a los principios constitucionales y legales. 
En este sentido, el auto por el cual el Juez de Distrito no acepta la competencia declinada 
por un diverso órgano jurisdiccional y ordena devolver el expediente de amparo, indicando 
que no es el caso de pronunciarse respecto de la suspensión solicitada por los quejosos, al 
no ubicarse el acto reclamado en alguno de los supuestos contemplados en el artículo 48 
de la citada normatividad, guarda semejanza con aquellos otros en donde se niega la 
medida cautelar o se declara sin materia, pues en el plano práctico producen los mismos 
efectos que se traducen en frustrar la protección anticipada que se persigue con la solicitud 
de la suspensión del acto reclamado. En consecuencia, por analogía, y atento al principio 
pro actione y al recurso judicial efectivo, reconocidos en los artículos 17 de la Constitución 
General, y 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, su impugnación 
encuadra en el supuesto de procedencia previsto en el artículo 97, fracción I, inciso b), de 
la Ley de Amparo, en cuyo trámite y resolución impera un principio de celeridad y urgencia, 
en virtud de que el legislador le imprimió ese rasgo para evitar que los derechos defendidos 
por el quejoso queden irreparablemente consumados. 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
Época: Undécima Época Registro: 2023538 Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 10 de septiembre de 2021 
10:19 h Materia(s): Civil, Común 
Tesis: PC.I.C.J/2 C (11a.) 
RÉGIMEN PROVISIONAL DE VISITAS Y CONVIVENCIAS FAMILIARES. CUANDO SE 
RECLAME SU INCONSTITUCIONALIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO ES 
NECESARIO AGOTAR, PREVIAMENTE, EL RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 688 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. Hechos: 
Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a conclusiones diferentes al 
analizar si cuando se reclama en amparo indirecto la resolución que decreta un régimen 
provisional de visitas y convivencias entre un menor de edad y su progenitor es necesario 
agotar, previamente, el recurso de apelación, o si se actualiza una excepción al principio de 
definitividad a partir de la no idoneidad y eficacia de ese medio ordinario de defensa, pues 
mientras uno consideró que no se actualiza la excepción a dicho principio, en virtud de que 
el medio ordinario de defensa sí admite el efecto suspensivo, el otro determinó lo contrario. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito establece que el recurso de 
apelación de tramitación inmediata, en ambos efectos, regulado por el Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, es un 
recurso ordinario idóneo y eficaz, ya que admite la suspensión del acto recurrido; razón por 
la cual, en términos de la jurisprudencia 1a./J. 77/2013 (10a.) de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, no se actualiza una excepción al principio de 
definitividad y, por ende, las personas que pretendan promover el juicio de amparo están 
obligadas a interponer dicho recurso de manera previa a acudir a aquél, so pena de que el 
juicio de amparo sea improcedente. Justificación: La Primera Sala, al fallar la contradicción 
de tesis 139/2013, resolvió que en los casos en que esté involucrado un menor de edad, la 
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regla de definitividad encuentra una excepción si el recurso ordinario no admite la 
suspensión del acto, ya que ello torna que el recurso no sea idóneo ni eficaz. Luego, contra 
la determinación que decreta un régimen de visitas y convivencias entre un menor de edad 
y su progenitor procede el recurso de apelación de tramitación inmediata en efecto 
devolutivo; sin embargo, el artículo 696 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, prevé la posibilidad de que contra los autos y 
las interlocutorias de los que derive una ejecución que pueda causar un daño irreparable o 
de difícil reparación, la apelación se admitirá en ambos efectos, siempre que el apelante así 
lo solicite al interponer el recurso, señale los motivos por los que se considera el daño 
irreparable o de difícil reparación y, finalmente, la apelación proceda en el efecto devolutivo 
de tramitación inmediata. De esa forma, las apelaciones que se interpongan contra las 
resoluciones que decreten de forma provisional un régimen de visitas y convivencias son 
susceptibles de colmar dichos requisitos y, en consecuencia, de tramitarse de forma 
inmediata en ambos efectos. Ello, dado que, en las controversias del orden familiar, las 
apelaciones son de tramitación inmediata en efecto devolutivo por mandato del artículo 950 
del código mencionado, por lo que bastará que la parte inconforme solicite que la apelación 
sea tramitada en ambos efectos para que el medio de defensa se tramite en efecto 
suspensivo, por así permitirlo el artículo 696 citado. Lo anterior es así ya que, por cuanto 
hace a que se señalen los motivos por los que se considera que el daño es irreparable o de 
compleja reparación, éste es susceptible de colmarse porque bastará con que el apelante 
formule un ejercicio mínimo de argumentación por el cual demuestre que el acto recurrido 
causa afectaciones graves en su esfera jurídica y, aun cuando no lo hiciera, se estima que 
dicha omisión quedaría subsanada, ya que al tratarse de una controversia del orden familiar 
procede aplicar la suplencia de la queja en términos del artículo 941 del código procesal 
citado, por lo que aun cuando el apelante no expresara los argumentos de referencia, el 
juzgador estaría obligado a suplirlos en atención a la naturaleza del juicio, sin que en este 
tipo de controversias el juzgador pueda exigir al apelante que exhiba la garantía a que hace 
referencia el artículo 696 de la legislación procesal, ya que ésta sólo es exigible en 
contiendas judiciales de orden económico cuya resolución, eventualmente, pudiera causar 
afectaciones patrimoniales y no así en controversias del orden familiar, ya que en éstas sólo 
se deducen derechos de orden público e interés social. Consecuentemente, el recurso de 
apelación de tramitación inmediata, en ambos efectos, es un recurso idóneo y eficaz para 
los justiciables, ya que admite la suspensión del acto recurrido y, por ello, no se actualiza 
la excepción al principio de definitividad prevista en la jurisprudencia 1a./J. 77/2013 (10a.) 
de la Primera Sala. 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

 
Registro digital: 2023534 
Instancia: Plenos de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común, Civil 
Tesis: PC.I.C.1 C  (11a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Septiembre de 2021, 
Tomo II, página 2865 
Tipo: Aislada 
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ES UNO DE LOS PILARES FUNDAMENTALES SOBRE 
LOS QUE DESCANSA EL JUICIO DE AMPARO, A EFECTO DE RESPETAR EL SISTEMA 
DE RECURSOS PREVISTO POR LAS LEGISLACIONES PROCESALES DE TODAS LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS, FORTALECIENDO CON ELLO EL SISTEMA FEDERAL. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si cuando se 
reclama en amparo indirecto la resolución que decreta un régimen provisional de visitas y 
convivencias entre un menor de edad y su progenitor, se actualiza una excepción al 
principio de definitividad a partir de la idoneidad y eficacia del medio ordinario de defensa. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito determina que el principio de 
definitividad es uno de los principios rectores del juicio de amparo porque, mediante su 
observancia, se permite que el Juez Constitucional analice la regularidad constitucional 
solamente de actos definitivos suficientemente analizados por la judicatura ordinaria y, por 
ello, con la observancia de esta regla, se armonizan las jurisdicciones locales con la federal, 
ya que así se reconoce la autonomía y la coextensión de las judicaturas locales que forman 
parte del Pacto de la Unión, con lo que se fortalece el sistema federal. 
Justificación: El juicio de amparo se ha consolidado históricamente como un modelo sólido 
de protección de derechos fundamentales, ya que su implementación ha permitido a lo largo 
del tiempo defender a los particulares de las arbitrariedades en que llegan a incurrir las 
autoridades de todos los órdenes. En épocas recientes ha sido notable el incremento de los 
casos de excepción al principio de definitividad, pero es importante hacer notar que las 
causas que originaron la creación del principio de definitividad no han cambiado mucho, 
pues todavía está vigente la exigencia de un federalismo sólido que reconozca y fortalezca 
la autoridad de las judicaturas locales en lugar de debilitarlas o menospreciarlas y, 
precisamente, esa situación obliga a ponderar cuidadosamente los méritos de cada 
excepción al principio de definitividad para no debilitar el federalismo a través del 
precedente judicial y no terminar haciendo general lo que debe ser una regla de excepción. 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 1/2021. Entre las sustentadas por el Décimo y el Décimo Primer 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 1 de junio de 2021. 
Mayoría de quince votos de los Magistrados Wilfrido Castañón León, Luz Delfina Abitia 
Gutiérrez, Sofía Verónica Ávalos Díaz, Mauro Miguel Reyes Zapata, Walter Arellano 
Hobelsberger, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti, Marco Polo Rosas Baqueiro, José Juan 
Bracamontes Cuevas, Ana María Serrano Oseguera, Martha Gabriela Sánchez Alonso, 
Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán, María Concepción Alonso Flores, Carlos Arellano 
Hobelsberger, Francisco Javier Sandoval López y Ethel Lizette del Carmen Rodríguez 
Arcovedo. Disidente: J. Refugio Ortega Marín, quien formuló voto particular. Ponente: 
Francisco J. Sandoval López. Secretario: José Luis Cruz Martínez. 

 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023933 
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  
Materia(s): (Civil )  
Tesis: PC.I.C. J/5 C (11a.) 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS SOBRE LA RESCISIÓN, 
CUMPLIMIENTO O CUALQUIER ACTO JURÍDICO DERIVADO DE LOS CONVENIOS DE 
COORDINACIÓN CELEBRADOS POR EL EJECUTIVO FEDERAL CON LOS ÓRGANOS 
CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS, LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DE 
PLANEACIÓN. CORRESPONDE A LOS JUECES DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron criterios 
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discrepantes, al analizar diversos juicios promovidos en la vía ordinaria civil ante Jueces de 
Distrito en Materia Civil. En el primero, un órgano del Poder Ejecutivo Federal demandó de 
una entidad federativa y uno de sus Municipios, la rescisión del convenio de coordinación 
celebrado entre las partes, y en el segundo, un diverso órgano del Ejecutivo demandó de 
un Municipio la devolución del subsidio entregado por incumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el convenio de coordinación relativo; en ambos casos, con la finalidad de 
obtener la restitución de los montos entregados para ejecutar sendos proyectos tendientes 
a incentivar el deporte y el turismo, respectivamente; así, mientras uno concluyó que el 
conocimiento del asunto corresponde al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el otro 
determinó que el competente para ello es un Juez de Distrito en Materia Civil. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito determina que la competencia 
para conocer de los juicios en los que se demande la rescisión, cumplimiento o cualquier 
acto jurídico derivado de los convenios de coordinación celebrados por el Ejecutivo Federal 
con los órganos constitucionales autónomos, los gobiernos de las entidades federativas y 
los Municipios, corresponde a los Jueces de Distrito en Materia Civil; en el entendido de 
que en los casos en que no exista esa especialización, el conocimiento de tales litigios 
corresponderá a los Jueces de Distrito con competencia mixta 
Justificación: La Ley de Planeación, en sus artículos 33 a 35, faculta al Ejecutivo Federal a 
coordinar sus actividades de planeación con los órganos constitucionales autónomos y los 
gobiernos de las entidades federativas, incluyendo a los Municipios, mediante la suscripción 
de convenios de coordinación, a fin de que las acciones a realizarse por dichas instancias 
se planeen de manera conjunta; asimismo, prevé que en esos acuerdos de voluntades se 
podrá pactar tanto su participación en los procedimientos de coordinación entre las 
autoridades de todos los órdenes de gobierno, a fin de propiciar la planeación del desarrollo 
integral de cada entidad federativa y de los Municipios; como los lineamientos 
metodológicos para la realización de las actividades de planeación, en el ámbito de su 
jurisdicción; la elaboración de los programas regionales, y la ejecución de las acciones que 
deban realizarse en cada entidad federativa y que competen a ambos órdenes de gobierno, 
considerando la participación que corresponda a los Municipios interesados y a los diversos 
sectores de la sociedad. Por su parte, el artículo 39 del ordenamiento citado establece que 
los convenios referidos se consideran de derecho público y las controversias que se 
susciten con motivo de su interpretación y cumplimiento, serán resueltas por los tribunales 
federales, entendiéndose por éstos los que integran el Poder Judicial de la Federación, 
según deriva de su exposición de motivos, lo que excluye al Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, por ser un órgano jurisdiccional autónomo e independiente de los Poderes 
de la Unión; aunado a ello, en la jurisprudencia 2a./J. 14/2018 (10a.), de título y subtítulo: 
"CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. EL INCUMPLIMIENTO DE PAGO TIENE 
NATURALEZA ADMINISTRATIVA.", la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostuvo que no se consideran contratos administrativos, entre otros, los que se 
celebren por personas de derecho público del propio Estado, dentro de los cuales pueden 
encuadrarse los convenios de que se trata, debido a que no se celebran entre un órgano 
del Poder Público en ejercicio de sus funciones administrativas y un particular, sino entre 
órganos del Estado en un plano de igualdad y coordinación, con el objeto de dar 
cumplimiento de manera conjunta al Plan Nacional de Desarrollo, en auxilio del 
cumplimiento de los objetivos del Ejecutivo Federal, sin sujetarse a un régimen exorbitante 
del derecho privado; luego, tales convenios son de naturaleza civil y cuando se formula 
alguna pretensión derivada de ellos tienen aplicación normas civiles, como son el Código 
Civil Federal y el Código Federal de Procedimientos Civiles; por tanto, los Jueces de Distrito 
en Materia Civil son competentes para conocer de esos asuntos, en términos del artículo 
53, fracciones I y VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación abrogada, de 
idéntico contenido al 58, fracciones I y VIII, de la ley vigente a partir del 8 de junio de 2021, 
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que establecen la competencia de los Jueces civiles federales, para conocer de las 
controversias que surjan con motivo de la aplicación de leyes federales y, por exclusión, de 
los asuntos de la competencia de los Juzgados de Distrito en procesos federales, que no 
estén reservados para los juzgadores federales penales y los de Distrito en materias 
administrativa y de trabajo; sin que en el caso se surta la competencia de los Jueces de 
Distrito especializados en materia administrativa, en virtud de que el artículo 52, fracción I, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación abrogada, equivalente al 57, fracción 
I, de la ley vigente, los faculta para conocer de las controversias que se susciten con motivo 
de la aplicación de leyes federales, pero limitado a que en ellas deba decidirse sobre la 
legalidad o subsistencia de un acto de autoridad o de un procedimiento seguido por 
autoridades administrativas; supuestos que no se surten en la especie debido a que, por 
una parte, los convenios de coordinación no son actos de autoridad, al celebrarse entre 
personas de derecho público del propio Estado, en un plano de igualdad y coordinación, no 
de supra a subordinación y, por otra, no existe disposición aplicable alguna que condicione 
el reclamo sobre los convenios de mérito, a que se siga un procedimiento previo en sede 
administrativa. 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PLENOS DE LOS RESTANTES CIRCUITO 

 
 
Época: Décima Época 
Registro: 2023042  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 30 de abril de 2021 10:34 h 
Materia(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.XVI.A. J/32 A (10a.)  
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO PROCEDE CONTRA EL DESECHAMIENTO 
PARCIAL DE LA DEMANDA, AL NO SER UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN 
[APLICACIÓN SISTEMÁTICA Y ANALÓGICA DE LAS JURISPRUDENCIAS P./J. 37/2014 
(10a.), 2a./J. 48/2016 (10a.) Y P./J. 7/2019 (10a.), E INAPLICABILIDAD DE LA DIVERSA 
2a./J. 55/2002]. 
En la jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó que conforme al artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, el juicio 
de amparo indirecto procede contra actos de imposible reparación dentro de juicio, siempre 
que se produzca una afectación material a derechos sustantivos, que sean de tal gravedad 
que impidan en forma actual el ejercicio de un derecho y no únicamente que produzcan una 
lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva, que no trascienda al sentido del fallo, además 
de que deben recaer sobre derechos cuyo significado rebase lo puramente procesal o 
procedimental. Con apoyo en esas directrices, en la jurisprudencia 2a./J. 48/2016 (10a.) la 
Segunda Sala sostuvo que, por regla general, cuando un particular se duele exclusivamente 
de una afectación cometida dentro de un procedimiento jurisdiccional, aun cuando alegue 
violaciones a los artículos 8o., 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los actos reclamados no pueden considerarse como de ejecución irreparable, 
sino como violaciones de carácter adjetivo, pues no se trata de una omisión autónoma al 
procedimiento, sino que se presenta justamente dentro de éste; además, en ese criterio 
también precisó una excepción a dicha regla, que se actualiza cuando el Juez de amparo 
advierta del contenido de la demanda que existe una abierta dilación del procedimiento o 
su paralización total, ya que en ese caso el juicio de amparo será procedente. En esa línea 
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de pensamiento, en la jurisprudencia P./J. 7/2019 (10a.), el Pleno del Máximo Tribunal 
determinó que el auto o resolución que niega la admisión de la denuncia del juicio a terceros 
carece de la "afectación material" necesaria para la procedencia del juicio de amparo 
indirecto, porque únicamente depara consecuencias dentro del propio procedimiento –al 
afectarse la celeridad o prontitud del juicio–, sin que trascienda a la persona o bienes del 
justiciable más allá de lo meramente procedimental, postura que, dijo, es la más acorde con 
el propósito que se busca con el artículo citado, consistente en evitar, dentro de los 
procedimientos jurisdiccionales ordinarios la apertura de numerosos frentes litigiosos de 
índole constitucional, de suerte que sólo excepcionalmente se susciten cuestiones de esa 
naturaleza. Con base en lo anterior, contra el desechamiento parcial de la demanda no 
procede el juicio de amparo indirecto, por contravenir el derecho de acceso a la justicia 
previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
cuanto a una impartición de justicia pronta, pues si bien es cierto que la sentencia definitiva 
que se llegue a dictar, aun siendo favorable a los intereses del promovente, no se ocupará 
de lo desechado, también lo es que la tramitación del juicio continuará respecto de los 
elementos que integraron la litis y concluirá con una sentencia definitiva impugnable en 
amparo directo en el que puede cuestionarse esa actuación como violación procesal que, 
de prosperar, dará lugar a la reposición del procedimiento, subsanándose con ello la 
afectación resentida dentro del juicio ordinario. De ahí que resulta inaplicable la 
jurisprudencia 2a./J. 55/2002, al sustentarse en la afectación exorbitante que, afirmó la 
Segunda Sala, causa el desechamiento parcial de la demanda; concepción que resulta 
incompatible con el texto legal vigente. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 5/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 24 de noviembre 
de 2020. Unanimidad de seis votos de los Magistrados Alberto Emilio Carmona, Ariel 
Alberto Rojas Caballero, Jorge Humberto Benítez Pimienta, Arturo Hernández Torres, José 
Gerardo Mendoza Gutiérrez y Arturo González Padrón. Ponente: Ariel Alberto Rojas 
Caballero. Secretaria: Ma. del Carmen Zúñiga Cleto. 

 
 

Época: Undécima Época 
Registro: 2023425 
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de agosto de 2021 10:14 h 
Materia(s): Civil 
Tesis: PC.III.C. J/1 C (11a.) 
VÍA EJECUTIVA MERCANTIL ORAL. ES IMPROCEDENTE RESPECTO DE ASUNTOS 
DE CUANTÍA MENOR A LA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 1339 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron en forma 
opuesta en torno a si es procedente la vía ejecutiva mercantil oral, en las controversias 
fundadas en títulos ejecutivos, cuya cuantía sea menor a la cantidad prevista en el artículo 
1339 del Código de Comercio. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito determina que la vía ejecutiva 
mercantil oral regulada en los artículos 1390 Ter a 1390 Ter 15 del Código de Comercio, es 
improcedente respecto de asuntos cuya cuantía sea inferior a la establecida en el artículo 
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1339 del citado código mercantil. 
Justificación: Los juzgadores están ligados a los textos legales si éstos les brindan la 
solución buscada; en esa medida, sólo al legislador, en uso de la facultad constitucional 
conferida, le es dable modificar el artículo 1390 Ter 1 del Código de Comercio, que contiene 
un imperativo categórico que restringe la vía oral ejecutiva en asuntos de cuantía menor a 
la establecida en el artículo 1339 del citado código mercantil; estimar lo contrario, implicaría 
apartarse del texto normativo, en tanto que el operador jurídico está impedido para 
desatender la disposición expresa de la ley, con la consecuente transgresión al principio de 
seguridad jurídica en perjuicio de las partes, quienes carecerían de certeza sobre el 
procedimiento a seguir en asuntos basados en títulos ejecutivos de cuantía mínima. En este 
orden, se colige que los artículos 1390 Bis y 1390 Ter 1 del Código de Comercio prevén 
hipótesis sobre vías distintas (oral y ejecutiva oral) considerando, entre otros factores, a la 
cuantía del negocio, por lo que no son incompatibles, sino que se complementan atendiendo 
al sistema normativo en su conjunto y a la intención del legislador en la reforma del Código 
de Comercio, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 2017, que 
creó los juicios ejecutivos orales, excluyendo deliberadamente –y no de manera omisiva– 
la tramitación en esa vía, de los juicios ejecutivos mercantiles de determinada cuantía. Por 
tanto, aun cuando el fin de las normas en cita es dar mayor celeridad a los juicios y que la 
generalidad de éstos se tramiten en juicio oral, de ello no se sigue que toda contienda 
mercantil deba seguirse en esa vía, pues tal interpretación implica eliminar de facto la vía 
ejecutiva mercantil escrita cuya regulación prevalece, así como las diversas previstas en el 
Código de Comercio. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 5/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo y Cuarto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 1 de junio de 2021. Mayoría 
de cinco votos de los Magistrados José Ángel Hernández Huízar, Víctor Manuel Flores 
Jiménez, Martín Ángel Gamboa Banda, Héctor Martínez Flores y Susana Teresa Sánchez 
González. Disidente: Rigoberto Baca López, quien formuló voto particular. Ponente: José 
Ángel Hernández Huízar. Secretaria: Alma Elizabeth Hernández López. 
 
 
Registro digital: 2023447 
Instancia: Plenos de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: PC.III.A. 2 K (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 4, Agosto de 2021, Tomo 
IV, página 4592 
Tipo: Aislada 
 
CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES INEXISTENTE SI UNO DE LOS CRITERIOS 
DIVERGENTES QUEDÓ SUPERADO POR JURISPRUDENCIA DEL PLENO DE 
CIRCUITO QUE CONOCE DE LA MISMA (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA TESIS 2a. 
LXXVII/2009 DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios 
divergentes al analizar el fundamento jurídico del recurso de queja interpuesto contra la 
determinación que, excepcionalmente emitida en auto distinto a aquel en que se proveyó 
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sobre la suspensión provisional, estableció el monto de la garantía relativa; sin embargo, 
con posterioridad a la denuncia de contradicción de tesis, el Pleno de Circuito respectivo 
resolvió otra contradicción de tesis con la que se superaron los criterios divergentes. 
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito establece que no se 
configura la contradicción de tesis si uno de los criterios divergentes fue superado por 
jurisprudencia del propio Pleno de Circuito, toda vez que su existencia requiere de criterios 
vigentes, esto es, que no hayan sido interrumpidos, modificados o superados. 
 
Justificación: Lo anterior es así, en razón de que en términos de los artículos 107, fracción 
XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 225 y 226 de la Ley de 
Amparo, la contradicción de tesis tiene como finalidad eliminar la inseguridad jurídica 
provocada por la oposición de criterios sustentados por los Tribunales Colegiados de 
Circuito, mediante el establecimiento de una jurisprudencia emitida por el respectivo Pleno 
de Circuito, que unifique el criterio que debe prevalecer en lo subsecuente. En congruencia 
con lo anterior, si uno de los criterios divergentes fue superado por jurisprudencia del propio 
Pleno de Circuito, es indudable que no puede configurarse la contradicción de tesis, toda 
vez que su existencia requiere de criterios vigentes, esto es, que no hayan sido 
interrumpidos, modificados o superados. Es aplicable al respecto, por analogía y en 
términos del artículo sexto transitorio de la Ley de Amparo, al no contravenirla ni 
encontrarse superada por jurisprudencia del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la tesis 2a. LXXVII/2009 emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, que lleva por rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES 
INEXISTENTE SI UNO DE LOS CRITERIOS DIVERGENTES QUEDÓ SUPERADO POR 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN." 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 18/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto 
y Sexto, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 26 de abril de 2021. 
Unanimidad de siete votos de los Magistrados Jorge Héctor Cortés Ortiz, Gloria Avecia 
Solano, Jorge Cristóbal Arredondo Gallegos, César Thomé González, Lucila Castelán 
Rueda, quien formuló voto concurrente, Claudia Mavel Curiel López y Mario Alberto 
Domínguez Trejo. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Javier Alexandro 
González Rodríguez.  

 
 

 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023477  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de agosto de 2021 10:35 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.VIII. J/1 K (11a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO. PARA EFECTOS DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU 
PRESENTACIÓN, LAS PERSONAS MORALES TIENEN CONOCIMIENTO DIRECTO, 
EXACTO Y COMPLETO DEL ACTO RECLAMADO CUANDO EN UN JUICIO DE AMPARO 
ANTERIOR LES FUE NOTIFICADO POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE, 
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APODERADO LEGAL O AUTORIZADO PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES, Y SE 
ACREDITA QUE TUVIERON ACCESO AL CONTENIDO INTEGRAL DEL ACTO 
RECLAMADO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a posicionamientos 
contrarios, al analizar si para efectos del cómputo del plazo para la presentación de la 
demanda de amparo, debe estimarse que la persona moral quejosa tuvo conocimiento del 
acto reclamado cuando se le notificó por conducto de uno de sus empleados que no tiene 
el carácter de representante legal, apoderado o autorizado para oír y recibir notificaciones, 
ya que mientras uno de ellos determinó que el conocimiento fehaciente del acto reclamado, 
para efectos del cómputo para la presentación de la demanda de amparo, no podía derivar 
de una diligencia realizada en un anterior juicio de derechos fundamentales, entendida con 
un empleado sin facultades de representación, sino que para ello era necesario que se 
llevara a cabo con el apoderado, representante legal o autorizado para oír y recibir 
notificaciones; en tanto que para el otro órgano jurisdiccional era suficiente que la 
notificación se llevara a cabo con un empleado carente de facultades de representación, 
aunado a que se entregue copia íntegra del acto reclamado. 
 
Criterio jurídico: El Pleno del Octavo Circuito determina que en caso de que en un juicio de 
amparo anterior se notifique el acto reclamado a una persona moral, para considerar que 
de manera fehaciente se acreditó que tiene conocimiento directo, exacto y completo del 
acto reclamado, dicha notificación debe llevarse a cabo por medio de su representante 
legal, apoderado o autorizado para oír y recibir notificaciones, además de que se le entregue 
copia íntegra del acto reclamado, sin que sea suficiente que la notificación se realice con 
un empleado carente de facultades de representación. 
 
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 18 de la Ley de Amparo establece tres 
momentos a partir de los cuales se puede computar en forma válida el plazo de quince días 
hábiles para la presentación de la demanda de amparo, los cuales se cuentan a partir del 
día hábil siguiente de aquel en que acontezca cualesquiera de las siguientes situaciones: 
a) que surta sus efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución 
o acuerdo que se reclame; b) que el agraviado tenga conocimiento de los actos reclamados 
o de su ejecución; y c) que el quejoso se haya ostentado sabedor de los referidos actos. 
Luego, respecto de la segunda de las citadas hipótesis, el Pleno y la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias P./J. 115/2010 y 1a./J. 
42/2002, determinaron que es necesario que se demuestre fehacientemente que dicho 
conocimiento es directo, exacto y completo. En el caso de las personas morales, al tratarse 
de ficciones jurídicas que carecen de materialidad, su representación legal, para efectos del 
juicio de amparo, recae en su representante, apoderado legal o autorizado para oír y recibir 
notificaciones; además de que tales representantes deben tener acceso al contenido 
íntegro del acto reclamado. La anterior interpretación es acorde al derecho humano de 
acceso completo a la tutela judicial, sin que se desconozca la posibilidad de que ese 
conocimiento pueda revelarse a través de situaciones fácticas diferentes a la sola 
notificación realizada en un juicio de amparo anterior entendida con una persona que no 
cuente con representación, como pudiera ser el caso en que la quejosa desahogue la vista 
otorgada con el cumplimiento de la sentencia concesoria del amparo de la que se aprecie 
el conocimiento del acto reclamado o alguna confesión sobre la fecha del conocimiento del 
acto, esto sólo mencionado de manera ejemplificativa mas no limitativa. 
 
PLENO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
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Contradicción de tesis 3/2020. Entre las sustentadas por el Primer y Segundo Tribunales 
Colegiados en Materias Civil y de Trabajo, ambos del Octavo Circuito. 15 de junio de 2021. 
Unanimidad de siete votos de los Magistrados Miguel Ángel Álvarez Bibiano, José Ávalos 
Cota, Enrique Arizpe Rodríguez, Carlos Alberto López del Río, Fernando Estrada Vásquez, 
Araceli Trinidad Delgado y Carlos Gabriel Olvera Corral. Ponente: Miguel Ángel Álvarez 
Bibiano. Secretario: Arturo Sergio Puente Maycotte. 

 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023796 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de noviembre de 2021 10:23 h  
Materia(s): Común 
Tesis: PC.XXVII. J/2 K (10a.) 
REVISIÓN ADHESIVA. PROCEDE CONTRA LAS SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS 
EMITIDAS EN LA AUDIENCIA INCIDENTAL Y NO SÓLO RESPECTO DE AQUELLAS EN 
LAS CUALES SE HAGA VALER EL RECURSO DE REVISIÓN PRINCIPAL 
(INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 81 Y 82 DE LA LEY DE AMPARO). 
Del artículo 81, fracción I, de la Ley de Amparo se obtiene que en amparo indirecto, el 
recurso de revisión procede, entre otros supuestos, contra las sentencias interlocutorias 
que concedan o nieguen la suspensión definitiva; las resoluciones que modifiquen o 
revoquen ésta o las que nieguen dicha modificación o revocación; y las sentencias 
definitivas dictadas en la audiencia constitucional. Por su parte, el artículo 82 de la propia 
ley dispone que la parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo, está 
facultada para adherirse a la revisión interpuesta por otra de las partes. Ahora bien, la 
interpretación armónica y sistemática de los citados numerales 81 y 82, permite afirmar, por 
un lado, que en la primera norma en cita el legislador, al referirse al amparo indirecto, 
incluyó las resoluciones del juicio principal y las del incidente de suspensión; y por otro lado, 
que conforme al numeral 82, la revisión adhesiva la puede interponer la parte que obtuvo 
resolución favorable en todos los supuestos en que se interponga la revisión, ya sea en el 
juicio principal o en el incidente de suspensión y no sólo cuando se interponga contra la 
sentencia definitiva dictada en la audiencia constitucional, ya que esa limitante no está 
prevista. 
PLENO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
 
Época: Undécima Época 
Registro: 2023805 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Tesis Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de noviembre de 2021 10:30 h 
Materia(s): Civil 
Tesis: VI.1o.C.97 C (10a.) 
CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA MERCANTIL. SI AL DESAHOGARSE LA VISTA 
CON LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA EL ACTOR NIEGA QUE EL DOCUMENTO 
BASE DE LA ACCIÓN SE HAYA FIRMADO EN GARANTÍA DE UN CRÉDITO Y ADUCE 
QUE SU SUSCRIPCIÓN ATENDIÓ A OTRO ACTO JURÍDICO, QUEDA EXIMIDO DE 
ACREDITAR O REVELAR LA "CAUSA GENERADORA" DEL TÍTULO DE CRÉDITO. 
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De los artículos 1194, 1195 y 1196 del Código de Comercio, se desprenden las siguientes 
reglas para distribuir la carga de la prueba en materia mercantil: a) El que afirma está 
obligado a probar; por tanto, el actor debe probar su acción y el reo sus excepciones; b) El 
que niega, por regla general, no tiene la obligación de probar, salvo que se actualice alguna 
de las siguientes hipótesis: b.1) Que su negación envuelva la afirmación expresa de un 
hecho; y, b.2) Que su negación implique el desconocimiento de una presunción legal que 
tenga a su favor su colitigante. Luego, conforme a estas reglas, si al desahogarse la vista 
con la contestación de la demanda el actor niega que el documento base de la acción se 
haya firmado en garantía de un crédito y aduce que su suscripción atendió a otro acto 
jurídico; entonces, por virtud de esa negativa, queda eximido de acreditar o revelar la "causa 
generadora" del título de crédito base de la acción, atendiendo a la literalidad, autonomía y 
abstracción de los títulos. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 

 
 
Época: Undécima Época 
Registro: 2023896 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 03 de diciembre de 2021 10:15 h 
Materia(s): Común 
Tesis: PC.V. J/3 K (11a.) 
CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. EN LOS CASOS EN QUE PROCEDA 
LA DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES ANTE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS 
QUE PREVÉN APORTACIONES, Y EN EL FALLO NO SE HAYA ESPECIFICADO LA 
MANERA EN QUE DEBE REALIZARSE LA ENTREGA, LA DETERMINACIÓN DEL 
MECANISMO IDÓNEO PARA TAL FIN FORMA PARTE DEL PROCEDIMIENTO DE 
EJECUCIÓN. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, si bien coincidieron en 
cuanto a que en casos en los que se ordena la devolución de una cantidad de dinero a la 
parte quejosa, la restitución en el goce del derecho vulnerado sólo ocurre cuando se 
materializa la entrega, sin embargo, llegaron a soluciones discrepantes, en tanto que dos 
tribunales sostuvieron que la forma idónea de realizar la devolución era una cuestión 
inherente a los efectos concesorios de las ejecutorias de amparo, mientras que el diverso 
órgano consideró que el medio a través del cual se realice la entrega de la cantidad debida 
correspondía a un trámite administrativo que no formaba parte de los lineamientos del fallo 
protector. 
Criterio jurídico: El Pleno del Quinto Circuito determina que en los casos en que la sentencia 
protectora ordena la devolución al agraviado de cierta cantidad de dinero, sin que se haya 
indicado a la autoridad responsable la forma específica en la cual debe realizarse tal 
entrega, la determinación del medio idóneo para lograr la devolución es una cuestión que 
se relaciona directamente con la ejecución del fallo protector. 
Justificación: En términos de lo previsto por los artículos 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, 77, 192, 193, 196 y 197 de la Ley de Amparo, el efecto de 
una sentencia protectora de amparo es restituir al quejoso en el goce del derecho 
fundamental que se consideró vulnerado, y su cumplimiento debe realizarse en forma total, 
sin excesos ni defectos, por lo que los juzgadores federales deben verificar que las cosas 
hayan vuelto al estado en que se encontraban previamente a la vulneración de derechos. 
Entonces, el examen de la idoneidad del mecanismo que se implemente por la autoridad 
responsable para devolver determinada cantidad materia de aportaciones previstas en la 
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norma declarada inconstitucional en el fallo, debe considerarse como parte de la ejecución 
de la sentencia, aunque en ésta se haya ordenado el reintegro de manera genérica. Esto, 
porque el medio a través del cual se pretenda acatar lo ordenado en el fallo es un aspecto 
relacionado con la satisfacción total del deber impuesto a la responsable, lo que a su vez 
significa la reparación íntegra del derecho vulnerado. 
PLENO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2023956  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.XVI.C. J/1 C (11a.)  
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAUSAL. EL PLAZO PARA QUE LA SOCIEDAD 
COOPERATIVA DE AHORRO Y PRÉSTAMO DEMANDE DEL SOCIO EL PAGO DE UN 
PRÉSTAMO PERSONAL ES DE CINCO AÑOS, EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 1045 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, TODA VEZ QUE DICHO PRÉSTAMO 
TIENE SU ORIGEN EN LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES QUE SURGIERON DEL 
CONTRATO DE SOCIEDAD QUE PREVIAMENTE CELEBRARON. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron en qué tiempo 
prescribe la acción causal para demandar el pago de un préstamo personal que una 
sociedad cooperativa de ahorro y préstamo hace a un socio, y llegaron a conclusiones 
diferentes, pues mientras uno determinó que prescribe en el plazo genérico de diez años 
porque el préstamo no tiene su origen en el contrato de sociedad, el otro estimó que 
prescribe en cinco años porque el préstamo sí tiene origen en dicho contrato. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Decimosexto Circuito determina que la acción 
causal para demandar el pago de un préstamo personal que una sociedad cooperativa de 
ahorro y préstamo le hace a un socio, prescribe en cinco años, de conformidad con el 
artículo 1045, fracción I, del Código de Comercio, porque el préstamo tiene su origen en el 
contrato de sociedad. 
Justificación: De la literalidad e interpretación sistemática de los artículos 1o., fracción VI y 
212 de la Ley General de Sociedades Mercantiles; 1, 2, 3, 4, 5, 6, 16, 21, 33, 33 Bis 2, 33 
Bis 3, 35, 38, 43 Bis 1, fracción I, 47 y 49 de la Ley General de Sociedades Cooperativas; 
y 1, fracción I, 2, fracciones X y XI, 3, primer párrafo y 14, fracción II, de la Ley para Regular 
las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, se desprende que 
las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo tienen por objeto realizar actividades de 
ahorro y préstamo, entendido este último como la colocación y entrega de los recursos 
captados entre sus mismos socios. Así, el préstamo personal que la sociedad otorga al 
socio tiene su origen en el contrato de sociedad que previamente celebraron, de modo que 
el préstamo no puede sustraerse o pretender desvincularse de dicho contrato, tanto que de 
no existir el contrato de sociedad, el préstamo no se puede dar. Supuesto que no ocurre 
tratándose de créditos personales entre sujetos que no guardan una relación que los vincula 
al cumplimiento de obligaciones de interés común y ayuda mutua para cumplir un objetivo 
cuyo fin concierne a ambos; que sí es el caso de la sociedad cooperativa. El origen del 
préstamo cobra relevancia considerando que el juicio en el que la Caja demanda su pago, 
en la vía ordinaria u oral, en el que el reclamo se ejerce a través de la acción causal, precisa 
de acreditar la relación subyacente en que tiene su causa tal reclamo, y que trasciende al 
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mero contrato de préstamo, porque dicha relación tiene su razón de ser en los derechos y 
obligaciones que previamente se generaron con el contrato de sociedad; de ahí que la 
importancia de revelar y dejar establecido el negocio subyacente en el que tiene su origen 
el reclamo que se hace en estos juicios, se explica en el hecho de que de la relación causal 
dependen aspectos elementales a considerar, como el de la prescripción. Por tanto, si el 
préstamo que la sociedad cooperativa de ahorro y préstamo hace a un socio, se da en el 
marco de los derechos y obligaciones que surgen entre ellos con motivo del contrato de 
sociedad, la acción causal para exigir su pago prescribe en cinco años, en términos de la 
fracción I del artículo 1045 del Código de Comercio. 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
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TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022945   

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de marzo de 2021 10:13 h  

Materia(s): Común 

Tesis: I.11o.C.40 K (10a.) 

LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO 
INDIRECTO. CARECE DE ÉSTA EL TERCERO INTERESADO, CONTRA LA SENTENCIA 
QUE DECRETÓ EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO. Hechos: En el juicio de amparo 
indirecto se dictó sentencia que decretó el sobreseimiento; contra dicha resolución el tercero 
interesado interpuso recurso de revisión. Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que el tercero interesado carece de legitimación para interponer el recurso de 
revisión contra la sentencia que decretó el sobreseimiento, al no causarle agravio en su 
esfera de derechos. Justificación: Lo anterior es así, pues del examen lógico y correlacionado 
de los artículos 81, fracción I, inciso e) y 82 de la Ley de Amparo, se advierte que la 
procedencia del recurso de revisión contra la sentencia definitiva dictada en el juicio de 
amparo indirecto está condicionada a que dicho fallo cause agravio al recurrente –pues de 
serle favorable sólo podría promover revisión adhesiva, a fin de tratar de conservar lo ya 
obtenido en esa sentencia–. Entonces, el derecho subjetivo afectado por una sentencia 
dictada en la audiencia constitucional es lo que configura el perjuicio que da legitimación 
para impugnarla en el recurso de revisión. Por ello, no sólo se requiere ser parte en el juicio 
de amparo para estar en aptitud de recurrir en revisión la sentencia que ahí se emita, sino 
que ésta afecte un derecho subjetivo del recurrente; de ahí que el interés del tercero 
interesado radica, comúnmente, en que subsista el acto reclamado, de manera que si el Juez 
de Distrito decreta el sobreseimiento, esa determinación no afecta sus derechos como parte 
en el juicio de amparo, porque produce el efecto de que subsista el acto reclamado. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 285/2018. David Marvin Rubenstein. 28 de septiembre de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rodríguez Franco. Secretario: Manuel García Rojas 
Lara. 

 

Amparo en revisión 149/2020. 8 de diciembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé García González. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022935  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de marzo de 2021 10:13 h  

Materia(s): Común 
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Tesis: I.9o.P.21 K (10a.)  

INCIDENTE DE OBJECIÓN DE FALSEDAD DE FIRMA DE LA DEMANDA DE AMPARO 
INDIRECTO. PARA LA EMISIÓN DEL DICTAMEN EN MATERIA DE GRAFOSCOPIA, LOS 
DOCUMENTOS PRESENTADOS AL PERITO PARA EL COTEJO DE LAS RÚBRICAS 
RESPECTIVAS DEBEN SER CONTEMPORÁNEOS DEL CUESTIONADO. Hechos: El 
autorizado de la tercero interesada promovió incidente de objeción de falsedad de firma de 
la demanda de amparo indirecto; el Juez de Distrito lo declaró procedente pero infundado, 
debido a que el perito oficial manifestó que le era imposible realizar el dictamen en materia 
de grafoscopia con los documentos existentes en autos, por no ser contemporáneos al 
impugnado; inconformes con dicha resolución, el quejoso y la tercero interesada –por 
conducto de su autorizado– interpusieron recurso de revisión. Criterio jurídico: Este Tribunal 
Colegiado de Circuito establece que para la emisión del dictamen en materia de grafoscopia 
en el incidente de objeción de falsedad de firma de la demanda de amparo indirecto, los 
documentos presentados al perito para el cotejo de las rúbricas respectivas deben ser 
contemporáneos del cuestionado. Justificación: Lo anterior, pues para que los documentos 
exhibidos puedan servir para el cotejo y constatar la veracidad de la firma objetada, deben 
ser idóneos, para ello se requiere que sean contemporáneos, es decir, de fecha cercana a 
la elaboración de la demanda de amparo cuestionada, ya que como lo refiere Víctor Raúl 
Piña Arreguín, licenciado en psicología por la Universidad Autónoma Metropolitana "la firma 
es un instrumento muy poderoso. Nos permite tener de manera muy amplia y detallada una 
visión del hombre"; en este sentido, el especialista refiere que la rúbrica representa la 
estructura psicológica y la personalidad del ser, tanto en lo íntimo como en lo social, en lo 
profesional y en lo familiar; por lo cual, cuando cambian estos aspectos de la vida con el 
transcurso del tiempo, varían los rasgos de la firma. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 93/2020. 12 de noviembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 

Ricardo Paredes Calderón. Secretaria: Yoalli Trinidad Montes Ortega. 

 

Época: Décima Época 

Registro: 2023070 

Instancia: Tribunales colegiados de circuito 

Tipo de Tesis: Tesis aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de mayo de 2021 10:12 h 

Materia(s): Civil. 

Tesis: Tesis: I.5o.C.103 C (10a.) 

 

CONVENIO MERCANTIL EN LA ETAPA DE QUIEBRA. SU APROBACIÓN ESTÁ 

SUPEDITADA A QUE SE RESUELVAN TODOS LOS RECURSOS INTERPUESTOS 
CONTRA LA SENTENCIA DE RECONOCIMIENTO, GRADUACIÓN Y PRELACIÓN DE 
CRÉDITOS, CONFORME AL ARTÍCULO 233 DE LA LEY DE CONCURSOS 
MERCANTILES. 

De conformidad con el citado artículo, si al momento en que deba terminarse el concurso 
mercantil existen recursos pendientes de resolver contra la sentencia de reconocimiento de 
créditos, el Juez deberá esperar para declarar la terminación del concurso hasta que éstos 
se resuelvan. Ahora bien, una forma prevista por la ley para terminar el concurso mercantil 
se actualiza al momento en que se aprueba un convenio y éste puede celebrarse tanto en la 
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etapa de conciliación como en la quiebra; sin embargo, de acuerdo con las características 
de cada una de éstas, dicho precepto sólo es aplicable a la segunda, porque sólo en este 
caso la finalidad de la norma es compatible con el propósito de la etapa en la que se presenta 
el convenio. Por otra parte, en la conciliación la empresa continúa operando y se busca que 
los acreedores obtengan su pago de acuerdo con las condiciones pactadas en el convenio 
que se presente en esta etapa, el cual deberá prever reservas suficientes para responder 
por el importe de las diferencias que pudieran resultar de las impugnaciones que se 
encuentran subjúdices, de conformidad con el artículo 153 de la propia ley. En cambio, como 
la quiebra tiene como finalidad la venta de la empresa, unidades o de los bienes que la 
integran para hacer pago a los acreedores, tiene sentido que se condicione la terminación 
del concurso mercantil hasta que se resuelvan todos los recursos contra el reconocimiento 
de créditos, pues aun cuando la ley impone la obligación al síndico que prevea el pago para 
todos los acreedores, no puede perderse de vista que los repartos concursales deben 
realizarse hasta que se pague a todos los acreedores y mientras existan bienes que 
enajenar; de ahí que sea relevante conocer el resultado de las impugnaciones para 
determinar si debe pagarse alguna suma derivada del resultado de dichos recursos, o si las 
cantidades previstas para el pago de acreedores que impugnaron alguna cuestión 
relacionada con el reconocimiento de su crédito, pueden aplicarse a otros adeudos, por lo 
que es razonable que no pueda terminarse el concurso en el caso de la quiebra, hasta que 
se conozca el resultado de dichas impugnaciones, porque en ese supuesto el pago no puede 
postergarse ya que deben liquidarse todos los adeudos mientras existan bienes y no con 
posterioridad como sucede en la conciliación, salvo que exista un convenio que así lo 
establezca; sin embargo, para ello debe conocerse el resultado de las impugnaciones, a fin 
de establecer cómo se aplicarán los recursos obtenidos de la venta de la empresa como 
unidad productiva o de sus bienes; consecuentemente, la aprobación del convenio mercantil 
en la etapa de quiebra está supeditada a que se resuelvan todos los recursos interpuestos 
contra la sentencia de reconocimiento, graduación y prelación de créditos. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Época: Décima Época Registro: 2023120 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 14 de mayo de 2021 10:19 
h Materia(s): Común 

Tesis: I.9o.C. J/4 C (10a.) 

SUSPENSIÓN. MONTO DE LA GARANTÍA TRATÁNDOSE DE RESOLUCIONES SOBRE 

CONTROVERSIAS DE ARRENDAMIENTO QUE CONTENGAN CANTIDAD LÍQUIDA O DE 
FÁCIL CUANTIFICACIÓN Y CONDENA A PRESTACIONES DE TRACTO SUCESIVO POR 
VENCER. Atendiendo a los criterios establecidos en la jurisprudencia sentada por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "SUSPENSIÓN EN AMPARO 
DIRECTO. PARA QUE SURTA EFECTOS LA CAUCIÓN, SU MONTO DEBE RESPONDER 
ÚNICAMENTE POR LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE PUDIERAN CAUSARSE AL 
TERCERO PERJUDICADO CON ESA MEDIDA." y en la tesis 

aislada de la Segunda Sala de ese Alto Tribunal, de rubro: "SUSPENSIÓN EN AMPARO. EL 
MONTO DE LA CAUCIÓN QUE SE FIJA AL QUEJOSO PARA QUE SURTA EFECTOS, 
DEBE RESPONDER ÚNICAMENTE POR LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE PUEDEN 
CAUSARSE AL TERCERO PERJUDICADO COMO CONSECUENCIA JURÍDICA DE LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.", la caución que se fija para la eficacia de la 
suspensión decretada en un juicio de amparo directo, sólo debe garantizar las consecuencias 
derivadas del otorgamiento de esa medida, esto es, los daños y perjuicios que se puedan 
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causar al tercero perjudicado, por no encontrarse en aptitud de incorporar, durante la 
vigencia de la suspensión, los derechos que le confiere el acto reclamado, y que los daños 
y perjuicios no se asimilan al monto total del numerario que se integraría al patrimonio del 
tercero perjudicado, dado que la suspensión no incide en el derecho de fondo al pago de 
esas prestaciones, sino a la suma que correspondería al rendimiento que legalmente 
produciría tal prestación durante ese lapso. Ahora bien, tratándose de controversias de 
arrendamiento, en las que las prestaciones, por regla general, son periódicas y de tracto 
sucesivo, es menester precisar que la falta de posesión del inmueble, en perjuicio del 
demandante, deriva, en principio, de la causa generadora del litigio natural; sin embargo, una 
vez dictada la sentencia, el conflicto se resuelve y si la resolución es favorable, se está en 
aptitud de recuperar dicha posesión y obtener el pago de las rentas vencidas; en esas 
condiciones, en caso de decretarse la suspensión de la ejecución de dicha sentencia, el 
accionante no podrá obtener la posesión del inmueble en disputa, ni proceder al cobro de las 
cantidades líquidas o liquidables, habida cuenta que la medida cautelar decretada impide 
promover la ejecución de esa determinación. En ese contexto, si la sentencia contiene 
cantidad cierta o de fácil cuantificación, como sería el caso de rentas vencidas, en que su 
monto podría establecerse desde el incumplimiento hasta la fecha de emisión del acto 
reclamado, los posibles daños y perjuicios derivados de la suspensión corresponderán, por 
cada concepto, al interés legal que se cauce al quejoso por el otorgamiento de la medida, 
durante el lapso de seis meses, tiempo probable de duración del juicio de amparo, pues 
como ya se estableció, la medida cautelar no incide en las prestaciones ya obtenidas, pues 
ese aspecto no es materia de estudio en la resolución suspensional. En cambio, respecto de 
las prestaciones que aún no se generan, pero que se seguirán produciendo por la posesión 
del bien, cuya entrega, precisamente, habrá de impedirse temporalmente con motivo de la 
suspensión, la garantía por concepto de daños deberá estar referida a las cantidades que se 
dejen de percibir por concepto de rentas durante el periodo de resolución del juicio de 
amparo; y como perjuicios, los intereses legales que se originen durante el propio periodo, 
pues la falta de disposición del bien y, por tanto, el ingreso patrimonial referido, será en razón 
de la suspensión del acto reclamado. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 53/2007. Tecnologías Ambientales e Industriales, S.A. de C.V. 30 de noviembre de 
2007. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Horacio Escudero Contreras. Secretaria: Laura 
Angélica Ramírez Hernández. 

 

Queja 160/2016. Teresita Kalis Letayf. 6 de octubre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 

Marco Polo Rosas Baqueiro. Secretaria: Laura Ivón Nájera Flores. 

 

Queja 30/2017. Carlos Javier Suárez Pineda. 2 de marzo de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Marco Polo Rosas Baqueiro. Secretaria: Emma Rivera Contreras. 

 

Incidente de suspensión (revisión) 339/2017. Araceli Enriqueta Quiroz Campos. 16 de 
noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Polo Rosas Baqueiro. Secretaria: 
Emma Rivera Contreras. 

 

Queja 114/2020. 10 de diciembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Gonzalo 
Hernández Cervantes. Secretario: Salvador Pahua Ramos. 
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Nota: Las tesis citadas, aparecen publicadas con las claves 1a./J. 61/2004 y 2a. LIII/2000, 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XX, octubre 
de 2004, página 315 y XI, mayo de 2000, página 315, con números de registro digital: 180238 
y 191770, respectivamente. 

 

Época: Undécima Época Registro: 2023202 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 4 de junio de 2021 10:10 

h Materia(s): Común 

Tesis: I.7o.P. J/10 K (10a.) 

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PRESENTADA VÍA ELECTRÓNICA. LA FALTA DE 
FIRMA ELECTRÓNICA CERTIFICADA (FIREL) DEL QUEJOSO, NO ACTUALIZA DE 
MANERA MANIFIESTA E INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO POR 
INCUMPLIMIENTO DEL PRINCIPIO DE INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA, QUE DÉ 
LUGAR A SU DESECHAMIENTO DE PLANO, ATENTO A LAS CIRCUNSTANCIAS 
EXTRAORDINARIAS DE PANDEMIA QUE PREVALECEN EN EL PAÍS GENERADAS POR 
EL VIRUS SARS-CoV2 (COVID-19) [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 
8/2019 (10a.)]. 

Hechos: El Juez de Distrito recurrido desechó de plano la demanda de amparo indirecto 
presentada vía electrónica, al estimar que en el escrito respectivo no obra la firma electrónica 
(FIREL) del quejoso, lo que constata que no expresó su voluntad para dar trámite a la 
demanda –principio de instancia de parte agraviada–, sin que sea el caso de prevenirlo en 
términos del artículo 114 de la Ley de Amparo, en tanto que no se trata de una irregularidad 
susceptible de subsanarse. Criterio jurídico: Atento a las circunstancias extraordinarias de 
pandemia que prevalecen en el país, generadas por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), la falta 
de Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) del quejoso en 
la demanda de amparo indirecto presentada vía electrónica, no actualiza de manera 
manifiesta e indudable la causa de improcedencia del juicio por incumplimiento del principio 
de instancia de parte agraviada, que dé lugar a su desechamiento de plano. Justificación: Lo 
anterior es así, porque un presupuesto del principio de instancia de parte agraviada, consiste 
en que la demanda de amparo presentada vía electrónica cuente con la firma electrónica 
(FIREL) de quien dice ser el afectado por el acto de autoridad, ya que ésta es el signo 
inequívoco de la voluntad y que la ausencia de algún signo que conduzca al juzgador a 
considerar que efectivamente es el afectado quien solicita la protección constitucional, es 
indicativo de incumplimiento del principio citado, ya que la falta de firma conduce, 
indefectiblemente, a que no pueda considerarse como agraviado a alguien que no suscribió 
la demanda. Sin embargo, dada la situación de salud que prevalece en el país, cuya 
circunstancia es incuestionable, que impide material y tecnológicamente que el común de las 
personas puedan colmar los requisitos que se exigen para la tramitación y obtención de la 
mencionada firma, para la promoción de la demanda de amparo indirecto debe prescindirse 
de la firma electrónica (FIREL) del quejoso. Así, estimar que la causa de improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los diversos 5o., fracción I y 6o., de 
la Ley de Amparo, así como 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que se refiere a la falta de firma electrónica (FIREL), como mecanismo de 
manifestación de la voluntad y reflejo del principio constitucional de instancia de parte 
agraviada, es manifiesta e indudable, impediría a la parte quejosa el acceso a la tutela 
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jurisdiccional. Por tanto, en los juicios de amparo promovidos durante la situación 
extraordinaria de contingencia epidemiológica actual, los operadores judiciales deben actuar 
con la mayor flexibilidad y amplitud en la protección de los derechos humanos, es decir, 
"favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia", como ordena el 
párrafo segundo del artículo 1o. constitucional, a efecto de proteger los derechos humanos 
del quejoso. No se soslaya la tesis de jurisprudencia P./J. 8/2019 (10a.), de título y subtítulo: 
"DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PRESENTADA A TRAVÉS DEL PORTAL DE 
SERVICIOS EN LÍNEA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. PROCEDE 
DESECHARLA DE PLANO CUANDO CARECE DE LA FIRMA ELECTRÓNICA DEL 
QUEJOSO."; sin embargo, este criterio jurisprudencial del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación se debe analizar en consideración de las circunstancias particulares del 
caso. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023249 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 18 de junio de 2021 10:24 h 

Materia(s): Común 

Tesis: VIII.2o.C.T. J/2 K (10a.) 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON LOS QUE SOSTIENEN QUE LOS JUZGADORES DE 
AMPARO TRANSGREDEN DERECHOS HUMANOS O FUNDAMENTALES, SOLAMENTE 
EN ESE ASPECTO. 

Históricamente las garantías individuales, ahora denominadas derechos humanos conforme 
a la reforma constitucional publicada el diez de junio de dos mil once, se han reputado como 
aquellos elementos jurídicos que se traducen en medios de salvaguarda de las prerrogativas 
fundamentales que el ser humano debe tener para el cabal desenvolvimiento de su 
personalidad frente al poder público. Son derechos subjetivos públicos consignados en favor 
de todo habitante de la República que dan a sus titulares la potestad de exigirlos 
jurídicamente a través de la verdadera garantía de los derechos públicos fundamentales del 
hombre que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consigna, esto es, la 
acción constitucional de amparo. Los Jueces de Distrito, al conocer de los distintos juicios de 
amparo de su competencia y no de procesos federales, ejercen la función de control 
constitucional y, en ese caso, dictan determinaciones de cumplimiento obligatorio y obran 
para hacer cumplir esas determinaciones, según su propio criterio y bajo su propia 
responsabilidad, por la investidura que les da la ley por lo que, a juicio de las partes, pueden 
infringir derechos subjetivos públicos de los gobernados. Ahora bien, aun cuando en contra 
de sus decisiones procede el recurso de revisión, éste no es un medio de control 
constitucional autónomo, a través del cual pueda analizarse la transgresión a derechos 
humanos, sino que es un procedimiento de segunda instancia que tiende a asegurar un 
óptimo ejercicio de la función judicial, a través del cual, el tribunal de alzada, con amplias 
facultades, incluso de sustitución, vuelve a analizar los motivos y fundamentos que el Juez 
de Distrito tomó en cuenta para emitir su fallo, limitándose a los agravios expuestos. Luego, 
a través del recurso de revisión o queja, técnicamente, no deben analizarse los agravios 
consistentes en que el Juez de Distrito trastocó derechos humanos o fundamentales 
contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que a los 
titulares de los Juzgados de Distrito, cuando actúan en su calidad de órganos de control 
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constitucional, no puede atribuírseles la violación a preceptos pertenecientes a la Carta 
Magna, o bien a derechos fundamentales de los gobernados, en razón de que, dada su 
investidura constitucional y calidad de titulares de los órganos primarios de control 
constitucional, técnica y jurídicamente no es factible que transgredan disposiciones de la Ley 
Fundamental; toda vez que, en principio, sus actuaciones se encuentran reguladas en 
función de los ordenamientos específicos de la Ley de Amparo y el Código Federal de 
Procedimientos Civiles, que es de aplicación supletoria a la ley de la materia, por mandato 
expreso del artículo 2o. de la propia Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 
Constitucionales, por lo que, en todo caso, podría sólo atribuírseles violaciones a los 
dispositivos jurídicos pertenecientes a las citadas legislaciones secundarias, debido a que 
dentro del sistema constitucional que nos rige y a la luz de los principios de la técnica que 
impera en el juicio de amparo, sería algo fuera de toda lógica jurídica el admitir que los 
órganos de amparo (a quienes de acuerdo con la Constitución General de la República, está 
confiada la elevada responsabilidad de ejercer el control de la constitucionalidad de los autos 
de las autoridades), pudieran vulnerar directamente el orden constitucional establecido, cuya 
salvaguarda les confía la propia Carta Magna. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO. 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023596 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de septiembre de 2021 10:33 h 

Materia(s): Civil 

Tesis: I.11o.C. J/10 C (10a.) 

RECURSOS ORDINARIOS EN MATERIA CIVIL. SU NATURALEZA Y CLASIFICACIÓN. 

El derecho de impugnar las resoluciones judiciales tiene un primer sustento en el artículo 17 
de la Constitución General que consagra el derecho de acceso a la justicia; sin embargo, 
este derecho fundamental aparece más claro en el artículo 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que consagra los principios del recurso judicial. De esa forma, los 
recursos regulados en la legislación procesal civil son los instrumentos a través de los cuales 
el particular podrá impugnar la legalidad de las resoluciones judiciales de toda índole; tienen 
por objeto confirmar, revocar, modificar o nulificar la resolución combatida. Así, a través de 
los recursos ordinarios, podrá impugnar tanto aspectos de forma de la resolución que se 
recurra –como la carencia de fundamentación y motivación, falta de exhaustividad por no 
analizar los argumentos propuestos o la integridad de las pruebas ofrecidas, incongruencia 
entre lo pedido y lo resuelto, o la ausencia de los requisitos legalmente previstos para la 
validez de la resolución respectiva–, como el fondo de lo decidido u ordenado por estimarse 
que el juzgador recurrido incurrió, entre otras hipótesis, en indebida o incorrecta: I. 
Fundamentación, motivación o ambas; II. Valoración de las pruebas; III. Interpretación de la 
ley o la jurisprudencia; IV. Apreciación de la litis; y, V. Análisis de las constancias de autos. 
Dado que los recursos son medios de impugnación ordinaria, las únicas resoluciones que se 
podrán recurrir a través de ellos son aquellas que no hubieren adquirido firmeza o alcanzado 
la calidad de cosa juzgada, pues estas últimas sólo podrán combatirse con el empleo de 
medios extraordinarios de defensa y, específicamente, a través del juicio de amparo. Los 
recursos ordinarios se dividen o clasifican en horizontales y verticales: son horizontales 
aquellos de los que corresponde resolver al mismo juzgador que emitió la resolución 
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recurrida en la misma instancia en que se sustancia el asunto; ejemplo de éstos en los juicios 
civiles y familiares son el de revocación y el de reposición; los verticales son aquellos de los 
que conoce un tribunal superior de instancia de aquel que emitió la resolución recurrida; 
ejemplo de éstos en los juicios civiles y familiares son el de apelación y el de queja. 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023667 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 8 de octubre de 2021 10:18 h 

Materia(s): Común 

Tesis: II.2o.P.J/3 P (11a.) 

PRINCIPIOS DE MAYOR BENEFICIO Y NON REFORMATIO IN PEIUS EN EL RECURSO 
DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA OBLIGACIÓN DEL ÓRGANO DE AMPARO 
DE OBSERVAR EL SEGUNDO DE AQUÉLLOS CONSTITUYE UNA REGLA GENERAL, 
POR LO QUE LA DECISIÓN DE MODIFICAR UNA CONCESIÓN DE AMPARO PREVIA Y 
HACERLO DE FONDO APLICANDO EL PRIMERO, ES UNA EXCEPCIÓN QUE 
DEPENDERÁ DEL EJERCICIO PONDERADO RESPECTO DE LO EVIDENTE, NOTORIO 
O MANIFIESTO DE ESE MAYOR BENEFICIO ADVERTIDO DE LAS CIRCUNSTANCIAS 
QUE REVELEN DE MANERA PALPABLE LA AUSENCIA DE RIESGO DE QUE LA 
MODIFICACIÓN TRASCIENDA EN PERJUICIO DEL QUEJOSO. 

Hechos: En un juicio de amparo indirecto en materia penal el Juez de Distrito concedió la 
protección constitucional para efectos. Inconforme con la decisión, el quejoso interpuso 
recurso de revisión en el que planteó la modificación de la concesión de amparo previa y 
hacerlo de fondo bajo el principio de mayor beneficio. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la obligación de observar 
el principio non reformatio in peius en el recurso de revisión constituye una regla general, por 
lo que la decisión de modificar una concesión de amparo previa y hacerlo de fondo bajo el 
principio de mayor beneficio, es una excepción que dependerá del ejercicio ponderado 
respecto de lo evidente, notorio o manifiesto de ese mayor beneficio advertido de las 
circunstancias que revelen de manera palpable la ausencia de riesgo de que la modificación 
trascienda en perjuicio del quejoso. 

Justificación: El juicio de amparo ha evolucionado en los últimos años y, en especial, a partir 

de las reformas constitucionales de dos mil once y de la emisión de la Ley de Amparo de dos 
mil trece; evolución que efectivamente ha incorporado el principio de mayor beneficio y, por 
ende, la institución preponderante de dar preferencia a las cuestiones de fondo que impliquen 
violaciones graves y cuya decisión redunde en mayor beneficio para el quejoso; siendo 
preferible atender esos aspectos de manera prioritaria en comparación con las cuestiones 
meramente procesales o de forma, lo que se advierte de los artículos 79, último párrafo y 
189 de la Ley de Amparo. Sin embargo, ello conlleva replantearse también aspectos como 
los siguientes: ¿El principio de mayor beneficio y su reconocimiento en el juicio de amparo 
producen la exclusión de posible observancia al diverso principio non reformatio in peius, 
reconocido por la jurisprudencia del Máximo Tribunal del País, e igualmente exigible para los 
tribunales de revisión en el amparo? La respuesta es en sentido negativo, es decir, dichos 
principios no se excluyen, sino que son de observancia obligatoria y, en su caso, 
concurrentes; de manera que lo que ahora sucede es que el órgano de amparo debe 
ponderar en cada caso concreto y de acuerdo con las circunstancias, la forma adecuada y 



64  

pertinente en la que dichos principios pueden operar. Así, la obligación de atender al principio 
de mayor beneficio compete, como regla general, al órgano que tiene la facultad y 
competencia para decidir el eventual sentido de la sentencia que se dicte; en tanto que el 
diverso non reformatio in peius, por su naturaleza esencial, compete exclusivamente al 
órgano que asume la función de revisor del fallo inicial que ya otorgó el amparo al quejoso, 
y aun cuando esto no significa que el tribunal revisor estuviere impedido para eventualmente 
atender preponderantemente al principio de mayor beneficio, ello estaría supeditado al 
carácter notorio, indiscutible y evidente de la violación de fondo que por su gravedad y tipo 
de consecuencias derivadas, permitiesen realmente al tribunal revisor atender a ese mayor 
beneficio sin riesgo de trastocar el principio non reformatio in peius, emitiendo un fallo que 
resultare perjudicial a quien ya había obtenido el amparo ante el Juez Federal. Por tanto, se 
puede afirmar que para los tribunales revisores, la obligación de observar el principio non 
reformatio in peius es inexorable y constituye una regla general, de manera que la decisión 
de modificar una concesión de amparo previa y hacerlo de fondo bajo el principio de mayor 
beneficio establecido en el artículo 189 referido, constituye una excepción que dependerá, 
precisamente, del ejercicio ponderado respecto de lo evidente, notorio o manifiesto de ese 
mayor beneficio advertido de las circunstancias del caso concreto que revelen de manera 
palpable la ausencia de riesgo de que la modificación trascienda en perjuicio del quejoso, 
privándolo de una concesión de amparo que ya había alcanzado y que apriorísticamente no 
pueda descalificarse la potencialidad de los efectos restitutorios determinados. Por esa 
razón, al no contarse con esas condiciones que permitan advertir con tal grado de evidencia 
el mayor beneficio, debe prevalecer por razón lógica y técnicamente jurídica el principio non 
reformatio in peius, que sigue rigiendo las sentencias de revisión. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023700 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 22 de octubre de 2021 10:32 h 

Materia(s): Común 

Tesis: VII.2o.C.2 K (11a.) 

INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. CARECE DE ÉSTE EL TERCERO 

EXTRAÑO CONTRA LA SENTENCIA QUE DECLARA LA PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE 
UN INMUEBLE, PORQUE NO CONTIENE MANDATO DE EJECUCIÓN SOBRE SUS 
BIENES, NI DECLARA LA NULIDAD DEL TÍTULO CON EL QUE SE OSTENTA CON DICHA 
CALIDAD. 

Hechos: Los terceros extraños promovieron juicio de amparo para reclamar la falta de 
emplazamiento al juicio ordinario civil sobre prescripción positiva respecto a un inmueble, en 
el que se determinó procedente la acción. El Juez de Distrito sobreseyó, porque el acto 
reclamado no afecta el interés jurídico de los quejosos. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la sentencia que declara 
la prescripción positiva de un inmueble no contiene mandato de ejecución sobre los bienes 
del quejoso, ni declara la nulidad del título con el que se ostenta como tercero extraño, por 
lo que no afecta sus derechos y, por ende, carece de interés jurídico para promover el juicio 
de amparo en su contra. 

Justificación: Lo anterior, porque las sentencias declarativas, como su propio nombre lo 
indica, resuelven únicamente sobre la declaración de un hecho, un derecho o un deber 
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relacionado con determinada situación jurídica, la cual es anterior a la existencia del 
procedimiento, por lo que el objeto de la resolución es confirmar o rechazar aquéllas. En ese 
sentido, la acción de prescripción adquisitiva o positiva tiene una naturaleza meramente 
declarativa, razón por la cual es necesario que la prescripción ya esté consumada al tiempo 
de ejercitarse la acción, puesto que quien la deduce afirma que se ha convertido en 
propietario del bien controvertido, por haberlo poseído por el tiempo y con todos los requisitos 
exigidos por la ley para prescribir. Por tal razón, dicha sentencia tiene carácter declarativo, 
sin que sus efectos impliquen una condena o ejecución. Además, la acción presupone el 
reconocimiento de la posesión invocada por la parte actora, ya que es ésta quien señala 
tenerla y no el demandado, por lo que en caso de acreditarse dicho requisito en conjunción 
con los demás señalados por la ley, la consecuencia jurídica es generar la propiedad. 
Precisamente, por esa circunstancia, debido a que la posesión constituye un elemento de la 
acción y al acreditar que el demandado no la posee, la sentencia no tiene el alcance jurídico 
de ordenar el lanzamiento, entrega de la posesión del inmueble por parte del demandado o 
que se ordene poner en posesión a los actores que obtuvieron la declaración de haber 
adquirido la propiedad del bien en disputa por prescripción positiva; por ello, no existe 
ejecución alguna derivada de la resolución. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023734   

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 29 de octubre de 2021 10:39 h 

Materia(s): Civil 

Tesis: I.10o.C. J/1 C (11a.) 

VÍA ORAL CIVIL. ES LA IDÓNEA CUANDO UN ORGANISMO PÚBLICO 
DESCENTRALIZADO DEMANDA EL PAGO DE UN PRÉSTAMO OTORGADO A UN 
ELEMENTO EN ACTIVO O PENSIONADO, AL CONSTITUIR UNA PRESTACIÓN DE 
CARÁCTER LABORAL CONSIGNADA EN EL TÍTULO DE CRÉDITO BASE DE LA ACCIÓN. 

Hechos: El organismo público descentralizado en ejercicio de la acción causal, demandó vía 
oral mercantil el pago de un préstamo realizado como parte de un beneficio laboral para 
quienes prestan o prestaron su servicio en una institución de esa naturaleza, el cual fue 
consignado mediante un título de crédito base de la acción, así como los intereses ordinarios 
y moratorios. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la vía oral civil es la 
idónea cuando se demande el pago derivado de un préstamo que se otorga a un elemento 
en activo o pensionado de un organismo público descentralizado, toda vez que no es de 
naturaleza comercial porque constituye una prestación de carácter laboral, de manera que 
se rige por la naturaleza de la relación subyacente que dio origen al título de crédito, aunado 
a que las partes que en él intervienen no tienen la calidad de comerciantes. 

Justificación: Lo anterior, porque el hecho de que la promovente sea un organismo público 
descentralizado y demandara en la vía oral mercantil, en ejercicio de la acción causal de un 
elemento en activo o pensionado el pago de una cantidad cierta, consignada en el título de 
crédito base de la acción, así como el correspondiente a los intereses ordinarios y moratorios, 
es indicativo de que ese adeudo constituye un préstamo que tiene el carácter de una 
prestación de carácter laboral, en tanto que fue expedido por el organismo público 
descentralizado promovente en uso de sus facultades legales y reglamentarias y como 
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beneficio para quienes prestan sus servicios, sus beneficiarios o pensionados de la 
mencionada institución, lo cual pone de manifiesto que se está en presencia de un préstamo 
otorgado en función del régimen de seguridad social al que tienen derecho; acto que no es 
de naturaleza comercial conforme a lo previsto en el artículo 75 del Código de Comercio, ni 
se ubica en alguna de las hipótesis contenidas en el diverso artículo 1049 y las partes que 
en él intervienen no tienen la calidad de comerciantes, por tanto, atendiendo a las 
particularidades del caso, lo conducente es que la demanda se promueva en la vía oral civil. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023798 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de noviembre de 2021 10:23 h  

Materia(s): Civil 

Tesis: I.11o.C. J/1 C (11a.) 

SEGUROS. SI SE RECLAMA EL PAGO DE LA PÓLIZA CORRESPONDIENTE POR HABER 
OCURRIDO UN SINIESTRO, LA CARGA DE LA PRUEBA DEL ASEGURADO, 
CONTRATANTE O BENEFICIARIO SE REDUCE A ACREDITAR LA EXISTENCIA DEL 
CONTRATO, LA MATERIALIZACIÓN DEL RIESGO AMPARADO EN AQUÉLLA Y QUE DIO 
AVISO OPORTUNO A LA ASEGURADORA, DE MANERA QUE SI ÉSTA ADUCE QUE LAS 
CAUSAS POR LAS QUE NO INDEMNIZÓ ESTÁN JUSTIFICADAS EN LAS CONDICIONES 
GENERALES DEL CONTRATO, LE CORRESPONDE EXHIBIRLAS. 

Al resolver la contradicción de tesis 233/2011, la Primera Sala del Alto Tribunal emitió la tesis 
de jurisprudencia 1a./J. 7/2011 (10a.), de rubro: "SEGUROS. SI AL CONTESTAR LA 
RECLAMACIÓN DE PAGO O DURANTE UN PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO, LA 
ASEGURADORA NO EXPONE TODAS LAS RAZONES POR LAS QUE NIEGA LA 
PRETENSIÓN DEL ASEGURADO, NO SE VE LIMITADO SU DERECHO DE DEFENSA EN 
EL JUICIO, NI EXIME DE LA CARGA DE LA PRUEBA A ESTE ÚLTIMO; PERO SÍ LE 
IMPONE LA CARGA DE DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN A FAVOR DEL ASEGURADO 
SOBRE CUESTIONES QUE NO SE ENCUENTREN CLARAMENTE ESTABLECIDAS EN 
LA PÓLIZA." y reiteró el criterio en que consideró que el artículo 36, fracción IV, de la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros abrogada, contiene el 
principio de información que rige las actividades y operaciones de dichas instituciones, en 
protección de los intereses del público usuario de sus servicios, que les impone la obligación 
de informar en forma clara y precisa todo lo relativo a sus productos y los contratos de seguro 
que celebren, incluyendo los derechos y obligaciones de las partes; que de conformidad con 
dicho precepto, cuando la aseguradora recibe una reclamación, debe informar con precisión 
si procede o no el pago de la suma asegurada y las razones por las cuales no proceda, en 
su caso, haciendo referencia específica a las condiciones, exclusiones, limitaciones, pagos 
de deducibles y cualquier otra modalidad que sea aplicable en los términos de la póliza y las 
condiciones generales del seguro; y que si se reclama el pago del seguro por haber ocurrido 
el siniestro, la carga de la prueba del asegurado, contratante, o beneficiario de la póliza se 
reduce a acreditar: a) la existencia del contrato de seguro; b) la materialización del riesgo 
amparado por la póliza; y, c) que dio aviso oportuno a la aseguradora; en ese sentido, si la 
aseguradora aduce que las causas por las que no pagó por el siniestro están justificadas en 
las condiciones generales del contrato de seguro, de conformidad con el artículo 1194 del 
Código de Comercio y los diversos 20, 23 y 24 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, le 



67  

corresponde exhibir dichas condiciones generales, pues la negativa del pago por actualizarse 
algún supuesto previsto en aquéllas, como las omisiones o falsas declaraciones del 
asegurado en la contratación, constituye el sustento de su excepción y, por tanto, tiene la 
carga de exhibirlas. 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023830 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de noviembre de 2021 10:30 h  

Materia(s): Común  

Tesis: I.7o.C.41 C (10a.) 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. METODOLOGÍA 
PARA DETERMINAR SU CONCESIÓN O NEGATIVA CONTRA LA APROBACIÓN DE 
MEDIDAS CAUTELARES EN UN PROCEDIMIENTO ORDINARIO MERCANTIL. 

Hechos: Dentro de un procedimiento ordinario mercantil se aprobó la solicitud de los actores 
de fijar medidas cautelares para asegurar la eventual ejecución de la resolución definitiva 
que se llegase a emitir tendentes, en esencia, a que los enjuiciados (personas físicas) 
respeten la nueva distribución de las partes sociales de una empresa tercero extraña a dicha 
contienda y su administración. La aprobación de esas medidas es el acto reclamado en el 
juicio de amparo indirecto origen del incidente en revisión, donde el juzgador federal negó la 
suspensión definitiva de sus efectos. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que al examinar la 
procedencia de la suspensión definitiva en el juicio de amparo indirecto contra la aprobación 
de las medidas cautelares mencionadas, debe seguirse una metodología, que haga claro su 
sentido de concesión o negativa, llevando a cabo el órgano jurisdiccional una serie de pasos 
escalonados y específicamente definidos, cuya satisfacción permitirá seguir con el estudio 
de los restantes, hasta la concesión de la medida y, en su caso, la fijación de garantías y 
medidas de seguridad, o bien, ante la no satisfacción de cualquiera de ellos, con la 
conclusión de negativa de la suspensión solicitada. 

Justificación: Lo anterior, porque la suspensión es una providencia cautelar en los 
procedimientos de amparo, de carácter meramente instrumental, para preservar su materia, 
por lo cual su contenido reviste la forma de un mandato asegurador del cumplimiento y la 
ejecución de otra medida principal que pudiere ordenar la anulación de la conducta prevista, 
positiva o negativa, de una autoridad judicial, haciendo cesar temporalmente sus efectos 
obligatorios, en tanto se resuelve la controversia constitucional. Ahora, de la interpretación 
armónica de los artículos 107, fracción X, de la Constitución General y 128, 129, 131 y 138 
de la Ley de Amparo, puede obtenerse una metodología ordenada para que el operador 
jurisdiccional logre un claro sentido de su concesión o negativa, que consiste en una serie 
de pasos escalonados y específicamente definidos, cuya satisfacción permitirá seguir con el 
estudio de los restantes, hasta la concesión de la medida y, en su caso, en la fijación de 
garantías y medidas de seguridad, o bien, ante la no satisfacción de cualquiera de ellos, con 
la conclusión de la negativa de la suspensión solicitada. Estas fases son las siguientes: 1) 
Verificar la existencia del acto reclamado, porque de no existir, entonces no hay materia 
sobre la cual decretar la suspensión, produciendo su negativa de plano. 2) Analizar la 
naturaleza del acto reclamado, a efecto de establecer si es susceptible de paralización por 
ser positivo, presente, futuro, inminente, negativo o declarativo con efectos positivos, entre 
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otros; o no apto para suspenderse por ser negativo simple, provenir de particulares o 
declarativo, entre otros. 3) Examinar los requisitos legales para la procedencia de la medida 
suspensional, dentro de los cuales se tienen: 3.1 La petición de la parte quejosa respecto de 
la medida cautelar y se involucra el estudio de su interés jurídico para solicitarla; 3.2 Que no 
se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público; y, 3.3 
El análisis ponderado del caso concreto bajo la apariencia del buen derecho y el peligro en 
la demora. De cumplirse todos estos requisitos, la suspensión se concederá y, derivado de 
ello, para que continúe surtiendo efectos, existen requisitos de eficacia, como la fijación de 
una garantía suficiente para responder de los daños y perjuicios que su concesión ocasione 
o las medidas de aseguramiento conducentes. Finalmente, al resolver sobre la suspensión 
en definitiva, siempre deberá considerarse que a ésta le es dable otorgar efectos restitutorios 
y/o provisionales, siempre que no se deje sin materia el fondo del asunto, pero no efectos 
constitutivos de derechos cuando se reclama la aprobación de medidas cautelares, pues el 
fondo del juicio constitucional es, precisamente, determinar si estas últimas fueron o no 
correctas y, de hacerlo, paralizaría al menos en lo que se resuelve el proceso constitucional, 
sus efectos, lo cual es materia exclusiva de la sentencia que se llegue a emitir en el juicio de 
amparo indirecto. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023844 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h 

Materia(s): Civil  

Tesis: I.8o.C.90 C (10a.) 

CONCURSO MERCANTIL. LOS ACREEDORES ESTÁN LEGITIMADOS PARA 
PROMOVER EL INCIDENTE DE OBJECIÓN DE APROBACIÓN DE UN CRÉDITO CONTRA 
LA MASA CUANDO EL INTERVENTOR NO LO HAGA. 

Conforme a los artículos 60, 61, 62, 63, 64 y 75 de la Ley de Concursos Mercantiles, cualquier 
acreedor o grupo de acreedores que representen por lo menos el diez por ciento del monto 
de los créditos a cargo del comerciante, de conformidad con la lista provisional de créditos; 
por lo menos el diez por ciento del pasivo a cargo del comerciante conforme a la lista 
definitiva de reconocimiento de créditos, o bien, conforme a la sentencia de reconocimiento, 
graduación y prelación de créditos, tendrán derecho a solicitar al Juez el nombramiento de 
un interventor, quien representará los intereses de los acreedores y tendrá a su cargo la 
vigilancia de la actuación del conciliador y del síndico, así como de los actos realizados por 
el comerciante en la administración de su empresa. No obstante, de los preceptos citados 
no se advierte que el acreedor, al nombrar a un interventor, pierda o subrogue sus derechos 
adjetivos y sustantivos para oponerse a la aprobación de un crédito, por lo que si el 
interventor no realiza los actos tendentes a vigilar al conciliador o al síndico, los acreedores 
están legitimados para hacerlo, debido precisamente a su condición, que es inherente al 
carácter universal del proceso concursal y por recaer en ellos el interés de poder satisfacer 
en mayor medida el pago de los créditos que existan a su favor y a cargo de la concursada. 
Por tanto, los acreedores están legitimados para promover el incidente de objeción de 
aprobación de un crédito contra la masa, cuando el interventor no lo haga, ya que el 
nombramiento de éste no anula la legitimación del titular de los derechos procesales y 
sustantivos para defender sus intereses. 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Undécima Época 

Registro: 2023843 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h 

Materia(s): Civil  

Tesis: I.8o.C.101 C (10a.) 

CONCURSO MERCANTIL. EL JUEZ PUEDE SUSPENDER LOS EFECTOS DE 

CUALQUIER ESTIPULACIÓN CONTRACTUAL QUE CON MOTIVO DE LA 
PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD RELATIVA O DE SU DECLARACIÓN, ESTABLEZCA 
MODIFICACIONES QUE AGRAVEN LA SITUACIÓN DE LAS COMERCIANTES O IMPIDAN 
INICIAR EL TRÁMITE DEL JUICIO CONCURSAL. 

Hechos: Las comerciantes, para efectos de la admisión de su concurso mercantil, solicitaron 
al Juez del conocimiento dejar sin efectos cláusulas de un contrato celebrado con su principal 
acreedora que estipulaban la necesidad de su aprobación a través de la opinión de un 
consejero independiente para que se pudiera iniciar el procedimiento concursal. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el Juez puede suspender 
los efectos de cualquier estipulación contractual que con motivo de la presentación de la 
solicitud del concurso o de su declaración, establezca modificaciones que agraven la 
situación de las comerciantes o impidan iniciar el trámite del juicio concursal. 

Justificación: Lo anterior, porque la aplicación del artículo 87 de la Ley de Concursos 
Mercantiles, que establece: "Se tendrá por no puesta, salvo las excepciones expresamente 
establecidas en esta ley, cualquier estipulación contractual que con motivo de la presentación 
de una solicitud o demanda de concurso mercantil, o de su declaración, establezca 
modificaciones que agraven para el comerciante los términos de los contratos.", no implica 
nulificar, modificar o extinguir los contratos o sus cláusulas estatutarias al amparo de las 
leyes a que se hayan sujetado las comerciantes y sus acreedores, sino únicamente 
inaplicarlas para no agravar la situación de las solicitantes del concurso, partiendo de la base 
de que su objeto fundamental es preservarlas sin dejar de mantener un principio de igualdad 
entre los acreedores. Por tanto, el tener por no puesta una cláusula contractual, es para 
suspender sus efectos con el único fin de que los comerciantes puedan iniciar su concurso 
mercantil, sin que para ello se requiera del consentimiento de sus acreedores. 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

Época: Undécima Época 

Registro: 2023842 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h 
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RELATIVA A LA INFORMACIÓN CONTABLE DE LA COMERCIANTE, PORQUE EL 
DERECHO A LA SECRECÍA DE SU CONTABILIDAD E INFORMACIÓN FINANCIERA NO 
PREVALECE SOBRE EL INTERÉS SOCIAL QUE PROTEGE LA LEY DE CONCURSOS 
MERCANTILES. 

Conforme a las disposiciones de la Ley de Concursos Mercantiles es optativo para los 
acreedores nombrar o no un interventor; esto se traduce en que están legitimados para 
solicitar al Juez del concurso cualquier medida tendente a proteger sus intereses, sin que se 
requiera que actúen a través del interventor, el conciliador o el síndico, porque en dichos 
acreedores recae el interés de poder satisfacer en mayor medida el pago de los créditos que 
existan a su favor y a cargo del comerciante. Ahora bien, en caso de que los acreedores 
hayan nombrado un interventor, esto no hace desaparecer la personalidad de un 
representante que hubieran nombrado con anterioridad ni, por ende, la posibilidad de que 
éste actúe en su nombre en el concurso mercantil; por lo que, partiendo de esa premisa, el 
interés público que privilegia la Ley de Concursos Mercantiles, no sólo es conservar las 
empresas y evitar el incumplimiento generalizado de las obligaciones de pago, sino también 
evitar poner en riesgo la viabilidad de los negocios sujetos a concurso mercantil y de los 
demás con los que mantenga una relación comercial, como sería el caso de los acreedores 
de la concursada, para lo cual es indispensable mantener una estricta y necesaria vigilancia 
sobre la administración de la empresa sujeta a concurso, lo que sólo se logra contando con 
la información financiera y contable correspondiente, a fin de no poner en riesgo la viabilidad 
de los negocios que como unidad económica representan. Por tanto, debe obsequiarse la 
petición de un acreedor, cuando solicita al rector del concurso mercantil la información 
contable de la comerciante, que si bien tiene el derecho a la secrecía de su contabilidad e 
información financiera, frente a ese interés prevalece el interés social que protege la Ley de 
Concursos Mercantiles, de conservar las empresas o comerciantes acreedores involucrados 
en los negocios económicos con la concursada. 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

 


